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INFORMACIÓN PÚBLICA Y BUEN GOBIERNO





JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIEREN Y ENTENDIEREN.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en 
sancionar la siguiente Ley:
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PREÁMBULO

I

La transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen go-
bierno deben ser los ejes fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la 
acción de los responsables públicos se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos 
pueden conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo se manejan 
los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones podremos ha-
blar del inicio de un proceso en el que los poderes públicos comienzan a responder 
a una sociedad que es crítica, exigente y que demanda participación de los poderes 
públicos.

Los países con mayores niveles en materia de transparencia y normas de buen 
gobierno cuentan con instituciones más fuertes, que favorecen el crecimiento econó-
mico y el desarrollo social. En estos países, los ciudadanos pueden juzgar mejor y con 
más criterio la capacidad de sus responsables públicos y decidir en consecuencia. 
Permitiendo una mejor fiscalización de la actividad pública se contribuye a la nece-
saria regeneración democrática, se promueve la eficiencia y eficacia del Estado y se 
favorece el crecimiento económico.

La presente Ley tiene un triple alcance: incrementa y refuerza la transparencia en 
la actividad pública –que se articula a través de obligaciones de publicidad activa para 
todas las Administraciones y entidades públicas–, reconoce y garantiza el acceso a 
la información –regulado como un derecho de amplio ámbito subjetivo y objetivo– y 
establece las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables 
públicos así como las consecuencias jurídicas derivadas de su incumplimiento –lo 
que se convierte en una exigencia de responsabilidad para todos los que desarrollan 
actividades de relevancia pública–.

En estas tres vertientes, la Ley supone un importante avance en la materia y es-
tablece unos estándares homologables al del resto de democracias consolidadas. En 
definitiva, constituye un paso fundamental y necesario que se verá acompañado en el 
futuro con el impulso y adhesión por parte del Estado tanto a iniciativas multilaterales 
en este ámbito como con la firma de los instrumentos internacionales ya existentes 
en esta materia.

II

En el ordenamiento jurídico español ya existen normas sectoriales que contienen 
obligaciones concretas de publicidad activa para determinados sujetos. Así, por 
ejemplo, en materia de contratos, subvenciones, presupuestos o actividades de altos 
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cargos nuestro país cuenta con un destacado nivel de transparencia. Sin embargo, 
esta regulación resulta insuficiente en la actualidad y no satisface las exigencias so-
ciales y políticas del momento. Por ello, con esta Ley se avanza y se profundiza en la 
configuración de obligaciones de publicidad activa que, se entiende, han de vincular a 
un amplio número de sujetos entre los que se encuentran todas las Administraciones 
Públicas, los órganos del Poder Legislativo y Judicial en lo que se refiere a sus acti-
vidades sujetas a Derecho Administrativo, así como otros órganos constitucionales 
y estatutarios. Asimismo, la Ley se aplicará a determinadas entidades que, por su 
especial relevancia pública, o por su condición de perceptores de fondos públicos, 
vendrán obligados a reforzar la transparencia de su actividad.

La Ley amplía y refuerza las obligaciones de publicidad activa en distintos ámbi-
tos. En materia de información institucional, organizativa y de planificación exige a 
los sujetos comprendidos en su ámbito de aplicación la publicación de información 
relativa a las funciones que desarrollan, la normativa que les resulta de aplicación y su 
estructura organizativa, además de sus instrumentos de planificación y la evaluación 
de su grado de cumplimiento. En materia de información de relevancia jurídica y que 
afecte directamente al ámbito de las relaciones entre la Administración y los ciudada-
nos, la ley contiene un amplio repertorio de documentos que, al ser publicados, pro-
porcionarán una mayor seguridad jurídica. Igualmente, en el ámbito de la información 
de relevancia económica, presupuestaria y estadística, se establece un amplio catá-
logo que debe ser accesible y entendible para los ciudadanos, dado su carácter de 
instrumento óptimo para el control de la gestión y utilización de los recursos públicos. 
Por último, se establece la obligación de publicar toda la información que con mayor 
frecuencia sea objeto de una solicitud de acceso, de modo que las obligaciones de 
transparencia se cohonesten con los intereses de la ciudadanía.

Para canalizar la publicación de tan ingente cantidad de información y facilitar el 
cumplimiento de estas obligaciones de publicidad activa y, desde la perspectiva de 
que no se puede, por un lado, hablar de transparencia y, por otro, no poner los me-
dios adecuados para facilitar el acceso a la información divulgada, la Ley contempla 
la creación y desarrollo de un Portal de la Transparencia. Las nuevas tecnologías nos 
permiten hoy día desarrollar herramientas de extraordinaria utilidad para el cumpli-
miento de las disposiciones de la Ley cuyo uso permita que, a través de un único 
punto de acceso, el ciudadano pueda obtener toda la información disponible.

La Ley también regula el derecho de acceso a la información pública que, no 
obstante, ya ha sido desarrollado en otras disposiciones de nuestro ordenamiento. 
En efecto, partiendo de la previsión contenida en el artículo 105.b) de nuestro texto 
constitucional, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, desarrolla en su 
artículo 37 el derecho de los ciudadanos a acceder a los registros y documentos que 
se encuentren en los archivos administrativos. Pero esta regulación adolece de una 
serie de deficiencias que han sido puestas de manifiesto de forma reiterada al no ser 
claro el objeto del derecho de acceso, al estar limitado a documentos contenidos en 
procedimientos administrativos ya terminados y al resultar su ejercicio extraordinaria-
mente limitado en su articulación práctica.
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Igualmente, pero con un alcance sectorial y derivado de sendas Directivas comu-
nitarias, otras normas contemplan el acceso a la información pública. Es el caso de 
la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la in-
formación, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio am-
biente y de la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información 
del sector público, que regula el uso privado de documentos en poder de Administra-
ciones y organismos del sector público. Además, la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, a la vez que reconoce 
el derecho de los ciudadanos a relacionarse con la Administración por medios elec-
trónicos, se sitúa en un camino en el que se avanza con esta Ley: la implantación 
de una cultura de transparencia que impone la modernización de la Administración, 
la reducción de cargas burocráticas y el empleo de los medios electrónicos para la 
facilitar la participación, la transparencia y el acceso a la información.

La Ley, por lo tanto, no parte de la nada ni colma un vacío absoluto, sino que 
ahonda en lo ya conseguido, supliendo sus carencias, subsanando sus deficiencias y 
creando un marco jurídico acorde con los tiempos y los intereses ciudadanos.

Desde la perspectiva del Derecho comparado, tanto la Unión Europea como la 
mayoría de sus Estados miembros cuentan ya en sus ordenamientos jurídicos con 
una legislación específica que regula la transparencia y el derecho de acceso a la 
información pública. España no podía permanecer por más tiempo al margen y, 
tomando como ejemplo los modelos que nos proporcionan los países de nuestro en-
torno, adopta esta nueva regulación.

En lo que respecta a buen gobierno, la Ley supone un avance de extraordinaria 
importancia. Principios meramente programáticos y sin fuerza jurídica se incorporan 
a una norma con rango de ley y pasan a informar la interpretación y aplicación de un 
régimen sancionador al que se encuentran sujetos todos los responsables públicos 
entendidos en sentido amplio que, con independencia del Gobierno del que formen 
parte o de la Administración en la que presten sus servicios y, precisamente por las 
funciones que realizan, deben ser un modelo de ejemplaridad en su conducta.

III

El título I de la Ley regula e incrementa la transparencia de la actividad de todos 
los sujetos que prestan servicios públicos o ejercen potestades administrativas me-
diante un conjunto de previsiones que se recogen en dos capítulos diferenciados y 
desde una doble perspectiva: la publicidad activa y el derecho de acceso a la infor-
mación pública.

El ámbito subjetivo de aplicación de este título, recogido en su capítulo I, es muy 
amplio e incluye a todas las Administraciones Públicas, organismos autónomos, agen-
cias estatales, entidades públicas empresariales y entidades de derecho público, en la 
medida en que tengan atribuidas funciones de regulación o control sobre un determi-
nado sector o actividad, así como a las entidades de Derecho Público con personali-
dad jurídica propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones 
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Públicas, incluidas las Universidades públicas. En relación con sus actividades sujetas 
a Derecho Administrativo, la Ley se aplica también a las Corporaciones de Derecho 
Público, a la Casa de Su Majestad el Rey, al Congreso de los Diputados, al Senado, al 
Tribunal Constitucional y al Consejo General del Poder Judicial, así como al Banco de 
España, Consejo de Estado, al Defensor del Pueblo, al Tribunal de Cuentas, al Con-
sejo Económico y Social y las instituciones autonómicas análogas. También se aplica 
a las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación directa o indirecta 
de las entidades mencionadas sea superior al cincuenta por ciento, a las fundaciones 
del sector público y a las asociaciones constituidas por las Administraciones, organis-
mos y entidades a las que se ha hecho referencia. Asimismo, se aplicará a los parti-
dos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales y a todas las 
entidades privadas que perciban una determinada cantidad de ayudas o subvenciones 
públicas. Por último, las personas que presten servicios públicos o ejerzan potestades 
administrativas también están obligadas a suministrar a la Administración a la que 
se encuentren vinculadas, previo requerimiento, toda la información necesaria para 
el cumplimiento por aquélla de las obligaciones de esta Ley. Esta obligación es igual-
mente aplicable a los adjudicatarios de contratos del sector público.

El capítulo II, dedicado a la publicidad activa, establece una serie de obligaciones 
para los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación del título I, que habrán de difun-
dir determinada información sin esperar una solicitud concreta de los administrados. 
En este punto se incluyen datos sobre información institucional, organizativa y de 
planificación, de relevancia jurídica y de naturaleza económica, presupuestaria y 
estadística.

Para favorecer de forma decidida el acceso de todos a la información que se di-
funda se creará el Portal de la Transparencia, que incluirá, además de la información 
sobre la que existe una obligación de publicidad activa, aquella cuyo acceso se so-
licite con mayor frecuencia. El Portal será un punto de encuentro y de difusión, que 
muestra una nueva forma de entender el derecho de los ciudadanos a acceder a la 
información pública. Se prevé además en este punto que la Administración General 
del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las entidades que 
integran la Administración Local puedan adoptar medidas de colaboración para el 
cumplimiento de sus obligaciones de publicidad activa.

El capítulo III configura de forma amplia el derecho de acceso a la información 
pública, del que son titulares todas las personas y que podrá ejercerse sin necesidad 
de motivar la solicitud. Este derecho solamente se verá limitado en aquellos casos en 
que así sea necesario por la propia naturaleza de la información –derivado de lo dis-
puesto en la Constitución Española– o por su entrada en conflicto con otros intereses 
protegidos. En todo caso, los límites previstos se aplicarán atendiendo a un test de 
daño (del interés que se salvaguarda con el límite) y de interés público en la divulga-
ción (que en el caso concreto no prevalezca el interés público en la divulgación de la 
información) y de forma proporcionada y limitada por su objeto y finalidad. Asimismo, 
dado que el acceso a la información puede afectar de forma directa a la protección 
de los datos personales, la Ley aclara la relación entre ambos derechos estableciendo 
los mecanismos de equilibrio necesarios. Así, por un lado, en la medida en que la 
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información afecte directamente a la organización o actividad pública del órgano 
prevalecerá el acceso, mientras que, por otro, se protegen –como no puede ser de 
otra manera– los datos que la normativa califica como especialmente protegidos, para 
cuyo acceso se requerirá, con carácter general, el consentimiento de su titular.

Con objeto de facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública 
la Ley establece un procedimiento ágil, con un breve plazo de respuesta, y dispone la 
creación de unidades de información en la Administración General del Estado, lo que 
facilita el conocimiento por parte del ciudadano del órgano ante el que deba presen-
tarse la solicitud así como del competente para la tramitación.

En materia de impugnaciones se crea una reclamación potestativa y previa a la 
vía judicial de la que conocerá el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, orga-
nismo de naturaleza independiente de nueva creación, y que sustituye a los recursos 
administrativos.

El título II otorga rango de Ley a los principios éticos y de actuación que deben 
regir la labor de los miembros del Gobierno y altos cargos y asimilados de la Adminis-
tración del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales. Igual-
mente, se clarifica y refuerza el régimen sancionador que les resulta de aplicación, en 
consonancia con la responsabilidad a la que están sujetos.

Este sistema busca que los ciudadanos cuenten con servidores públicos que 
ajusten sus actuaciones a los principios de eficacia, austeridad, imparcialidad y, so-
bre todo, de responsabilidad. Para cumplir este objetivo, la Ley consagra un régimen 
sancionador estructurado en tres ámbitos: infracciones en materia de conflicto de 
intereses, en materia de gestión económico-presupuestaria y en el ámbito discipli-
nario. Además, se incorporan infracciones derivadas del incumplimiento de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Finan-
ciera. En el ámbito económico-presupuestario resulta destacable que se impondrán 
sanciones a quienes comprometan gastos, liquiden obligaciones y ordenen pagos 
sin crédito suficiente para realizarlos o con infracción de lo dispuesto en la normativa 
presupuestaria, o no justifiquen la inversión de los fondos a los que se refieren la 
normativa presupuestaria equivalente. De esta manera se introduce un mecanismo 
de control fundamental que evitará comportamientos irresponsables y que resultan 
inaceptables en un Estado de Derecho.

La comisión de las infracciones previstas dará lugar a la imposición de sanciones 
como la destitución en los cargos públicos que ocupe el infractor, la no percepción 
de pensiones indemnizatorias, la obligación de restituir las cantidades indebidamente 
percibidas y la obligación de indemnizar a la Hacienda Pública. Debe señalarse que 
estas sanciones se inspiran en las ya previstas en la Ley 5/2006, de 10 de abril, de 
conflictos de intereses de miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Adminis-
tración General del Estado.

Además, se establece la previsión de que los autores de infracciones muy graves 
no puedan ser nombrados para ocupar determinados cargos públicos durante un 
periodo de entre 5 y 10 años.
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El título III de la Ley crea y regula el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
un órgano independiente al que se le otorgan competencias de promoción de la cul-
tura de transparencia en la actividad de la Administración Pública, de control del cum-
plimiento de las obligaciones de publicidad activa, así como de garantía del derecho 
de acceso a la información pública y de la observancia de las disposiciones de buen 
gobierno. Se crea, por lo tanto, un órgano de supervisión y control para garantizar la 
correcta aplicación de la Ley.

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se configura como un órgano 
independiente, con plena capacidad jurídica y de obrar y cuenta con una estructura 
sencilla que, a la vez que garantiza su especialización y operatividad, evita crear 
grandes estructuras administrativas. La independencia y autonomía en el ejercicio de 
sus funciones vendrá garantizada, asimismo, por el respaldo parlamentario con el que 
deberá contar el nombramiento de su Presidente.

Para respetar al máximo las competencias autonómicas, expresamente se prevé 
que el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno sólo tendrá competencias en 
aquellas Comunidades Autónomas con las que haya firmado Convenio al efecto, 
quedando, en otro caso, en manos del órgano autonómico que haya sido designado 
las competencias que a nivel estatal asume el Consejo.

Las disposiciones adicionales abordan diversas cuestiones como la aplicación de 
regulaciones especiales del derecho de acceso, la revisión y simplificación normativa 
–en el entendido de que también es un ejercicio de buen gobierno y una manifes-
tación más de la transparencia el clarificar la normativa que está vigente y es de 
aplicación– y la colaboración entre el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la 
Agencia Española de Protección de Datos en la determinación de criterios para la apli-
cación de los preceptos de la ley en lo relativo a la protección de datos personales.

Las disposiciones finales, entre otras cuestiones, modifican la regulación del dere-
cho de acceso a los archivos y registros administrativos contenida en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, amplían la publicidad de determinada información que figura en 
el Registro de bienes y derechos patrimoniales de los altos cargos de la Administra-
ción General del Estado y la obligación de publicidad prevista en el apartado 4 del 
artículo 136 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Por último, la Ley prevé una entrada en vigor escalonada atendiendo a las espe-
ciales circunstancias que conllevará la aplicación de sus diversas disposiciones.
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TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto.

Esta Ley tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pú-
blica, regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella 
actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los res-
ponsables públicos así como las consecuencias derivadas de su incumplimiento.
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TÍTULO I

Transparencia de la actividad pública

CAPÍTULO I

Ámbito subjetivo de aplicación

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.

1. Las disposiciones de este título se aplicarán a:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunida-
des Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la 
Administración Local.

b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social así 
como las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales colaborado-
ras de la Seguridad Social.

c) Los organismos autónomos, las Agencias Estatales, las entidades públicas 
empresariales y las entidades de Derecho Público que, con independencia funcional o 
con una especial autonomía reconocida por la Ley, tengan atribuidas funciones de re-
gulación o supervisión de carácter externo sobre un determinado sector o actividad.

d) Las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, vinculadas 
a cualquiera de las Administraciones Públicas o dependientes de ellas, incluidas las 
Universidades públicas.

e) Las corporaciones de Derecho Público, en lo relativo a sus actividades sujetas 
a Derecho Administrativo.

f) La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el 
Tribunal Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, así como el Banco 
de España, el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el 
Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas análogas, en relación 
con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo.

g) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o 
indirecta, de las entidades previstas en este artículo sea superior al 50 por 100.

h) Las fundaciones del sector público previstas en la legislación en materia de 
fundaciones.

i) Las asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y entidades 
previstos en este artículo. Se incluyen los órganos de cooperación previstos en el 
artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la medida en 
que, por su peculiar naturaleza y por carecer de una estructura administrativa propia, 
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le resulten aplicables las disposiciones de este título. En estos casos, el cumplimiento 
de las obligaciones derivadas de la presente Ley serán llevadas a cabo por la Adminis-
tración que ostente la Secretaría del órgano de cooperación.

2. A los efectos de lo previsto en este título, se entiende por Administraciones Pú-
blicas los organismos y entidades incluidos en las letras a) a d) del apartado anterior.

Artículo 3. Otros sujetos obligados.

Las disposiciones del capítulo II de este título serán también aplicables a:

a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales.
b) Las entidades privadas que perciban durante el período de un año ayudas o 

subvenciones públicas en una cuantía superior a 100.000 euros o cuando al menos 
el 40 % del total de sus ingresos anuales tengan carácter de ayuda o subvención pú-
blica, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros.

Artículo 4. Obligación de suministrar información.

Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en los artículos ante-
riores que presten servicios públicos o ejerzan potestades administrativas estarán 
obligadas a suministrar a la Administración, organismo o entidad de las previstas en 
el artículo 2.1a la que se encuentren vinculadas, previo requerimiento, toda la infor-
mación necesaria para el cumplimiento por aquéllos de las obligaciones previstas en 
este título. Esta obligación se extenderá a los adjudicatarios de contratos del sector 
público en los términos previstos en el respectivo contrato.
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CAPÍTULO II

Publicidad activa

Artículo 5. Principios generales.

1. Los sujetos enumerados en el artículo 2.1 publicarán de forma periódica y actua-
lizada la información cuyo conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia 
de su actividad relacionada con el funcionamiento y control de la actuación pública.

2. Las obligaciones de transparencia contenidas en este capítulo se entienden sin 
perjuicio de la aplicación de la normativa autonómica correspondiente o de otras dispo-
siciones específicas que prevean un régimen más amplio en materia de publicidad.

3. Serán de aplicación, en su caso, los límites al derecho de acceso a la informa-
ción pública previstos en el artículo 14 y, especialmente, el derivado de la protección 
de datos de carácter personal, regulado en el artículo 15. A este respecto, cuando la 
información contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad sólo se llevará 
a cabo previa disociación de los mismos.

4. La información sujeta a las obligaciones de transparencia será publicada en 
las correspondientes sedes electrónicas o páginas web y de una manera clara, es-
tructurada y entendible para los interesados y, preferiblemente, en formatos reutili-
zables. Se establecerán los mecanismos adecuados para facilitar la accesibilidad, la 
interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la información publicada así como su 
identificación y localización.

Cuando se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente 
fines de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta Ley podrá realizarse utilizando los 
medios electrónicos puestos a su disposición por la Administración Pública de la que 
provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas percibidas.

5. Toda la información será comprensible, de acceso fácil y gratuito y estará a 
disposición de las personas con discapacidad en una modalidad suministrada por me-
dios o en formatos adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, 
conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

Artículo 6. Información institucional, organizativa y de planificación.

1. Los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de este título publicarán 
información relativa a las funciones que desarrollan, la normativa que les sea de 
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aplicación así como a su estructura organizativa. A estos efectos, incluirán un orga-
nigrama actualizado que identifique a los responsables de los diferentes órganos y su 
perfil y trayectoria profesional.

2. Las Administraciones Públicas publicarán los planes y programas anuales y 
plurianuales en los que se fijen objetivos concretos, así como las actividades, me-
dios y tiempo previsto para su consecución. Su grado de cumplimiento y resultados 
deberán ser objeto de evaluación y publicación periódica junto con los indicadores 
de medida y valoración, en la forma en que se determine por cada Administración 
competente.

En el ámbito de la Administración General del Estado corresponde a las inspec-
ciones generales de servicios la evaluación del cumplimiento de estos planes y pro-
gramas.

Artículo 7. Información de relevancia jurídica.

Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán:

a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas 
planteadas por los particulares u otros órganos en la medida en que supongan una 
interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos.

b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos Legislativos cuya ini-
ciativa les corresponda, cuando se soliciten los dictámenes a los órganos consultivos 
correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo ningún dictamen la publica-
ción se realizará en el momento de su aprobación.

c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando sea 
preceptiva la solicitud de dictámenes, la publicación se producirá una vez que estos 
hayan sido solicitados a los órganos consultivos correspondientes sin que ello su-
ponga, necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública.

d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de 
los textos normativos, en particular, la memoria del análisis de impacto normativo 
regulada por el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio.

e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser 
sometidos a un período de información pública durante su tramitación.

Artículo 8. Información económica, presupuestaria y estadística.

1. Los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título deberán hacer 
pública, como mínimo, la información relativa a los actos de gestión administrativa 
con repercusión económica o presupuestaria que se indican a continuación:

a) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de licitación 
y de adjudicación, el procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a 
través de los que, en su caso, se ha publicitado, el número de licitadores participan-
tes en el procedimiento y la identidad del adjudicatario, así como las modificaciones 
del contrato. Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de desistimiento 
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y renuncia de los contratos. La publicación de la información relativa a los contratos 
menores podrá realizarse trimestralmente.

Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen pre-
supuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos 
previstos en la legislación de contratos del sector público.

b) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, 
su objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de 
las prestaciones y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas. Igualmente, 
se publicarán las encomiendas de gestión que se firmen, con indicación de su objeto, 
presupuesto, duración, obligaciones económicas y las subcontrataciones que se rea-
licen con mención de los adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación 
e importe de la misma.

c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, 
objetivo o finalidad y beneficiarios.

d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias 
e información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el 
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera 
de las Administraciones Públicas.

e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y 
de fiscalización por parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.

f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos res-
ponsables de las entidades incluidas en el ámbito de la aplicación de este título. Igual-
mente, se harán públicas las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del 
abandono del cargo.

g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afec-
ten a los empleados públicos así como las que autoricen el ejercicio de actividad pri-
vada al cese de los altos cargos de la Administración General del Estado o asimilados 
según la normativa autonómica o local.

h) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes loca-
les, en los términos previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local. Cuando el reglamento no fije los términos en que han de hacerse 
públicas estas declaraciones se aplicará lo dispuesto en la normativa de conflictos 
de intereses en el ámbito de la Administración General del Estado. En todo caso, se 
omitirán los datos relativos a la localización concreta de los bienes inmuebles y se 
garantizará la privacidad y seguridad de sus titulares.

i) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y 
calidad de los servicios públicos que sean de su competencia, en los términos que 
defina cada administración competente.

2. Los sujetos mencionados en el artículo 3 deberán publicar la información a la 
que se refieren las letras a) y b) del apartado primero de este artículo cuando se trate 
de contratos o convenios celebrados con una Administración Pública. Asimismo, ha-
brán de publicar la información prevista en la letra c) en relación a las subvenciones 
que reciban cuando el órgano concedente sea una Administración Pública.

3. Las Administraciones Públicas publicarán la relación de los bienes inmuebles 
que sean de su propiedad o sobre los que ostenten algún derecho real.
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Artículo 9. Control.

1. El cumplimiento por la Administración General del Estado de las obligaciones 
contenidas en este capítulo será objeto de control por parte del Consejo de Transpa-
rencia y Buen Gobierno.

2. En ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, de acuerdo con el procedimiento que se prevea regla-
mentariamente, podrá dictar resoluciones en las que se establezcan las medidas que 
sea necesario adoptar para el cese del incumplimiento y el inicio de las actuaciones 
disciplinarias que procedan.

3. El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa reguladas 
en este capítulo tendrá la consideración de infracción grave a los efectos de apli-
cación a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente 
normativa reguladora.

Artículo 10. Portal de la Transparencia.

1. La Administración General del Estado desarrollará un Portal de la Transpa-
rencia, dependiente del Ministerio de la Presidencia, que facilitará el acceso de los 
ciudadanos a toda la información a la que se refieren los artículos anteriores relativa 
a su ámbito de actuación.

2. El Portal de la Transparencia incluirá, en los términos que se establezcan regla-
mentariamente, la información de la Administración General del Estado, cuyo acceso 
se solicite con mayor frecuencia.

3. La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la Ad-
ministración Local podrán adoptar otras medidas complementarias y de colaboración 
para el cumplimiento de las obligaciones de transparencia recogidas en este capítulo.

Artículo 11. Principios técnicos.

El Portal de la Transparencia contendrá información publicada de acuerdo con las 
prescripciones técnicas que se establezcan reglamentariamente que deberán ade-
cuarse a los siguientes principios:

a) Accesibilidad: se proporcionará información estructurada sobre los documen-
tos y recursos de información con vistas a facilitar la identificación y búsqueda de la 
información.

b) Interoperabilidad: la información publicada será conforme al Esquema Nacional 
de Interoperabilidad, aprobado por el Real Decreto 4/2010, de 8 enero, así como a las 
normas técnicas de interoperabilidad.

c) Reutilización: se fomentará que la información sea publicada en formatos que 
permita su reutilización, de acuerdo con lo previsto en la Ley 37/2007, de 16 de no-
viembre, sobre reutilización de la información del sector público y en su normativa de 
desarrollo.
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CAPÍTULO III

Derecho de acceso a la información pública

Sección 1.ª Régimen general

Artículo 12. Derecho de acceso a la información pública.

Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los 
términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución Española, desarrollados 
por esta Ley.

Asimismo, y en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 
correspondiente normativa autonómica.

Artículo 13. Información pública.

Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que 
sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en 
el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 
ejercicio de sus funciones.

Artículo 14. Límites al derecho de acceso.

1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información su-
ponga un perjuicio para:

a) La seguridad nacional.
b) La defensa.
c) Las relaciones exteriores.
d) La seguridad pública.
e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos 

o disciplinarios.
f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva.
g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.
h) Los intereses económicos y comerciales.
i) La política económica y monetaria.
j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.
k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma 

de decisión.
l) La protección del medio ambiente.
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2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finali-
dad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a 
la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso.

3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 2.ª se dic-
ten en aplicación de este artículo serán objeto de publicidad previa disociación de los 
datos de carácter personal que contuvieran y sin perjuicio de lo dispuesto en el apar-
tado 3 del artículo 20, una vez hayan sido notificadas a los interesados.

Artículo 15. Protección de datos personales.

1. Si la información solicitada contuviera datos especialmente protegidos a los 
que se refiere el apartado 2 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, el acceso únicamente se po-
drá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito 
del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos 
los datos con anterioridad a que se solicitase el acceso.

Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere 
el apartado 3 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, o datos 
relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen 
la amonestación pública al infractor, el acceso sólo se podrá autorizar en caso de que 
se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquél estuviera amparado 
por una norma con rango de Ley.

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección 
de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés 
público en la divulgación que lo impida, se concederá el acceso a información que 
contenga datos meramente identificativos relacionados con la organización, funcio-
namiento o actividad pública del órgano.

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente prote-
gidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación 
suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la información y los 
derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en 
particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal.

Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente 
en consideración los siguientes criterios:

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos esta-
blecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español.

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho 
o el hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines 
históricos, científicos o estadísticos.

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los do-
cumentos únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de 
aquéllos.
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d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos 
contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se 
refieran a menores de edad.

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se 
efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida 
la identificación de las personas afectadas.

5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al trata-
miento posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de acceso.

Artículo 16. Acceso parcial.

En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el artí-
culo 14 no afecte a la totalidad de la información, se concederá el acceso parcial 
previa omisión de la información afectada por el límite salvo que de ello resulte una 
información distorsionada o que carezca de sentido. En este caso, deberá indicarse al 
solicitante que parte de la información ha sido omitida.

Sección 2.ª Ejercicio del derecho de acceso a la información pública

Artículo 17. Solicitud de acceso a la información.

1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará con la pre-
sentación de la correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al titular del órgano 
administrativo o entidad que posea la información. Cuando se trate de información 
en posesión de personas físicas o jurídicas que presten servicios públicos o ejerzan 
potestades administrativas, la solicitud se dirigirá a la Administración, organismo o 
entidad de las previstas en el artículo 2.1 a las que se encuentren vinculadas.

2. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constan-
cia de:

a) La identidad del solicitante.
b) La información que se solicita.
c) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comuni-

caciones.
d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solici-

tada.

3. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la informa-
ción. Sin embargo, podrá exponer los motivos por los que solicita la información y que 
podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la resolución. No obstante, la ausencia 
de motivación no será por si sola causa de rechazo de la solicitud.

4. Los solicitantes de información podrán dirigirse a las Administraciones Públicas 
en cualquiera de las lenguas cooficiales del Estado en el territorio en el que radique la 
Administración en cuestión.
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Artículo 18. Causas de inadmisión.

1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:

a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publica-
ción general.

b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la conte-
nida en notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos 
o entre órganos o entidades administrativas.

c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa 
de reelaboración.

d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desco-
nozca el competente.

e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justifi-
cado con la finalidad de transparencia de esta Ley.

2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la 
letra d) del apartado anterior, el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la 
resolución el órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la solicitud.

Artículo 19. Tramitación.

1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto al que 
se dirige, éste la remitirá al competente, si lo conociera, e informará de esta circuns-
tancia al solicitante.

2. Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información, se pedirá 
al solicitante que la concrete en un plazo de diez días, con indicación de que, en caso 
de no hacerlo, se le tendrá por desistido, así como de la suspensión del plazo para 
dictar resolución.

3. Si la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de terceros, 
debidamente identificados, se les concederá un plazo de quince días para que puedan 
realizar las alegaciones que estimen oportunas. El solicitante deberá ser informado de 
esta circunstancia, así como de la suspensión del plazo para dictar resolución hasta 
que se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presenta-
ción.

4. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto 
al que se dirige, haya sido elaborada o generada en su integridad o parte principal por 
otro, se le remitirá la solicitud a éste para que decida sobre el acceso.

Artículo 20. Resolución.

1. La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al 
solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de 
un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.
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Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la com-
plejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación 
al solicitante.

2. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan 
el acceso parcial o a través de una modalidad distinta a la solicitada y las que permi-
tan el acceso cuando haya habido oposición de un tercero. En este último supuesto, 
se indicará expresamente al interesado que el acceso sólo tendrá lugar cuando haya 
transcurrido el plazo del artículo 22.2.

3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la 
vulneración de alguno de los límites al acceso se indicará esta circunstancia al des-
estimarse la solicitud.

4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado 
resolución expresa se entenderá que la solicitud ha sido desestimada.

5. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública son re-
curribles directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa, sin perjuicio de 
la posibilidad de interposición de la reclamación potestativa prevista en el artículo 24.

6. El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la con-
sideración de infracción grave a los efectos de la aplicación a sus responsables del 
régimen disciplinario previsto en la correspondiente normativa reguladora.

Artículo 21. Unidades de información.

1. Las Administraciones Públicas incluidas en el ámbito de aplicación de este 
título establecerán sistemas para integrar la gestión de solicitudes de información de 
los ciudadanos en el funcionamiento de su organización interna.

2. En el ámbito de la Administración General del Estado, existirán unidades espe-
cializadas que tendrán las siguientes funciones:

a) Recabar y difundir la información a la que se refiere el capítulo II del título I de 
esta Ley.

b) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información.
c) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la información so-

licitada.
d) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes 

de acceso a la información.
e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información.
f) Asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede electrónica de la 

información cuyo acceso se solicita con más frecuencia.
g) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden identificados 

los distintos tipos de información que obre en poder del órgano.
h) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de 

las disposiciones de esta Ley.
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3. El resto de las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de este título 
identificarán claramente el órgano competente para conocer de las solicitudes de 
acceso.

Artículo 22. Formalización del acceso.

1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, 
salvo cuando no sea posible o el solicitante haya señalado expresamente otro medio. 
Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la notificación de la resolución 
deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.

2. Si ha existido oposición de tercero, el acceso sólo tendrá lugar cuando, habién-
dose concedido dicho acceso, haya transcurrido el plazo para interponer recurso con-
tencioso administrativo sin que se haya formalizado o haya sido resuelto confirmando 
el derecho a recibir la información.

3. Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al 
solicitante cómo puede acceder a ella.

4. El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias 
o la trasposición de la información a un formato diferente al original podrá dar lugar a 
la exigencia de exacciones en los términos previstos en la Ley 8/1989, de 13 de abril, 
de Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, conforme a la normativa autonómica o 
local que resulte aplicable.

Sección 3.ª Régimen de impugnaciones

Artículo 23. Recursos.

1. La reclamación prevista en el artículo siguiente tendrá la consideración de 
sustitutiva de los recursos administrativos de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, contra las resoluciones dic-
tadas por los órganos previstos en el artículo 2.1.f) sólo cabrá la interposición de 
recurso contencioso-administrativo.

Artículo 24. Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso podrá in-
terponerse una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con 
carácter potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa.

2. La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día 
siguiente al de la notificación del acto impugnado o desde el día siguiente a aquel en 
que se produzcan los efectos del silencio administrativo.
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3. La tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recur-
sos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protec-
ción de derechos o intereses de terceros se otorgará, previamente a la resolución de 
la reclamación, trámite de audiencia a las personas que pudieran resultar afectadas 
para que aleguen lo que a su derecho convenga.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de tres meses, 
transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada.

5. Las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se publicarán, 
previa disociación de los datos de carácter personal que contuvieran, por medios 
electrónicos y en los términos en que se establezca reglamentariamente, una vez se 
hayan notificado a los interesados.

El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno comunicará al De-
fensor del Pueblo las resoluciones que dicte en aplicación de este artículo.

6. La competencia para conocer de dichas reclamaciones corresponderá al Con-
sejo de Transparencia y Buen Gobierno, salvo en aquellos supuestos en que las 
Comunidades Autónomas atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de 
acuerdo con lo establecido en la disposición adicional cuarta de esta Ley.
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TÍTULO II

BUEN GOBIERNO

Artículo 25. Ámbito de aplicación.

1. En el ámbito de la Administración General del Estado las disposiciones de este 
título se aplicarán a los miembros del Gobierno, a los Secretarios de Estado y al resto 
de los altos cargos de la Administración General del Estado y de las entidades del 
sector público estatal, de Derecho público o privado, vinculadas o dependientes de 
aquella.

A estos efectos, se considerarán altos cargos los que tengan tal consideración en 
aplicación de la normativa en materia de conflictos de intereses.

2. Este título será de aplicación a los altos cargos o asimilados que, de acuerdo 
con la normativa autonómica o local que sea de aplicación, tengan tal consideración, 
incluidos los miembros de las Juntas de Gobierno de las Entidades Locales.

3. La aplicación a los sujetos mencionados en los apartados anteriores de las 
disposiciones contenidas en este título no afectará, en ningún caso, a la condición de 
cargo electo que pudieran ostentar.

Artículo 26. Principios de buen gobierno.

1. Las personas comprendidas en el ámbito de aplicación de este título observa-
rán en el ejercicio de sus funciones lo dispuesto en la Constitución Española y en el 
resto del ordenamiento jurídico y promoverán el respeto a los derechos fundamenta-
les y a las libertades públicas.

2. Asimismo, adecuarán su actividad a los siguientes:

a) Principios generales:
1.º  Actuarán con transparencia en la gestión de los asuntos públicos, de acuerdo 

con los principios de eficacia, economía y eficiencia y con el objetivo de satis-
facer el interés general.

2.º  Ejercerán sus funciones con dedicación al servicio público, absteniéndose de 
cualquier conducta que sea contraria a estos principios.

3.º  Respetarán el principio de imparcialidad, de modo que mantengan un criterio 
independiente y ajeno a todo interés particular.

4.º  Asegurarán un trato igual y sin discriminaciones de ningún tipo en el ejercicio 
de sus funciones.
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5.º  Actuarán con la diligencia debida en el cumplimiento de sus obligaciones y 
fomentarán la calidad en la prestación de servicios públicos.

6.º  Mantendrán una conducta digna y tratarán a los ciudadanos con esmerada 
corrección.

7.º  Asumirán la responsabilidad de las decisiones y actuaciones propias y de 
los organismos que dirigen, sin perjuicio de otras que fueran exigibles legal-
mente.

b) Principios de actuación:
1.º  Desempeñarán su actividad con plena dedicación y con pleno respeto a la 

normativa reguladora de las incompatibilidades y los conflictos de intereses.
2.º  Guardarán la debida reserva respecto a los hechos o informaciones conocidos 

con motivo u ocasión del ejercicio de sus competencias.
3.º  Pondrán en conocimiento de los órganos competentes cualquier actuación 

irregular de la cual tengan conocimiento.
4.º  Ejercerán los poderes que les atribuye la normativa vigente con la finalidad ex-

clusiva para la que fueron otorgados y evitarán toda acción que pueda poner 
en riesgo el interés público o el patrimonio de las Administraciones.

5.º  No se implicarán en situaciones, actividades o intereses incompatibles con 
sus funciones y se abstendrán de intervenir en los asuntos en que concurra 
alguna causa que pueda afectar a su objetividad.

6.º  No aceptarán para sí regalos que superen los usos habituales, sociales o de 
cortesía, ni favores o servicios en condiciones ventajosas que puedan condi-
cionar el desarrollo de sus funciones. En el caso de obsequios de una mayor 
relevancia institucional se procederá a su incorporación al patrimonio de la 
Administración Pública correspondiente.

7.º Desempeñarán sus funciones con transparencia.
8.º  Gestionarán, protegerán y conservarán adecuadamente los recursos públicos, 

que no podrán ser utilizados para actividades que no sean las permitidas por 
la normativa que sea de aplicación.

9.º  No se valdrán de su posición en la Administración para obtener ventajas per-
sonales o materiales.

3. Los principios establecidos en este artículo informarán la interpretación y apli-
cación del régimen sancionador regulado en este título.

Artículo 27. Infracciones y sanciones en materia de conflicto de intereses.

El incumplimiento de las normas de incompatibilidades o de las que regulan 
las declaraciones que han de realizar las personas comprendidas en el ámbito de 
este título será sancionado de conformidad con lo dispuesto en la normativa en 
materia de conflictos de intereses de la Administración General del Estado y para 
el resto de Administraciones de acuerdo con su propia normativa que resulte de 
aplicación.
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Artículo 28. Infracciones en materia de gestión económico-presupuestaria.

Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas cuando sean cul-
pables:

a) La incursión en alcance en la administración de los fondos públicos cuando la 
conducta no sea subsumible en ninguno de los tipos que se contemplan en las letras 
siguientes.

b) La administración de los recursos y demás derechos de la Hacienda Pública 
sin sujeción a las disposiciones que regulan su liquidación, recaudación o ingreso en 
el Tesoro.

c) Los compromisos de gastos, reconocimiento de obligaciones y ordenación 
de pagos sin crédito suficiente para realizarlos o con infracción de lo dispuesto en la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o en la de Presupuestos 
u otra normativa presupuestaria que sea aplicable.

d) La omisión del trámite de intervención previa de los gastos, obligaciones o 
pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución de discre-
pancias frente a los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa 
presupuestaria.

e) La ausencia de justificación de la inversión de los fondos a los que se refieren 
los artículos 78 y 79 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuesta-
ria, o, en su caso, la normativa presupuestaria equivalente de las administraciones 
distintas de la General del Estado.

f) El incumplimiento de la obligación de destinar íntegramente los ingresos obte-
nidos por encima de los previstos en el presupuesto a la reducción del nivel de deuda 
pública de conformidad con lo previsto en el artículo 12.5 de la Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y el incum-
plimiento de la obligación del destino del superávit presupuestario a la reducción del 
nivel de endeudamiento neto en los términos previstos en el artículo 32 y la disposi-
ción adicional sexta de la citada Ley.

g) La realización de operaciones de crédito y emisiones de deudas que no cuenten 
con la preceptiva autorización o, habiéndola obtenido, no se cumpla con lo en ella 
previsto o se superen los límites previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades 
Autónomas, y en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

h) La no adopción en plazo de las medidas necesarias para evitar el riesgo de in-
cumplimiento, cuando se haya formulado la advertencia prevista en el artículo 19 de 
la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

i) La suscripción de un Convenio de colaboración o concesión de una subvención 
a una Administración Pública que no cuente con el informe favorable del Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas previsto en el artículo 20.3 de la Ley Orgá-
nica 2/2012, de 27 de abril.

j) La no presentación o la falta de puesta en marcha en plazo del plan económico-
financiero o del plan de reequilibrio de conformidad con el artículo 23 de la Ley Orgá-
nica 2/2012, de 27 de abril.
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k) El incumplimiento de las obligaciones de publicación o de suministro de infor-
mación previstas en la normativa presupuestaria y económico-financiera, siempre que 
en este último caso se hubiera formulado requerimiento.

l) La falta de justificación de la desviación, o cuando así se le haya requerido la falta 
de inclusión de nuevas medidas en el plan económico-financiero o en el plan de reequi-
librio de acuerdo con el artículo 24.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

m) La no adopción de las medidas previstas en los planes económico-financieros 
y de reequilibrio, según corresponda, previstos en los artículos 21 y 22 de la Ley Or-
gánica 2/2012, de 27 de abril.

n) La no adopción en el plazo previsto del acuerdo de no disponibilidad al que se 
refieren los artículos 20.5.a) y 25 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, así como 
la no constitución del depósito previsto en el citado artículo 25 de la misma Ley, 
cuando así se haya solicitado.

ñ) La no adopción de un acuerdo de no disponibilidad, la no constitución del de-
pósito que se hubiere solicitado o la falta de ejecución de las medidas propuestas por 
la Comisión de Expertos cuando se hubiere formulado el requerimiento del Gobierno 
previsto en el artículo 26.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

o) El incumplimiento de las instrucciones dadas por el Gobierno para ejecutar las 
medidas previstas en el artículo 26.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

p) El incumplimiento de la obligación de rendir cuentas regulada en el artículo 137 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria u otra normativa 
presupuestaria que sea aplicable.

Artículo 29. Infracciones disciplinarias.

1. Son infracciones muy graves:

a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Es-
tatutos de Autonomía de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, 
en el ejercicio de sus funciones.

b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, 
religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, lengua, opinión, 
lugar de nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social, así como el acoso por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual y el acoso moral, sexual y por 
razón de sexo.

c) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave 
a la Administración o a los ciudadanos.

d) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que 
tengan o hayan tenido acceso por razón de su cargo o función.

e) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por Ley o 
clasificados como tales, que sea causa de su publicación o que provoque su difusión 
o conocimiento indebido.

f) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de 
trabajo o funciones encomendadas.

g) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir 
en procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito.
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h) La prevalencia de la condición de alto cargo para obtener un beneficio indebido 
para sí o para otro.

i) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
j) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de 

huelga.
k) El acoso laboral.
l) La comisión de una infracción grave cuando el autor hubiera sido sancionado 

por dos infracciones graves a lo largo del año anterior contra las que no quepa recurso 
en la vía administrativa.

2. Son infracciones graves:

a) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo.
b) La intervención en un procedimiento administrativo cuando se dé alguna de las 

causas de abstención legalmente señaladas.
c) La emisión de informes y la adopción de acuerdos manifiestamente ilegales 

cuando causen perjuicio a la Administración o a los ciudadanos y no constituyan 
infracción muy grave.

d) No guardar el debido sigilo respecto a los asuntos que se conozcan por razón del 
cargo, cuando causen perjuicio a la Administración o se utilice en provecho propio.

e) El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en ma-
teria de incompatibilidades, cuando no suponga el mantenimiento de una situación 
de incompatibilidad.

f) La comisión de una infracción leve cuando el autor hubiera sido sancionado por 
dos infracciones leves a lo largo del año anterior contra las que no quepa recurso en 
la vía administrativa.

3. Son infracciones leves:

a) La incorrección con los superiores, compañeros o subordinados.
b) El descuido o negligencia en el ejercicio de sus funciones y el incumplimiento 

de los principios de actuación del artículo 26.2.b) cuando ello no constituya infrac-
ción grave o muy grave o la conducta no se encuentre tipificada en otra norma.

Artículo 30. Sanciones.

1. Las infracciones leves serán sancionadas con una amonestación.

2. Por la comisión de una infracción grave se impondrán al infractor algunas de 
las siguientes sanciones:

a) La declaración del incumplimiento y su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial que corresponda.

b) La no percepción, en el caso de que la llevara aparejada, de la correspondiente 
indemnización para el caso de cese en el cargo.

3. En el caso de las infracciones muy graves, se impondrán en todo caso las san-
ciones previstas en el apartado anterior.
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4. Los sancionados por la comisión de una infracción muy grave serán desti-
tuidos del cargo que ocupen salvo que ya hubiesen cesado y no podrán ser nom-
brados para ocupar ningún puesto de alto cargo o asimilado durante un periodo 
de entre cinco y diez años con arreglo a los criterios previstos en el apartado 
siguiente.

5. La comisión de infracciones muy graves, graves o leves se sancionará de 
acuerdo con los criterios recogidos en el artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y los siguientes:

a) La naturaleza y entidad de la infracción.
b) La gravedad del peligro ocasionado o del perjuicio causado.
c) Las ganancias obtenidas, en su caso, como consecuencia de los actos u omi-

siones constitutivos de la infracción.
d) Las consecuencias desfavorables de los hechos para la Hacienda Pública res-

pectiva.
e) La circunstancia de haber procedido a la subsanación de la infracción por pro-

pia iniciativa.
f) La reparación de los daños o perjuicios causados.
En la graduación de las sanciones se valorará la existencia de perjuicios para el 

interés público, la repercusión de la conducta en los ciudadanos, y, en su caso, la 
percepción indebida de cantidades por el desempeño de actividades públicas incom-
patibles.

6. Cuando las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la Administración 
pondrá los hechos en conocimiento del Fiscal General del Estado y se abstendrá de 
seguir el procedimiento mientras la autoridad judicial no dicte una resolución que 
ponga fin al proceso penal.

7. Cuando los hechos estén tipificados como infracción en una norma admi-
nistrativa especial, se dará cuenta de los mismos a la Administración competente 
para la instrucción del correspondiente procedimiento sancionador, suspendién-
dose las actuaciones hasta la terminación de aquel. No se considerará normativa 
especial la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, respecto 
de las infracciones previstas en el artículo 28, pudiéndose tramitar el procedi-
miento de responsabilidad patrimonial simultáneamente al procedimiento sancio-
nador.

8. En todo caso la comisión de las infracciones previstas en el artículo 28 conlle-
vará las siguientes consecuencias:

a) La obligación de restituir, en su caso, las cantidades percibidas o satisfechas 
indebidamente.

b) La obligación de indemnizar a la Hacienda Pública en los términos del artí-
culo 176 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
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Artículo 31. Órgano competente y procedimiento.

1. El procedimiento sancionador se iniciará de oficio, por acuerdo del órgano com-
petente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición 
razonada de otros órganos o denuncia de los ciudadanos.

La responsabilidad será exigida en procedimiento administrativo instruido al 
efecto, sin perjuicio de dar conocimiento de los hechos al Tribunal de Cuentas por si 
procediese, en su caso, la incoación del oportuno procedimiento de responsabilidad 
contable.

2. El órgano competente para ordenar la incoación será:

a) Cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del Gobierno o de Se-
cretario de Estado, el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

b) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Administra-
ción General del Estado distintas de los anteriores, el Ministro de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas.

c) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Adminis-
tración autonómica o local, la orden de incoación del procedimiento se dará por los 
órganos que tengan atribuidas estas funciones en aplicación del régimen disciplinario 
propio de las Comunidades Autónomas o Entidades Locales en las que presten servi-
cios los cargos contra los que se dirige el procedimiento.

3. En los supuestos previstos en las letras a) y b) del apartado anterior, la instruc-
ción de los correspondientes procedimientos corresponderá a la Oficina de Conflictos 
de Intereses. En el supuesto contemplado en el apartado c) la instrucción correspon-
derá al órgano competente en aplicación del régimen disciplinario propio de la Comu-
nidad Autónoma o Entidad Local correspondiente.

4. La competencia para la imposición de sanciones corresponderá:

a) Al Consejo de Ministros cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del 
Gobierno o Secretario de Estado.

b) Al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas cuando el responsable 
sea un alto cargo de la Administración General del Estado.

c) Cuando el procedimiento se dirija contra altos cargos de las Comunidades 
Autónomas o Entidades Locales, los órganos que tengan atribuidas estas funciones 
en aplicación del régimen disciplinario propio de Administraciones en las que presten 
servicios los cargos contra los que se dirige el procedimiento o, en su caso, el Con-
sejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma o el Pleno de la Junta de Gobierno de 
la Entidad Local de que se trate.

5. Las resoluciones que se dicten en aplicación del procedimiento sancionador 
regulado en este título serán recurribles ante el orden jurisdiccional contencioso-ad-
ministrativo.
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Artículo 32. Prescripción.

1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en este título será de 
cinco años para las infracciones muy graves, tres años para las graves y un año para 
las leves.

2. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribi-
rán a los cinco años, las impuestas por infracciones graves a los tres años y las que 
sean consecuencia de la comisión de infracciones leves prescribirán en el plazo de 
un año.

3. Para el cómputo de los plazos de prescripción regulados en los dos apartados 
anteriores, así como para las causas de su interrupción, se estará a lo dispuesto en 
el artículo 132 de la Ley 30/1992, de 30 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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TÍTULO III

CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO

Artículo 33. Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

1. Se crea el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno como organismo público 
de los previstos en la disposición adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, 
de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. Estará 
adscrito al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

2. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno tiene personalidad jurídica propia 
y plena capacidad de obrar. Actúa con autonomía y plena independencia en el cum-
plimiento de sus fines.

Artículo 34. Fines.

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno tiene por finalidad promover la 
transparencia de la actividad pública, velar por el cumplimiento de las obligaciones de 
publicidad, salvaguardar el ejercicio de derecho de acceso a la información pública y 
garantizar la observancia de las disposiciones de buen gobierno.

Artículo 35. Composición.

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno estará compuesto por los siguien-
tes órganos:

a) La Comisión de Transparencia y Buen Gobierno.
b) El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que lo será tam-

bién de su Comisión.

Artículo 36. Comisión de Transparencia y Buen Gobierno.

1. La Comisión de Transparencia y Buen Gobierno ejercerá todas las competen-
cias que le asigna esta Ley, así como aquellas que les sean atribuidas en su normativa 
de desarrollo.

2. Dicha Comisión estará compuesta por:

a) El Presidente.
b) Un Diputado.
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c) Un Senador.
d) Un representante del Tribunal de Cuentas.
e) Un representante del Defensor del Pueblo.
f) Un representante de la Agencia Española de Protección de Datos.
g) Un representante de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas.
h) Un representante de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal.

3. La condición de miembro de la Comisión del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno no exigirá dedicación exclusiva ni dará derecho a remuneración con excep-
ción de lo previsto en el artículo siguiente.

4. Al menos una vez al año, la Comisión de Transparencia y Buen Gobierno convo-
cará a los representantes de los organismos que, con funciones similares a las desarro-
lladas por ella, hayan sido creados por las Comunidades Autónomas en ejercicio de sus 
competencias. A esta reunión podrá ser convocado un representante de la Administra-
ción Local propuesto por la Federación Española de Municipios y Provincias.

Artículo 37. Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

1. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno será nombrado 
por un período no renovable de cinco años mediante Real Decreto, a propuesta del 
titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, entre personas de 
reconocido prestigio y competencia profesional previa comparecencia de la persona 
propuesta para el cargo ante la Comisión correspondiente del Congreso de los Dipu-
tados. El Congreso, a través de la Comisión competente y por acuerdo adoptado por 
mayoría absoluta, deberá refrendar el nombramiento del candidato propuesto en el 
plazo de un mes natural desde la recepción de la correspondiente comunicación.

2. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno cesará en su 
cargo por la expiración de su mandato, a petición propia o por separación acordada 
por el Gobierno, previa instrucción del correspondiente procedimiento por el titular del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, por incumplimiento grave de sus 
obligaciones, incapacidad permanente para el ejercicio de su función, incompatibili-
dad sobrevenida o condena por delito doloso.

3. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno percibirá las retri-
buciones fijadas de acuerdo con el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que 
se regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector 
público empresarial y otras entidades.

Artículo 38. Funciones.

1. Para la consecución de sus objetivos, el Consejo de Transparencia y Buen Go-
bierno tiene encomendadas las siguientes funciones:

a) Adoptar recomendaciones para el mejor cumplimiento de las obligaciones con-
tenidas en esta Ley.



Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno 

- 4� -

b) Asesorar en materia de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno.

c) Informar preceptivamente los proyectos normativos de carácter estatal que 
desarrollen esta Ley o que estén relacionados con su objeto.

d) Evaluar el grado de aplicación de esta Ley. Para ello, elaborará anualmente una 
memoria en la que se incluirá información sobre el cumplimiento de las obligaciones 
previstas y que será presentada ante las Cortes Generales.

e) Promover la elaboración de borradores de recomendaciones y de directrices y 
normas de desarrollo de buenas prácticas en materia de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno.

f) Promover actividades de formación y sensibilización para un mejor conoci-
miento de las materias reguladas por esta Ley.

g) Colaborar, en las materias que le son propias, con órganos de naturaleza aná-
loga.

h) Aquellas otras que le sean atribuidas por norma de rango legal o reglamentario.

2. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ejercerá las si-
guientes funciones:

a) Adoptar criterios de interpretación uniforme de las obligaciones contenidas en 
esta Ley.

b) Velar por el cumplimiento de las obligaciones de publicidad contenidas en el 
capítulo II del título I de acuerdo con lo previsto en el artículo 9 de esta Ley.

c) Conocer de las reclamaciones que se presenten en aplicación del artículo 24 
de esta Ley.

d) Responder las consultas que, con carácter facultativo, le planteen los órganos 
encargados de tramitar y resolver las solicitudes de acceso a la información.

e) Instar el inicio del procedimiento sancionador previsto en el título II de esta 
Ley. El órgano competente deberá motivar, en su caso, su decisión de no incoar el 
procedimiento.

f) Aprobar el anteproyecto de presupuesto.
g) Aquellas otras que le sean atribuidas por norma de rango legal o reglamentario.

Artículo 39. Régimen jurídico.

1. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se regirá, además de por lo dis-
puesto en esta Ley, por:

a) Las disposiciones de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupues-
taria, que le sean de aplicación. Anualmente elaborará un anteproyecto de presu-
puesto con la estructura que establezca el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas para su elevación al Gobierno y su posterior integración en los Presupuestos 
Generales del Estado.

b) El Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.
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c) La Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 
Públicas, y, en lo no previsto en ella, por el Derecho privado en sus adquisiciones 
patrimoniales.

d) La Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, y las 
demás normas aplicables al personal funcionario de la Administración General del 
Estado, en materia de medios personales.

e) La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y por la normativa que le 
sea de aplicación, en lo no dispuesto por esta Ley, cuando desarrolle sus funciones 
públicas.

2. El Consejo de Ministros aprobará mediante Real Decreto el Estatuto del Con-
sejo de Transparencia y Buen Gobierno, en el que se establecerá su organización, 
estructura, funcionamiento, así como todos los aspectos que sean necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.

3. Con carácter general, los puestos de trabajo del Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno serán desempeñados por funcionarios públicos de acuerdo con lo es-
tablecido en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, 
y las normas de función pública aplicables al personal funcionario de la Administra-
ción General del Estado. El personal laboral podrá desempeñar puestos de trabajo que 
se ajusten a la normativa de función pública de la Administración General del Estado. 
Asimismo, el personal que pase a prestar servicios en el Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno mediante los procedimientos de provisión previstos en la Administra-
ción General del Estado mantendrá la condición de personal funcionario o laboral, de 
acuerdo con la legislación aplicable.

4. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno contará para el cumplimiento de 
sus fines con los siguientes bienes y medios económicos:

a) Las asignaciones que se establezcan anualmente con cargos a los Presupues-
tos Generales del Estado.

b) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio, así como los productos y 
rentas del mismo.

c) Cualesquiera otros que legalmente puedan serle atribuidos.

Artículo 40. Relaciones con las Cortes Generales.

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno elevará anualmente a las Cortes 
Generales una memoria sobre el desarrollo de sus actividades y sobre el grado de 
cumplimiento de las disposiciones establecidas en esta Ley. El Presidente del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno comparecerá ante la Comisión correspondiente 
para dar cuenta de tal memoria, así como cuantas veces sea requerido para ello.
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Disposición adicional primera. Regulaciones especiales del derecho de acceso 
a la información pública.

1. La normativa reguladora del correspondiente procedimiento administrativo será 
la aplicable al acceso por parte de quienes tengan la condición de interesados en un 
procedimiento administrativo en curso a los documentos que se integren en el mismo.

2. Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, 
aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la 
información.

3. En este sentido, esta Ley será de aplicación, en lo no previsto en sus respec-
tivas normas reguladoras, al acceso a la información ambiental y a la destinada a la 
reutilización.

Disposición adicional segunda. Revisión y simplificación normativa.

1. La Administración General del Estado acometerá una revisión, simplificación 
y, en su caso, una consolidación normativa de su ordenamiento jurídico. Para ello, 
habrá de efectuar los correspondientes estudios, derogar las normas que hayan que-
dado obsoletas y determinar, en su caso, la necesidad de introducir modificaciones, 
novedades o proponer la elaboración de un texto refundido, de conformidad con las 
previsiones constitucionales y legales sobre competencia y procedimiento a seguir, 
según el rango de las normas que queden afectadas.

2. A tal fin, la Secretaría de Estado de Relaciones con las Cortes elaborará un 
Plan de Calidad y Simplificación Normativa y se encargará de coordinar el proceso 
de revisión y simplificación normativa respecto del resto de Departamentos ministe-
riales.

3. Las Secretarías Generales Técnicas de los diferentes Departamentos ministe-
riales llevarán a cabo el proceso de revisión y simplificación en sus ámbitos compe-
tenciales de actuación, pudiendo coordinar su actividad con los órganos competentes 
de las Comunidades Autónomas que, en ejercicio de las competencias que le son 
propias y en aplicación del principio de cooperación administrativa, lleven a cabo un 
proceso de revisión de sus respectivos ordenamientos jurídicos.

Disposición adicional tercera. Corporaciones de Derecho Público.

Para el cumplimiento de las obligaciones previstas en el título I de esta Ley, las 
corporaciones de Derecho Público podrán celebrar convenios de colaboración con la 
Administración Pública correspondiente o, en su caso, con el organismo que ejerza la 
representación en su ámbito concreto de actividad.
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Disposición adicional cuarta. Reclamación.

1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 corresponderá, en los 
supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Au-
tónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito 
territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, contra las resoluciones dictadas 
por las Asambleas Legislativas y las instituciones análogas al Consejo de Estado, 
Consejo Económico y Social, Tribunal de Cuentas y Defensor del Pueblo en el caso 
de esas mismas reclamaciones sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-
administrativo.

2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la resolución 
de la reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de Transparencia y Buen Go-
bierno. A tal efecto, deberán celebrar el correspondiente convenio con la Administra-
ción General del Estado, en el que se estipulen las condiciones en que la Comunidad 
sufragará los gastos derivados de esta asunción de competencias.

3. Las Ciudades con Estatuto de Autonomía podrán designar sus propios órganos in-
dependientes o bien atribuir la competencia al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
celebrando al efecto un Convenio en los términos previstos en el apartado anterior.

Disposición adicional quinta. Colaboración con la Agencia Española de Protec-
ción de Datos.

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la Agencia Española de Protección 
de Datos adoptarán conjuntamente los criterios de aplicación, en su ámbito de actua-
ción, de las reglas contenidas en el artículo 15 de esta Ley, en particular en lo que res-
pecta a la ponderación del interés público en el acceso a la información y la garantía de 
los derechos de los interesados cuyos datos se contuviesen en la misma, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Disposición adicional sexta. Información de la Casa de Su Majestad el Rey.

La Secretaría General de la Presidencia del Gobierno será el órgano competente 
para tramitar el procedimiento mediante en el que se solicite el acceso a la informa-
ción que obre en poder de la Casa de Su Majestad el Rey, así como para conocer de 
cualquier otra cuestión que pudiera surgir derivada de la aplicación por este órgano 
de las disposiciones de esta Ley.

Disposición adicional séptima.

El Gobierno aprobará un plan formativo en el ámbito de la transparencia dirigido a 
los funcionarios y personal de la Administración General del Estado, acompañado, a 
su vez, de una campaña informativa dirigida a los ciudadanos. El Gobierno incorporará 
al sector público estatal en el Plan Nacional de Responsabilidad Social Corporativa.
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Disposición adicional octava.

El Congreso de los Diputados, el Senado y las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas regularán en sus respectivos reglamentos la aplicación 
concreta de las disposiciones de esta Ley.
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DISPOSICIONES FINALES

Disposición final primera. Modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Se modifica la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en los siguientes términos:

Uno. El artículo 35.h) pasa a tener la siguiente redacción:
«h) Al acceso a la información pública, archivos y registros.»

Dos. El artículo 37 pasa a tener la siguiente redacción:
«Artículo 37. Derecho de acceso a la información pública.
Los ciudadanos tienen derecho a acceder a la información pública, archivos y 

registros en los términos y con las condiciones establecidas en la Constitución, en la 
Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y demás leyes 
que resulten de aplicación.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 5/2006, de 10 de abril, de 
regulación de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los 
altos cargos de la Administración General del Estado.

Se modifica la Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de 
intereses de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la Administración 
General del Estado en los siguientes términos:

El apartado 4 del artículo 14 queda redactado como sigue:
«4. El contenido de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los 

miembros del Gobierno y de los Secretarios de Estado y demás altos cargos previs-
tos en el artículo 3 de esta ley se publicarán en el “Boletín Oficial del Estado”, en los 
términos previstos reglamentariamente. En relación con los bienes patrimoniales, 
se publicará una declaración comprensiva de la situación patrimonial de estos altos 
cargos, omitiéndose aquellos datos referentes a su localización y salvaguardando la 
privacidad y seguridad de sus titulares.»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria.

Se modifica el apartado 4 del artículo 136 de la Ley 47/2003, de 26 de noviem-
bre, General Presupuestaria, que quedará redactado como sigue:

«Las entidades que deban aplicar principios contables públicos, así como las 
restantes que no tengan obligación de publicar sus cuentas en el Registro Mercantil, 
publicarán anualmente en el “Boletín Oficial del Estado”, el balance de situación y la 
cuenta del resultado económico-patrimonial, un resumen de los restantes estados 
que conforman las cuentas anuales y el informe de auditoría de cuentas. A estos 
efectos, la Intervención General de la Administración del Estado determinará el con-
tenido mínimo de la información a publicar.»
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Disposición final cuarta. Modificación de la disposición adicional décima de la 
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Adminis-
tración General del Estado.

Se modifica el apartado 1 de la disposición adicional décima de la Ley 6/1997, 
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del 
Estado, el cual quedará redactado en los siguientes términos:

«1. La Comisión Nacional del Mercado de Valores, el Consejo de Seguridad Nu-
clear, las Universidades no transferidas, la Agencia Española de Protección de Datos, 
el Consorcio de la Zona Especial Canaria, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Museo Nacional del 
Prado y el Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía se regirán por su legislación 
específica y supletoriamente por esta Ley.»

Disposición final quinta.

El Gobierno adoptará las medidas necesarias para optimizar el uso de los medios 
técnicos y humanos que se adscriban al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

Disposición final sexta. Modificación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de pre-
vención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Se modifica la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capi-
tales y de la financiación del terrorismo, en los siguientes términos:

Uno. Se añade un apartado 5 al artículo 2, con la redacción siguiente:
«5. Serán aplicables al administrador nacional del registro de derechos de emisión 

previsto en la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio 
de derechos de emisión de gases de efecto invernadero, con las excepciones que se 
determinen reglamentariamente, las obligaciones de información y de control interno 
contenidas en los capítulos III y IV de la presente Ley.»

Dos. Se añade un apartado 6 al artículo 7, con la redacción siguiente:
«6. Reglamentariamente podrá autorizarse la no aplicación de todas o algunas de 

las medidas de diligencia debida o de conservación de documentos en relación con 
aquellas operaciones ocasionales que no excedan de un umbral cuantitativo, bien 
singular, bien acumulado por periodos temporales.»

Tres. Se da nueva redacción al artículo 9, con el siguiente tenor literal:
«Artículo 9. Medidas simplificadas de diligencia debida.
Los sujetos obligados podrán aplicar, en los supuestos y con las condiciones 

que se determinen reglamentariamente, medidas simplificadas de diligencia debida 
respecto de aquellos clientes, productos u operaciones que comporten un riesgo 
reducido de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.»
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Cuatro. Se da nueva redacción al artículo 10, con el siguiente tenor literal:
«Artículo 10. Aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida.
La aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida será graduada en 

función del riesgo, con arreglo a los siguientes criterios:

a) Con carácter previo a la aplicación de medidas simplificadas de diligencia de-
bida respecto de un determinado cliente, producto u operación de los previstos regla-
mentariamente, los sujetos obligados comprobarán que comporta efectivamente un 
riesgo reducido de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

b) La aplicación de las medidas simplificadas de diligencia debida será en todo 
caso congruente con el riesgo. Los sujetos obligados no aplicarán o cesarán de aplicar 
medidas simplificadas de diligencia debida tan pronto como aprecien que un cliente, 
producto u operación no comporta riesgos reducidos de blanqueo de capitales o de 
financiación del terrorismo.

c) Los sujetos obligados mantendrán en todo caso un seguimiento continuo su-
ficiente para detectar operaciones susceptibles de examen especial de conformidad 
con lo prevenido en el artículo 17.»

Cinco. Se da nueva redacción al artículo 14, con el siguiente tenor literal:
«Artículo 14. Personas con responsabilidad pública.
1. Los sujetos obligados aplicarán las medidas reforzadas de diligencia debida 

previstas en este artículo en las relaciones de negocio u operaciones de personas con 
responsabilidad pública.

Se considerarán personas con responsabilidad pública las siguientes:

a) Aquellas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas impor-
tantes por elección, nombramiento o investidura en otros Estados miembros de la 
Unión Europea o terceros países, tales como los jefes de Estado, jefes de Gobierno, 
ministros u otros miembros de Gobierno, secretarios de Estado o subsecretarios; los 
parlamentarios; los magistrados de tribunales supremos, tribunales constitucionales 
u otras altas instancias judiciales cuyas decisiones no admitan normalmente recurso, 
salvo en circunstancias excepcionales, con inclusión de los miembros equivalentes 
del Ministerio Fiscal; los miembros de tribunales de cuentas o de consejos de bancos 
centrales; los embajadores y encargados de negocios; el alto personal militar de las 
Fuerzas Armadas; los miembros de los órganos de administración, de gestión o de 
supervisión de empresas de titularidad pública.

b) Aquellas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes 
en el Estado español, tales como los altos cargos de acuerdo con lo dispuesto en la 
normativa en materia de conflictos de intereses de la Administración General del Estado; 
los parlamentarios nacionales y del Parlamento Europeo; los magistrados del Tribunal 
Supremo y Tribunal Constitucional, con inclusión de los miembros equivalentes del 
Ministerio Fiscal; los consejeros del Tribunal de Cuentas y del Banco de España; los em-
bajadores y encargados de negocios; el alto personal militar de las Fuerzas Armadas; y 
los directores, directores adjuntos y miembros del consejo de administración, o función 
equivalente, de una organización internacional, con inclusión de la Unión Europea.

c) Asimismo, tendrán la consideración de personas con responsabilidad pública 
aquellas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes 
en el ámbito autonómico español, como los Presidentes y los Consejeros y demás 
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miembros de los Consejos de Gobierno, así como los altos cargos y los diputados 
autonómicos y, en el ámbito local español, los alcaldes, concejales y demás altos 
cargos de los municipios capitales de provincia o de capital de Comunidad Autónoma 
de las Entidades Locales de más de 50.000 habitantes, o cargos de alta dirección en 
organizaciones sindicales o empresariales o partidos políticos españoles.

Ninguna de estas categorías incluirá empleados públicos de niveles intermedios 
o inferiores.

2. En relación con los clientes o titulares reales que desempeñen o hayan desem-
peñado funciones públicas importantes por elección, nombramiento o investidura en 
otros Estados miembros de la Unión Europea o en un país tercero, los sujetos obliga-
dos, además de las medidas normales de diligencia debida, deberán en todo caso:

a) Aplicar procedimientos adecuados de gestión del riesgo a fin de determinar si 
el cliente o el titular real es una persona con responsabilidad pública. Dichos proce-
dimientos se incluirán en la política expresa de admisión de clientes a que se refiere 
el artículo 26.1.

b) Obtener la autorización del inmediato nivel directivo, como mínimo, para esta-
blecer o mantener relaciones de negocios.

c) Adoptar medidas adecuadas a fin de determinar el origen del patrimonio y de 
los fondos.

d) Realizar un seguimiento reforzado y permanente de la relación de negocios.

3. Los sujetos obligados, además de las medidas normales de diligencia debida, 
deberán aplicar medidas razonables para determinar si el cliente o el titular real des-
empeña o ha desempeñado alguna de las funciones previstas en los párrafos b) y c) 
del apartado primero de este artículo.

Se entenderá por medidas razonables la revisión, de acuerdo a los factores de riesgo 
presentes en cada caso, de la información obtenida en el proceso de diligencia debida.

En el caso de relaciones de negocio de riesgo más elevado, los sujetos obligados 
aplicarán las medidas previstas en los párrafos b), c) y d) del apartado precedente.

4. Los sujetos obligados aplicarán las medidas establecidas en los dos apartados 
anteriores a los familiares y allegados de las personas con responsabilidad pública.

A los efectos de este artículo tendrá la consideración de familiar el cónyuge o 
la persona ligada de forma estable por análoga relación de afectividad, así como los 
padres e hijos, y los cónyuges o personas ligadas a los hijos de forma estable por 
análoga relación de afectividad.

Se considerará allegado toda persona física de la que sea notorio que ostente 
la titularidad o el control de un instrumento o persona jurídicos conjuntamente con 
una persona con responsabilidad pública, o que mantenga otro tipo de relaciones 
empresariales estrechas con la misma, o que ostente la titularidad o el control de un 
instrumento o persona jurídicos que notoriamente se haya constituido en beneficio 
de la misma.

5. Los sujetos obligados aplicarán medidas razonables para determinar si el bene-
ficiario de una póliza de seguro de vida y, en su caso, el titular real del beneficiario, es 
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una persona con responsabilidad pública con carácter previo al pago de la prestación 
derivada del contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo o pignoración 
conferidos por la póliza.

En el caso de identificar riesgos más elevados, los sujetos obligados, además de 
las medidas normales de diligencia debida, deberán:

a) Informar al inmediato nivel directivo, como mínimo, antes de proceder al pago, 
rescate, anticipo o pignoración.

b) Realizar un escrutinio reforzado de la entera relación de negocios con el titular 
de la póliza.

c) Realizar el examen especial previsto en el artículo 17 a efectos de determinar si 
procede la comunicación por indicio de conformidad con el artículo 18.

6. Sin perjuicio del cumplimiento de lo establecido en los apartados anteriores, 
cuando, por concurrir las circunstancias previstas en el artículo 17, proceda el exa-
men especial, los sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas para apreciar 
la eventual participación en el hecho u operación de quien ostente o haya ostentado 
en España la condición de cargo público representativo o alto cargo de las Adminis-
traciones Públicas, o de sus familiares o allegados.

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando las personas contempla-
das en los apartados precedentes hayan dejado de desempeñar sus funciones, los 
sujetos obligados continuarán aplicando las medidas previstas en este artículo por un 
periodo de dos años.»

Seis. Se da nueva redacción al apartado 4 del artículo 26, con el siguiente tenor 
literal:

«4. Las medidas de control interno se establecerán a nivel de grupo, con las es-
pecificaciones que se determinen reglamentariamente. A efectos de la definición de 
grupo, se estará a lo dispuesto en el artículo 42 del Código de Comercio.»

Siete. Se da nueva redacción al artículo 42, con el siguiente tenor literal:
«Artículo 42. Sanciones y contramedidas financieras internacionales.
1. Las sanciones financieras establecidas por las Resoluciones del Consejo de 

Seguridad de Naciones Unidas relativas a la prevención y supresión del terrorismo 
y de la financiación del terrorismo, y a la prevención, supresión y disrupción de la 
proliferación de armas de destrucción masiva y de su financiación, serán de obligada 
aplicación para cualquier persona física o jurídica en los términos previstos por los 
reglamentos comunitarios o por acuerdo del Consejo de Ministros, adoptado a pro-
puesta del Ministro de Economía y Competitividad.

2. Sin perjuicio del efecto directo de los reglamentos comunitarios, el Consejo de 
Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, podrá acordar la 
aplicación de contramedidas financieras respecto de países terceros que supongan 
riesgos más elevados de blanqueo de capitales, financiación del terrorismo o financia-
ción de la proliferación de armas de destrucción masiva.

El acuerdo de Consejo de Ministros, que podrá adoptarse de forma autónoma 
o en aplicación de decisiones o recomendaciones de organizaciones, instituciones 
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o grupos internacionales, podrá imponer, entre otras, las siguientes contramedidas 
financieras:

a) Prohibir, limitar o condicionar los movimientos de capitales y sus correspon-
dientes operaciones de cobro o pago, así como las transferencias, de o hacia el país 
tercero o de nacionales o residentes del mismo.

b) Someter a autorización previa los movimientos de capitales y sus correspon-
dientes operaciones de cobro o pago, así como las transferencias, de o hacia el país 
tercero o de nacionales o residentes del mismo.

c) Acordar la congelación o bloqueo de los fondos y recursos económicos cuya 
propiedad, tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o 
residentes del país tercero.

d) Prohibir la puesta a disposición de fondos o recursos económicos cuya pro-
piedad, tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o 
residentes del país tercero.

e) Requerir la aplicación de medidas reforzadas de diligencia debida en las relacio-
nes de negocio u operaciones de nacionales o residentes del país tercero.

f) Establecer la comunicación sistemática de las operaciones de nacionales o re-
sidentes del país tercero o que supongan movimientos financieros de o hacia el país 
tercero.

g) Prohibir, limitar o condicionar el establecimiento o mantenimiento de filiales, 
sucursales u oficinas de representación de las entidades financieras del país ter-
cero.

h) Prohibir, limitar o condicionar a las entidades financieras el establecimiento o 
mantenimiento de filiales, sucursales u oficinas de representación en el país tercero.

i) Prohibir, limitar o condicionar las relaciones de negocio o las operaciones finan-
cieras con el país tercero o con nacionales o residentes del mismo.

j) Prohibir a los sujetos obligados la aceptación de las medidas de diligencia de-
bida practicadas por entidades situadas en el país tercero.

k) Requerir a las entidades financieras la revisión, modificación y, en su caso, 
terminación, de las relaciones de corresponsalía con entidades financieras del país 
tercero.

l) Someter las filiales o sucursales de entidades financieras del país tercero a su-
pervisión reforzada o a examen o auditoría externos.

m) Imponer a los grupos financieros requisitos reforzados de información o audi-
toría externa respecto de cualquier filial o sucursal localizada o que opere en el país 
tercero.

3. Competerá al Servicio Ejecutivo de la Comisión la supervisión e inspección del 
cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.»

Ocho. Se da nueva redacción al artículo 52.1.u), con el siguiente tenor literal:
«u) El incumplimiento de la obligación de aplicar sanciones o contramedidas finan-

cieras internacionales, en los términos del artículo 42.»
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Disposición final séptima. Desarrollo reglamentario.

El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, podrá dictar cuantas disposicio-
nes sean necesarias para la ejecución y desarrollo de lo establecido en esta Ley.

El Consejo de Ministros aprobará, en el plazo de tres meses desde la publicación 
de esta Ley en el «Boletín Oficial del Estado», un Real Decreto por el que se apruebe 
el Estatuto orgánico del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

Disposición final octava. Título competencial.

La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.1.ª, 
149.1.13.ª y 149.1.18.ª de la Constitución. Se exceptúa lo dispuesto en el segundo 
párrafo del apartado 2 del artículo 6, el artículo 9, los apartados 1 y 2 del artículo 10, 
el artículo 11, el apartado 2 del artículo 21, el apartado 1 del artículo 25, el título III y 
la disposición adicional segunda.

Disposición final novena. Entrada en vigor.

La entrada en vigor de esta ley se producirá de acuerdo con las siguientes reglas:

– Las disposiciones previstas en el título II entrarán en vigor al día siguiente de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

– El título preliminar, el título I y el título III entrarán en vigor al año de su publica-
ción en el «Boletín Oficial del Estado».

– Los órganos de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales dispondrán 
de un plazo máximo de dos años para adaptarse a las obligaciones contenidas en 
esta Ley.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta ley.

Madrid, 9 de diciembre de 2013.

JUAN CARLOS R.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO
Mariano Rajoy Brey
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ANÁLISIS

• Rango: Ley
• Fecha de disposición: 09/12/2013
• Fecha de publicación: 10/12/2013
•  Entrada en vigor de los títulos preliminar, I y III el 10 de diciembre de 2014, y el 

título II lo hará el 11 de diciembre de 2013.

Referencias posteriores

• SE DICTA DE CONFORMIDAD: 
-  sobre el ejercicio del alto cargo en la Administración General del Estado: Ley 3/2015, 
de 30 de marzo (Ref. BOE-A-2015-3444).

-  con el título III y se aprueba el estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Go-
bierno: Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre (Ref. BOE-A-2014-11410).

•  SE MODIFICA el art. 28.f) y n), por Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre (Ref. 
BOE-A-2013-13425).

Referencias anteriores

• MODIFICA: 
-  Arts. 2, 7, 9, 10, 14, 26.4, 42 y 52.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril (Ref. BOE-
A-2010-6737).

- Art. 14.4 de la Ley 5/2006, de 10 de abril (Ref. BOE-A-2006-6473).
-  Art. 136.4 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre (Ref. BOE-A-2003-21614).
-  Disposición adicional 10.1 de la Ley 6/1997, de 14 de abril (Ref. BOE-A-1997-
7878).

-  Arts. 35 h) y 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (Ref. BOE-A-1992-
26318).

• CITA Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre (Ref. BOE-A-1999-23750).

Materias
• Acceso a la información.
• Administración General del Estado.
• Administraciones Públicas.
• Altos cargos.
• Consejos consultivos.
• Delitos monetarios.
• Derecho a la información.
• Derechos de los ciudadanos.
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• Gestión presupuestaria.
• Información.
• Información administrativa.
• Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
• Organización de la Administración del Estado.
• Procedimiento administrativo.
• Sistema financiero.
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Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

SUSANA DÍAZ PACHECO

PRESIDENTA DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

A todos los que la presente vieren, sabed:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del 
Rey y por la autoridad que me confieren la Constitución y el Estatuto 
de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley 
de Transparencia Pública de Andalucía.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La transparencia es inherente a la democracia y constituye una pieza fundamental 
para el establecimiento de una sociedad democrática avanzada, que es uno de los 
objetivos proclamados en el preámbulo de nuestra carta magna.

Sin el conocimiento que proporciona el acceso de los ciudadanos a la información 
pública, difícilmente podría realizarse la formación de la opinión crítica y la partici-
pación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social, un 
objetivo irrenunciable que los poderes públicos están obligados a fomentar (artícu- 
los 9.2 de la Constitución y 10.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía).

También la evaluación de programas y políticas públicas se reconoce como un 
instrumento operativo para cumplir objetivos de transparencia. Así, la Junta de Anda-
lucía se marca como objetivo avanzar en el diseño de un sistema andaluz de evalua-
ción de políticas públicas, conforme al artículo 138 del Estatuto de Autonomía y en 
orden a la mayor transparencia en la gestión pública.

La presente ley tiene por objeto profundizar en la transparencia de la actuación 
de los poderes públicos, entendida como uno de los instrumentos que permiten que 
la democracia sea más real y efectiva. Esta no debe quedar reducida al mero ejercicio 
periódico del derecho de sufragio activo. Nuestro ordenamiento jurídico exige que se 
profundice en la articulación de los mecanismos que posibiliten el conocimiento por 
la ciudadanía de la actuación de los poderes públicos, de los motivos de dicha actua-
ción, del resultado del mismo y de la valoración que todo ello merezca.

II

Como indica el preámbulo del Convenio del Consejo de Europa sobre Acceso a los 
Documentos Públicos, en una sociedad democrática y pluralista, la transparencia es 
un requisito extremadamente importante. Por ello el ejercicio del derecho de acceso 
a los documentos públicos proporciona una fuente de información para el público; 
ayuda a este a formarse una opinión sobre el estado de la sociedad y sobre las auto-
ridades públicas, y fomenta la integridad, la eficacia, la eficiencia y la responsabilidad 
de las autoridades públicas, ayudando así a que se afirme su legitimidad.

La transparencia de la actuación de los poderes públicos se articula en la presente 
ley a través de dos grandes conceptos, como son la publicidad activa y el acceso a 
la información pública.
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Estos dos conceptos responden a dinámicas diferentes. La publicidad activa 
implica la difusión por propia iniciativa de la información que obra en poder de los 
poderes públicos. Se trata de posibilitar que la ciudadanía conozca la información que 
sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad, implicando una actitud 
proactiva de los mismos.

Esta publicidad activa de la información pública supone la puesta a disposición de 
la ciudadanía de información atinente no sólo a los aspectos institucionales y organi-
zativos, sino también a aspectos muy variados de la actuación pública, tales como la 
producción normativa, la planificación, la contratación y gestión de subvenciones o la 
información económica y presupuestaria, entre otros aspectos.

En el acceso a la información pública es la ciudadanía la que toma la iniciativa, 
recabando de los poderes públicos información que obra en su poder. Este acceso se 
configura como un verdadero derecho, que en su vertiente procedimental lleva a es-
tablecer la regla general del acceso a dicha información. Constituye pues la excepción 
la denegación o limitación del acceso. Para garantizar que esa limitación o denegación 
responda a verdaderas razones, así como para facilitar el control por el órgano al que 
se presenta la reclamación o por los tribunales de la decisión adoptada, se impone el 
deber de motivar dichas resoluciones.

III

Las nuevas tecnologías, por otro lado, coadyuvan a hacer posible la transparen-
cia. En efecto, Internet se revela como un instrumento fundamental para la difusión 
de la información, que está produciendo la aparición de una nueva cultura en la que 
cada vez más personas se interrelacionan.

La red progresivamente se está convirtiendo en un lugar de encuentro, de interre-
lación y, por qué no decirlo, de transmisión de ideas, opiniones e información a modo 
de una moderna ágora virtual que nos reconduce al origen de la democracia.

La presente ley trata de aprovechar toda la potencialidad que nos ofrecen las nuevas 
tecnologías para servir de instrumento para la difusión de la información pública y para 
permitir que esa información se difunda y pueda ser utilizada por la ciudadanía, que es, 
como se ha dicho en alguna ocasión, la legítima propietaria de la información pública.

IV

El derecho a la información cuenta con antecedentes en el Derecho comparado. 
Desde la Ley de Suecia de 1766, pasando por el artículo 14 de la Declaración de De-
rechos Humanos y Civiles de Francia de 1789, la Resolución de la Asamblea General 
de la ONU, núm. 59, de 1946; la Ley de Libertad de Información de 1966 de los 
Estados Unidos; la Recomendación del Consejo de Europa de 1981 sobre el Acceso 
a la Información en manos de las Autoridades Públicas, y, finalmente, el Convenio 
del Consejo de Europa sobre Acceso a los Documentos Públicos de 18 de junio de 
2009.
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En nuestro país, tanto la Constitución española como el Estatuto de Autonomía 
para Andalucía cuentan con diferentes preceptos que fundamentan la regulación de 
la transparencia.

En desarrollo de la Constitución española, se pretende ampliar y reforzar la trans-
parencia de la actividad pública, así como reconocer y garantizar el derecho de acceso 
a la información relativa a aquella actividad, con el fin de facilitar, en cumplimiento 
del artículo 9.2 de la Constitución española, la participación de todos los ciudadanos 
en la vida política; garantizar, de conformidad con el artículo 9.3 de la Constitución 
española, la publicidad de las normas, la seguridad jurídica y la interdicción de la arbi-
trariedad de los poderes públicos; y por último, garantizar, conforme al artículo 20.1.d) 
de la Constitución española, el derecho a recibir libremente información veraz de los 
poderes públicos y, conforme al artículo 105.b) de la Constitución española, el acceso 
de los ciudadanos a la información pública.

Igualmente, el fomento de la transparencia encuentra fundamento en diversos 
preceptos del Estatuto de Autonomía para Andalucía. Pretende fomentar, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 10.1, la calidad de la democracia facilitando 
la participación de todas las personas andaluzas en la vida política; conseguir, como 
objetivo básico, en defensa del interés general, la participación ciudadana en la ela-
boración, prestación y evaluación de las políticas públicas, así como la participación 
individual y asociada en el ámbito político, en aras de una democracia social avanzada 
y participativa, como dispone el artículo 10.3.19.º; promover, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 11, el desarrollo de una conciencia ciudadana y democrática 
plena; constituir, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 30.1.e), cauce de ejer-
cicio del derecho de participación política, y, en particular, del derecho a participar 
activamente en la vida pública andaluza estableciendo mecanismos necesarios de 
información, comunicación y recepción de propuestas.

Mención especial merece la relación de la transparencia con el derecho a una 
buena administración reconocido en el artículo 31, que comprende el derecho de 
todos ante las administraciones públicas, cuya actuación será proporcionada a sus 
fines, a participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de ellas 
una información veraz, y a que sus asuntos se traten de manera objetiva e imparcial 
y sean resueltos en un plazo razonable, así como a acceder a los archivos y registros 
de las instituciones, corporaciones, órganos y organismos públicos de Andalucía, 
cualquiera que sea su soporte, con las excepciones que la ley establezca; desarrollar, 
de conformidad con el artículo 34, el derecho a acceder y usar las nuevas tecno-
logías y a participar activamente en la sociedad del conocimiento, la información y 
la comunicación, mediante los medios y recursos que la ley establezca; desarrollar 
los instrumentos adecuados para concretar, de acuerdo con el artículo 133, y como 
principio de actuación de la Administración de la Junta de Andalucía, la obligación 
de servir con objetividad al interés general y actuar de acuerdo, entre otros, con los 
principios de racionalidad organizativa, simplificación de procedimientos, imparciali-
dad, transparencia, buena fe, protección de la confianza legítima, no discriminación 
y proximidad a los ciudadanos, con sujeción a la Constitución, al Estatuto y al resto 
del ordenamiento jurídico, y por último, desarrollar, en cumplimiento de lo dispuesto 
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en el artículo 134, y como manifestación de la participación ciudadana, el derecho 
de acceso de los ciudadanos a la Administración de la Junta de Andalucía, que 
comprenderá en todo caso sus archivos y registros, sin menoscabo de las garantías 
constitucionales y estatutarias, poniendo a disposición de los mismos los medios 
tecnológicos necesarios para ello.

La legislación autonómica andaluza cuenta con antecedentes que regulan diver-
sos aspectos de la transparencia. Especial mención merece la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, que en su artículo 3 confi-
gura la transparencia como un principio general de organización y funcionamiento, 
y en el capítulo I del título IV regula los derechos de la ciudadanía ante la actuación 
administrativa.

Asimismo, la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, 
configura la transparencia, en su artículo 27, como un principio informador de los 
servicios locales de interés general, al tiempo que, en su artículo 54, ya contiene 
obligaciones específicas de publicidad activa.

En materia de información ambiental, los avances obtenidos en materia de trans-
parencia son muchos y palpables, derivados de las obligaciones de los convenios in-
ternacionales (Convenio de Aarhus), de directivas comunitarias (Directiva 2003/4/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, sobre el acceso del 
público a la información ambiental) y de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se 
regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso 
a la justicia en materia de medio ambiente, que regulan específicamente esta materia. 
En Andalucía se ha plasmado con un desarrollo normativo propio: es el caso de la Ley 
7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental de Andalucía, y el 
Decreto 347/2011, de 22 de noviembre, por el que se regula la estructura y funciona-
miento de la Red de Información Ambiental de Andalucía y el acceso a la información 
ambiental (Rediam).

Las Cortes Generales han aprobado la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de trans-
parencia, acceso a la información pública y buen gobierno, norma de carácter básico. 
Al amparo de las competencias que el Estatuto de Autonomía atribuye a nuestra 
comunidad autónoma en la materia, la presente ley tiene por objeto el desarrollo de 
la normativa básica estatal, en los términos que sienta el artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución en relación con el artículo 47 del Estatuto de Autonomía, ahondando, 
en la medida de sus posibilidades, en la ampliación del ámbito de la actividad que se 
somete a la transparencia.

De esta manera, se da respuesta a la proposición no de ley relativa a las medidas 
legislativas sobre la transparencia y el acceso a la información pública, aprobada por 
el Pleno del Parlamento de Andalucía el 27 de febrero de 2013, y en la que se instaba 
al Consejo de Gobierno a que, a partir de los requerimientos establecidos en el Con-
venio del Consejo de Europa sobre acceso a los documentos públicos, la futura ley 
andaluza de transparencia sea el referente en materia de transparencia y acceso a la 
información pública.
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V

Esta ley se estructura en seis títulos, el primero de los cuales se dedica a las 
disposiciones generales. Entre ellas se comprende el objeto y definiciones, así como 
el ámbito subjetivo de la Ley, que pretende extenderse en Andalucía a todas las per-
sonas y entidades que pueden ser depositarias de la información pública. Para ello 
se atiende a lo que se establece como básico en la legislación nacional y se adapta y 
extiende en nuestro caso para todas las administraciones, incluidas las actuaciones 
administrativas del Parlamento andaluz y sin perjuicio del respeto a su autonomía 
propia. Del mismo modo, la Ley pretende ser de aplicación a las entidades privadas 
que se financian con fondos públicos y a aquellas otras que participan en la gestión 
de los servicios públicos sostenidos con fondos públicos, con la idea de que la ciuda-
danía mantenga su derecho a la transparencia cuando las actuaciones se financian 
con fondos públicos.

Asimismo, en este título se regulan aspectos nucleares que afectarán al desarrollo 
de la transparencia que realicen todas las personas y entidades afectadas, mediante 
el establecimiento de una serie de principios básicos (entre otros, de transparencia, 
de libre acceso, de responsabilidad, de no discriminación tecnológica, de veracidad, 
de utilidad y de facilidad) que constituyen una orientación pro transparencia que vin-
culará a todas las personas y entidades obligadas por la Ley; de derechos y también 
obligaciones que configuran la relación de la ciudadanía con las administraciones en 
esta materia, con una orientación clara que huye de los voluntarismos. De esta forma, 
en Andalucía se establece con claridad qué puede exigir la ciudadanía en materia de 
transparencia, qué obligaciones debe cumplir y cuáles van a ser los principios que 
regirán esta materia con independencia del asunto o materia concreta sobre la que se 
informe.

En el título segundo se agrupan los artículos referidos a la publicidad activa, 
conteniéndose junto a unas normas generales una profusa relación de contenidos 
concretos sobre los que la Ley hace ya un pronunciamiento para que estén dispo-
nibles, lo solicite la ciudadanía o no. Se trata sin duda de una extensa relación que 
abarca elementos sumamente variados que entiende la Ley que son de interés para 
la ciudadanía.

Cabe añadir que la relación, aunque es extensa, no es exhaustiva. Antes al con-
trario, se formula de manera que son elementos mínimos y generales. La idea de 
partida es la de la puesta a disposición de la información pública de forma progresiva 
de la manera más amplia y sistemática posible, y que esto se haga con la utilización 
de las tecnologías y plataformas que posibiliten un acceso universal y gratuito.

La Ley es consciente asimismo de la necesidad de asegurar que la información 
que se obtenga de las distintas personas y entidades sea mínimamente homogénea. 
De otro modo, pequeñas diferencias pueden dificultar enormemente la comparación 
que la ciudadanía pretenda hacer de la información que obtiene de las diferentes per-
sonas y entidades obligadas. Por ello la redacción de este título ha sido especialmente 
cuidadosa en el sentido de no introducir elementos de diferenciación en la redacción 
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con respecto a la normativa básica. Esto permitirá que no puedan usarse diferencias 
de redacción como justificación para apartarse de los estándares comunes en el su-
ministro de información que manejan todas las administraciones en asuntos similares. 
Además se introducen novedades importantes y, sobre todo, se establece una clara 
vocación de ampliación y actualización permanente de la información que se quiere 
hacer disponible por esta vía.

La regulación jurídica del principio de transparencia en la Administración supone 
la necesidad de completar dos facetas diferenciadas de la propia transparencia en la 
actividad de la Administración. Por un lado, todo aquello que supone la información 
proactiva, es decir, aquella que las propias instituciones públicas ofrecen para el co-
nocimiento de la ciudadanía de modo general, utilizando el mecanismo de las nuevas 
tecnologías de la información. La segunda faceta de la transparencia es la que se 
refiere a la entrega por parte de la entidad pública de la información, como contesta-
ción a una demanda concreta de alguna persona, sobre cualquier asunto relacionado 
con la Administración y acerca del cual tenga interés por conocer algún aspecto. A 
esta se refiere el contenido del título III, bajo la rúbrica de «El derecho de acceso a la 
información pública».

Quizás pueda ser esta la faceta de la transparencia que sirva para reconocer que 
con su aplicación efectiva es preciso asumir un cambio de mentalidad profundo que 
supone para todos aquellos que intervienen en el ámbito de la Administración Pública. 
La herencia decimonónica basada en la reserva ha justificado una mentalidad hasta 
ahora opaca y quizás oscurantista y acostumbrada a que su trabajo o resultados no 
sean accesibles al público y generalmente conocidos.

La Ley reconoce la aplicación subjetiva a toda persona, lo que lleva aparejado que 
no sólo tendrá legitimación cualquier tipo de persona jurídica para demandar la infor-
mación, sino también las personas físicas, cualquiera que sea su nacionalidad. Esto 
supone una importante ampliación en relación con la regulación de otros derechos.

A la obligación legal que se contrae con respecto a la entrega de la información 
por parte de la propia Administración, formulada de modo tan amplio, es evidente que 
le son de aplicación las limitaciones que se encuentran establecidas en la normativa 
básica. En la Ley se contempla como mera remisión en lo que supone de hecho la 
voluntad de no establecer otros más amplios e, incluso, matizar la invocación que 
pueda hacerse de algunos de esos límites para negar el acceso.

En ese ámbito de organización que ahora pasará a ser proclive a la transparencia 
en general, es importante que el procedimiento que se configura para demandar la 
información sea lo más simple y escueto, sin sujeción a formalidades. Por ello se 
opta por una remisión a la normativa básica que nuevamente encierra una voluntad 
de no establecer más requisitos o dificultades de las que sean imprescindibles. Las 
novedades que se incorporan en estos aspectos van dirigidas a facilitar el ejercicio del 
derecho de acceso. Para ello se establece el fomento de la tramitación electrónica, la 
limitación en el uso de las causas de inadmisión, el deber de auxilio y colaboración y 
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otras normas que se establecen desde la óptica de facilitar a la ciudadanía el ejercicio 
de su derecho.

El título IV se dedica al fomento de la transparencia. Para ello se parte de la obli-
gación de integrar la transparencia en la gestión. La transparencia debe ser transver-
sal e impregnar el actuar de las distintas entidades. De la misma forma se articulan 
medidas en relación con la conservación de la información y su soporte, que permi-
tirán facilitar la interoperabilidad entre administraciones. Y no pueden olvidarse, en 
una materia que afecta tanto a las personas profesionales como a la ciudadanía, dos 
elementos esenciales para transformar la cultura y la práctica de nuestras adminis-
traciones, que son la formación y la difusión. Es imprescindible dotar a las personas 
profesionales que van a atender estas demandas de la necesaria formación y facilitar 
a la ciudadanía el conocimiento de qué información resulta accesible y cuáles son los 
cauces disponibles para realizar ese acceso.

Los aspectos organizativos se recogen en el título V, estructurado en dos capítulos.

En el primero de estos capítulos se recogen elementos para la coordinación y 
planificación de la transparencia en el ámbito de la Junta de Andalucía. Los principios 
proclamados en el título primero y la voluntad de transparencia que impregna la Ley 
requieren de instrumentos que en la práctica permitan aplicar la transparencia de 
forma homogénea y efectiva en el ámbito de cada Administración. Sin perjuicio de 
las medidas que cada entidad adopte en su propio ámbito, la Administración de la 
Junta de Andalucía se coordinará a través de la Comisión General de Viceconsejeros 
y Viceconsejeras. En cada consejería se establecerá la unidad de transparencia para 
impulsarla en su ámbito y una comisión de transparencia que garantice la aplicación 
homogénea. De esta forma existirán planes operativos en cada consejería bajo la pla-
nificación directiva y seguimiento del órgano superior de coordinación.

El capítulo segundo crea el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de 
Andalucía como entidad dotada de autonomía e independencia para actuar como 
autoridad independiente de control tanto en el ámbito de la transparencia como en el 
de la protección de datos. Se ha configurado como órgano de los previstos en la dis-
posición adicional segunda de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración 
Pública, es decir, como una más de aquellas entidades con régimen de independencia 
funcional o de especial autonomía.

Este órgano estará dotado de independencia orgánica y funcional, y autonomía 
con respecto a la Administración de la Junta de Andalucía, con respecto al ejercicio 
de las potestades que se le adscriban, y con personalidad jurídica diferenciada y plena 
capacidad jurídica y de obrar, patrimonio y tesorería propios, así como autonomía de 
gestión. Su independencia, por tanto, con respecto a la Administración autonómica 
es máxima, y su prestigio futuro sólo podrá venir determinado por el rigor de sus ac-
tuaciones y resoluciones de control, una vez que empiece a realizar su actividad.

En primer lugar, cabe destacar la unificación bajo la misma entidad de la autoridad 
independiente en materia de transparencia con la correspondiente a protección de 
datos. El artículo 82 del Estatuto de Autonomía atribuye a la Comunidad Autónoma 
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la competencia ejecutiva en materia de protección de datos, lo cual requiere de una 
autoridad independiente en los términos que establece la legislación básica en la ma-
teria. La identidad de personas y la coincidencia en muchos aspectos de su trabajo, 
con el que debe asumir la autoridad independiente en materia de transparencia, así 
como la evidente interconexión entre ambas materias, hacen aconsejable la unifica-
ción bajo una misma autoridad de ambas funciones. Con ello se conseguirá no sólo 
una economía organizativa, ineludible por otra parte, sino también y sobre todo la 
coherencia en la aplicación de los criterios que deben regir el actuar de las personas y 
entidades obligadas por la Ley cuando facilitan información pública a la ciudadanía.

Para asegurar la independencia del órgano, se ha establecido un sistema especial 
de provisión en el que se asegura la independencia de su titular, al tiempo que se le 
dota de inamovilidad en el cargo, siguiendo el ejemplo de autoridades similares. Hay 
en ello un importante paso en el que se someten todas las personas y entidades obli-
gadas por la Ley a un control y supervisión de su actuación por una entidad solvente, 
independiente y no sujeta a la disponibilidad de ninguna autoridad que no sea la que 
deriva del principio de legalidad.

Asimismo se crea dentro de esta entidad independiente un órgano de participa-
ción, que se ha denominado Comisión Consultiva de la Transparencia y la Protección 
de Datos, en el que estarán representadas las personas y entidades afectadas por la 
Ley, expertos y otras entidades que puedan establecerse reglamentariamente. Es un 
modelo similar al de instituciones análogas que ha demostrado ya en otras adminis-
traciones su utilidad práctica.

El título VI regula el régimen sancionador. Se trata de dar respuesta a una cues-
tión ampliamente demandada por las organizaciones promotoras de la transparencia 
y por la ciudadanía. Con ello, Andalucía se sitúa en la vanguardia de la transparencia 
en nuestro país, arbitrando los mecanismos necesarios y adecuados para que la 
nueva cultura de la transparencia no quede en una mera declaración de intenciones. 
El decidido compromiso de nuestra comunidad autónoma con la transparencia, la 
democracia y la ciudadanía se traduce en el establecimiento de este régimen, que 
persigue no tanto actuar como mecanismo coercitivo o represor, como garantizar y 
hacer efectivo el derecho de la ciudadanía a la transparencia pública.

La parte final consta de siete disposiciones adicionales, dos disposiciones transi-
torias, una disposición derogatoria y cinco disposiciones finales.

La disposición adicional primera tiene por objeto establecer un proceso de revi-
sión y simplificación normativa, lo que ha de redundar en una mejora de la normativa 
que clarifique la misma de cara a la ciudadanía.

La disposición adicional segunda establece diversas medidas de mejora de la 
claridad de la regulación previendo el establecimiento de la memoria de análisis de 
impacto normativo y la aprobación de unas instrucciones de técnica normativa que 
doten de homogeneidad a los textos normativos en sus aspectos formales, lo que ha 
de redundar en la mayor coherencia de nuestro ordenamiento jurídico, amén de servir 
de guía en la redacción de dichos textos.
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La disposición adicional tercera da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 38 
de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal.

La disposición adicional cuarta se refiere a la supletoriedad de la ley con respecto 
a las materias que cuentan ya con un régimen jurídico específico de acceso a la in-
formación.

La disposición adicional quinta indica las necesarias concordancias de la Ley con 
la norma estatal, dado el carácter de básico de esta última.

La disposición adicional sexta prevé la creación de la Comisión Consultiva de Sub-
venciones y Ayudas. Se trata de un órgano de naturaleza consultiva llamado a realizar 
una importante función preventiva en la materia mediante la doctrina que establezca 
en sus informes, recomendaciones o instrucciones, coadyuvando al establecimiento 
de criterios homogéneos. Se trata de una medida complementaria de transparencia, 
que se manifestará igualmente a través de la publicidad de sus informes, instruccio-
nes y recomendaciones.

La disposición adicional séptima prevé la publicidad en el perfil del contratante de 
los procedimientos negociados sin publicidad. Se trata de una medida complementa-
ria de transparencia en materia de contratación, que tiene por objeto, sin perjuicio de 
la simplificación del procedimiento que prevé la normativa básica en estos casos, el 
facilitar una mayor concurrencia en la adjudicación de este tipo de contratos.

Las disposiciones transitorias primera y segunda regulan el régimen de transición 
de las solicitudes de acceso a la información presentadas con anterioridad a la en-
trada en vigor de la Ley y la aplicación de las obligaciones de transparencia a relacio-
nes jurídicas anteriores.

La disposición derogatoria única se refiere a la derogación de preceptos que se 
opongan al contenido de la propia Ley.

Las disposiciones finales primera a tercera inclusive se refieren a la adecuación de 
preceptos de otras leyes anteriores que necesitan ser acomodados a lo dispuesto en 
la presente ley, por lo que se procede a modificar determinados preceptos de la Ley 
6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía; 
de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, y 
de la Ley 7/2011, de 3 de noviembre, de Documentos, Archivos y Patrimonio Docu-
mental de Andalucía.

La disposición final cuarta determina el desarrollo reglamentario de la Ley.

Y por último, la disposición final quinta se refiere a la entrada en vigor de la ley, 
estableciendo una vacatio legis de un año, tiempo que se estima prudente para pre-
parar a la Administración con respecto a las nuevas obligaciones que se le atribuyen, 
tanto con respecto a la preparación del personal como con lo que se refiere al trata-
miento y difusión de la información. Y se respeta el plazo que la ley básica establece 
para las entidades locales.
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TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.

La presente ley tiene por objeto la regulación, en el ámbito de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía, de la transparencia en su doble vertiente de publicidad activa 
y de derecho de acceso a la información pública, como instrumento para facilitar el 
conocimiento por la ciudadanía de la actividad de los poderes públicos y de las entida-
des con financiación pública, promoviendo el ejercicio responsable de dicha actividad 
y el desarrollo de una conciencia ciudadana y democrática plena.

Artículo 2. Definiciones.

A los efectos de la presente ley, se entiende por:

a) Información pública: los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato 
o soporte, que obren en poder de alguna de las personas y entidades incluidas en el pre-
sente título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

b) Publicidad activa: la obligación de las personas y entidades a las que hacen 
referencia los artículos 3 y 5 de hacer pública por propia iniciativa, en los términos 
previstos en la presente ley, la información pública de relevancia que garantice la 
transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento y control de su ac-
tuación pública.

c) Acceso a la información pública: posibilidad de acceder a la información pública 
que obre en poder de las entidades sujetas al ámbito de la presente ley con seguri-
dad sobre su veracidad y sin más requisitos que los establecidos en la misma y en la 
normativa básica estatal.

d) Portal de la Junta de Andalucía: dirección electrónica disponible a través de re-
des de telecomunicaciones cuya titularidad, gestión y administración corresponde a la 
Administración de la Junta de Andalucía, que tiene por objeto poner a disposición de 
la ciudadanía toda clase de servicios e informaciones relacionadas con la Comunidad 
Autónoma de Andalucía de manera totalmente gratuita, de acuerdo con lo dispuesto 
en la normativa reguladora de la información y atención a la ciudadanía y la tramita-
ción de procedimientos administrativos por medios electrónicos.

Artículo 3. Ámbito subjetivo de aplicación.

1. Las disposiciones de esta ley se aplicarán a:

a) La Administración de la Junta de Andalucía.
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b) El Consejo Consultivo de Andalucía, el Consejo Económico y Social de Anda-
lucía y el Consejo Audiovisual de Andalucía.

c) Las agencias de la Administración de la Junta de Andalucía, sean administrati-
vas, de régimen especial o públicas empresariales, así como las entidades de derecho 
público a las que hace referencia la disposición adicional segunda de la Ley 9/2007, 
de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

d) Las entidades que integran la Administración local andaluza.
e) Los entes instrumentales de derecho público vinculados o dependientes de las 

administraciones locales andaluzas y, en particular, las agencias públicas administra-
tivas locales, las agencias públicas empresariales locales y las agencias locales de 
régimen especial.

f) Las universidades públicas andaluzas y sus entidades instrumentales, como 
pueden ser las sociedades mercantiles de capital mayoritario de las universidades y 
las fundaciones públicas universitarias.

g) Cualesquiera otras entidades de derecho público con personalidad jurídica vin-
culadas a las administraciones públicas andaluzas o dependientes de ellas.

h) Las corporaciones de derecho público andaluzas y entidades asimilables, como 
federaciones y clubes deportivos, en lo relativo a sus actividades sujetas al Derecho 
administrativo.

i) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o 
indirecta, de las entidades previstas en este artículo sea superior al 50 por ciento. En 
todo caso, las sociedades mercantiles del sector público andaluz a las que se refiere 
el artículo 4 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta 
de Andalucía, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, y las socie-
dades mercantiles locales y las sociedades interlocales de los artículos 38 y 39 de la 
Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, o normativa que las 
sustituya.

j) Las fundaciones del sector público previstas en la legislación en materia de fun-
daciones dependientes de las entidades contempladas en este artículo. En todo caso, 
las fundaciones del sector público andaluz del artículo 55 de la Ley 10/2005, de 31 
de mayo, de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y las fundacio-
nes públicas locales del artículo 40 de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía 
Local de Andalucía, o normativa que las sustituya.

k) Las asociaciones constituidas por las administraciones, organismos y enti-
dades previstos en este artículo. Se incluyen los órganos de cooperación previstos 
en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la medida 
en que, por su peculiar naturaleza y por carecer de una estructura administrativa 
propia, les resulten aplicables las disposiciones de este título. En estos casos, el cum-
plimiento de las obligaciones derivadas de la presente ley será llevado a cabo por la 
Administración que ostente la Secretaría del órgano de cooperación.

l) Las demás entidades con personalidad jurídica propia no incluidas en los aparta-
dos anteriores, en las que sea mayoritaria la representación, directa o indirecta, de la 
Administración de la Junta de Andalucía, a las que hace referencia el artículo 5.1 del 
Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.
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m) Los consorcios, fundaciones y demás entidades con personalidad jurídica a 
los que hace referencia el artículo 5.2 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

n) Los fondos a los que hace referencia el artículo 5.3 del Texto Refundido de la 
Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

2. El Parlamento de Andalucía, el Defensor del Pueblo Andaluz y la Cámara de 
Cuentas de Andalucía estarán sujetos a la legislación básica del Estado en la materia 
y a las disposiciones de la presente ley en lo que afecta al ejercicio de sus funciones 
de carácter administrativo, sin perjuicio de lo que establezca el Parlamento de An-
dalucía en ejercicio de la autonomía que le garantiza el artículo 102 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía.

3. A los efectos de lo previsto en los artículos 4.4, 12, 13 y 14 de esta ley, se en-
tienden por administraciones públicas andaluzas los organismos y entidades incluidos 
en las letras a) a g) del apartado 1.

4. El ámbito previsto en este artículo se entiende sin perjuicio de las obligaciones 
concretas que establece esta ley para otros órganos o entidades.

Artículo 4. Obligación de suministrar información.

1. Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en el artículo anterior 
que presten servicios públicos o ejerzan funciones delegadas de control u otro tipo de 
funciones administrativas estarán obligadas a suministrar a la Administración, orga-
nismo o entidad de las previstas en el artículo 3.1 a la que se encuentren vinculadas, 
previo requerimiento y en un plazo de quince días, toda la información necesaria para 
el cumplimiento por aquellas de las obligaciones previstas en esta ley, sin perjuicio de 
los plazos que puedan establecer las entidades locales en ejercicio de su autonomía.

2. Esta obligación se extenderá a las personas adjudicatarias de contratos del 
sector público en los términos previstos en el respectivo contrato. A estos efectos, 
los pliegos de cláusulas administrativas particulares o documento contractual equiva-
lente especificarán dicha obligación.

3. Esta obligación será igualmente exigible a las personas beneficiarias de las sub-
venciones en los términos previstos en las bases reguladoras de las subvenciones y 
en la resolución de concesión. A estos efectos, las bases reguladoras de la concesión 
de subvenciones, las resoluciones de concesión o los convenios que instrumenten la 
concesión de subvenciones recogerán de forma expresa esta obligación.

4. Las administraciones públicas andaluzas podrán acordar, previo apercibimiento 
y audiencia al interesado, la imposición de multas coercitivas una vez transcurrido el 
plazo conferido en el requerimiento sin que el mismo hubiera sido atendido. La multa, 
de 100 a 1.000 euros, será reiterada por períodos de quince días hasta el cumplimiento. 
El total de la multa no podrá exceder del 5% del importe del contrato, subvención o 
instrumento administrativo que habilite para el ejercicio de las funciones públicas o la 
prestación de los servicios. Si en dicho instrumento no figurara una cuantía concreta, 
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la multa no excederá de 3.000 euros. Para la determinación del importe se atenderá a 
la gravedad del incumplimiento y al principio de proporcionalidad, entre otros.

5. Los medios personales y materiales necesarios para el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en este artículo serán valorados por las administraciones, 
organismos o entidades previstas en el artículo 3.1 y, a tal fin, deberán establecerse 
las previsiones necesarias en los contratos del sector público y en las bases regulado-
ras de las subvenciones para posibilitar su observancia.

Artículo 5. Otros sujetos obligados.

1. Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresaria-
les, en todo caso, y las iglesias, confesiones, comunidades y otras entidades inscritas 
en el Registro de Entidades Religiosas, las corporaciones, asociaciones, instituciones, 
entidades representativas de intereses colectivos y otras entidades que perciban 
durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas en cuantía superior a 
100.000 euros o cuando al menos el 40 por ciento del total de sus ingresos anuales 
tengan carácter de ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo 
5.000 euros, deberán cumplir las obligaciones de transparencia establecidas en la 
legislación básica.

No obstante, con independencia de los límites anteriores, cuando estas entidades 
accedan a la financiación de sus actividades y funcionamiento ordinario a través de 
subvenciones y ayudas financiadas con cargo al presupuesto de la Junta de Andalu-
cía, podrán ser sometidas, además, a exigencias de publicidad específicas aplicando 
criterios de transparencia análogos a los previstos en materia de publicidad activa en 
esta ley para las entidades sujetas, en los términos que establezcan las disposiciones 
de desarrollo de esta ley y las correspondientes convocatorias, respetando en todo 
caso la naturaleza privada de estas entidades y las finalidades que las mismas tienen 
reconocidas.

2. Asimismo las normas reguladoras de los conciertos y otras formas de participa-
ción de entidades privadas en los sistemas públicos de educación y deportes, sanidad 
y servicios sociales establecerán aquellas obligaciones de publicidad activa, de entre 
las que establece la presente ley, que deban cumplir estas entidades para colaborar en 
la prestación de estos servicios sufragados con fondos públicos. Estas obligaciones se 
incluirán en los pliegos o documentos contractuales equivalentes que correspondan.

3. Además de lo previsto en el artículo 4, las empresas prestadoras de servicios 
públicos locales en régimen de gestión indirecta deberán cumplir con las obligaciones 
de publicidad activa, de entre las previstas en esta ley, que se determinen reglamenta-
riamente para hacer efectivo el principio de transparencia financiera y en la gestión de 
los servicios locales de interés general previsto en el artículo 27.8 de la Ley 5/2010, 
de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, que tendrán el carácter de comu-
nes y mínimas y podrán ser complementadas con otras por las entidades locales. Las 
ordenanzas reguladoras de la prestación del servicio público y los pliegos o documen-
tos equivalentes habrán de recoger dichas obligaciones de publicidad activa.
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Artículo 6. Principios básicos.

Se tendrán en cuenta en la interpretación y aplicación de la presente ley los si-
guientes principios básicos:

a) Principio de transparencia, en cuya virtud toda la información pública es en 
principio accesible y sólo puede ser retenida para proteger otros derechos e intereses 
legítimos de acuerdo con la Ley.

b) Principio de libre acceso a la información pública, en cuya virtud cualquier per-
sona puede solicitar el acceso a la información pública.

c) Principio de responsabilidad, en cuya virtud las entidades sujetas a lo dispuesto 
en la presente ley son responsables del cumplimiento de sus prescripciones.

d) Principio de no discriminación tecnológica, en cuya virtud las entidades sujetas al 
ámbito de aplicación de la presente ley habrán de arbitrar los medios necesarios para ha-
cer efectiva la transparencia, con independencia del medio de acceso a la información.

e) Principio de veracidad, en cuya virtud la información pública ha de ser cierta y 
exacta, asegurando que procede de documentos respecto de los que se ha verificado 
su autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia.

f) Principio de utilidad, en cuya virtud la información pública que se suministre, 
siempre que sea posible, ha de ser adecuada al cumplimiento de los fines para los 
que se solicite.

g) Principio de gratuidad, en cuya virtud el acceso a la información y las solicitu-
des de acceso serán gratuitos, sin perjuicio de las exacciones que puedan estable-
cerse por la expedición de copias o soportes o la transposición de la información a un 
formato diferente al original.

h) Principio de facilidad y comprensión, en cuya virtud la información se facilitará 
de la forma que resulte más simple e inteligible atendiendo a la naturaleza de la misma 
y a las necesidades de las personas con circunstancias especiales que les dificulten 
el ejercicio del derecho.

i) Principio de accesibilidad, por el que se proporcionará información estructurada 
sobre los documentos y recursos de información con vistas a facilitar la identificación 
y búsqueda de la información.

j) Principio de interoperabilidad, en cuya virtud la información será publicada con-
forme al Esquema Nacional de Interoperabilidad.

k) Principio de reutilización, en cuya virtud se fomentará que la información sea 
publicada en formatos que permitan su reutilización, de acuerdo con la legislación 
aplicable en materia de reutilización de la información del sector público.

Artículo 7. Derechos.

Se reconocen los siguientes derechos:

a) Derecho a la publicidad activa. Consiste en el derecho de cualquier persona 
a que los poderes públicos publiquen, en cumplimiento de la presente ley, de forma 
periódica y actualizada, la información veraz cuyo conocimiento sea relevante para 
garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento y con-
trol de la actuación pública.
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b) Derecho de acceso a la información pública. Consiste en el derecho de cual-
quier persona a acceder, en los términos previstos en esta ley, a los contenidos o do-
cumentos que obren en poder de cualesquiera de las personas y entidades incluidas 
en el ámbito de aplicación de la presente ley y que hayan sido elaborados o adquiridos 
en el ejercicio de sus funciones.

c) Derecho a obtener una resolución motivada. Consiste en el derecho de la 
persona solicitante a que sean motivadas las resoluciones que inadmitan a trámite la 
solicitud de acceso, que denieguen el acceso, que concedan el acceso tanto parcial 
como a través de una modalidad distinta a la solicitada, así como las que permitan el 
acceso cuando haya habido oposición de una tercera persona interesada.

d) Derecho al uso de la información obtenida. Consiste en el derecho a utilizar la 
información obtenida sin necesidad de autorización previa y sin más limitaciones de 
las que deriven de esta u otras leyes.

Artículo 8. Obligaciones.

Las personas que accedan a información pública en aplicación de lo dispuesto en 
la presente ley estarán sometidas al cumplimiento de las siguientes obligaciones:

a) Ejercer su derecho con respeto a los principios de buena fe e interdicción del 
abuso de derecho.

b) Realizar el acceso a la información de forma que no se vea afectada la eficacia 
del funcionamiento de los servicios públicos, concretándose lo más precisamente 
posible la petición. A estos efectos la Administración colaborará con la persona soli-
citante en los términos previstos en el artículo 31.

c) Respetar las obligaciones establecidas en la normativa básica para la reutiliza-
ción de la información obtenida.

d) Cumplir las condiciones y requisitos materiales para el acceso que se hayan 
señalado en la correspondiente resolución cuando el acceso se realice de forma pre-
sencial en un archivo o dependencia pública.
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TÍTULO II

LA PUBLICIDAD ACTIVA

Artículo 9. Normas generales.

1. Las personas y entidades enumeradas en el artículo 3 publicarán de forma 
periódica, veraz, objetiva y actualizada la información pública cuyo conocimiento sea 
relevante para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funciona-
miento y el control de la actuación pública por parte de la ciudadanía y de la sociedad 
en general y favorecer la participación ciudadana en la misma.

En este sentido, adoptarán las medidas oportunas para asegurar la difusión de 
la información pública y su puesta a disposición de la ciudadanía de la manera más 
amplia y sistemática posible.

2. Las obligaciones de transparencia contenidas en este título tienen carácter de 
mínimas y generales y se entienden sin perjuicio de la aplicación de otras disposicio-
nes específicas que prevean un régimen más amplio en materia de publicidad.

3. Serán de aplicación, en su caso, los límites al derecho de acceso a la infor-
mación pública previstos en la normativa básica y, especialmente, el derivado de la 
protección de datos de carácter personal. A este respecto, cuando la información 
contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad sólo se llevará a cabo previa 
disociación de los mismos.

4. La información pública objeto de publicidad activa estará disponible en las se-
des electrónicas, portales o páginas web de las personas y entidades incluidas en el 
ámbito de aplicación de esta ley de una manera segura y comprensible, garantizando 
especialmente la accesibilidad universal y la no discriminación tecnológica, con objeto 
de que todas las personas puedan ejercer sus derechos en igualdad de condiciones e 
incorporando las características necesarias para garantizar la accesibilidad de aquellas 
personas o colectivos que lo requieran.

Cuando se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente fines 
de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el cumpli-
miento de las obligaciones derivadas de esta ley podrá realizarse utilizando los medios 
electrónicos puestos a su disposición por la Administración Pública de la que provenga 
la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas percibidas por dichas entidades.

5. Toda la información estará a disposición de las personas con discapacidad en 
una modalidad accesible, entendiendo por tal aquella que sea suministrada por me-
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dios o en formatos adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, 
conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

6. En la redacción de la información que tenga la consideración de publicidad 
activa, se prestará especial atención a lo previsto en la Ley 12/2007, de 26 de no-
viembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, en lo referente a 
la utilización de lenguaje no sexista ni discriminatorio.

7. Toda la información pública señalada en este título se publicará y actualizará, 
con carácter general, trimestralmente, salvo que la normativa específica establezca 
otros plazos atendiendo a las peculiaridades propias de la información de que se trate 
y sin perjuicio de los plazos que puedan establecer las entidades locales en ejercicio 
de su autonomía o de la potestad de la Administración de la Junta de Andalucía y 
de sus entidades instrumentales para publicar toda la información pública que estime 
conveniente en plazos más breves.

8. La publicidad activa prevista en este título se configurará de forma que permita 
la participación ciudadana que sea consecuencia de la información facilitada.

Artículo 10. Información institucional y organizativa.

1. Las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley publicarán, en lo 
que les sea aplicable, información relativa a:

a) Las funciones que desarrollan.
b) La normativa que les sea de aplicación y, en particular, los estatutos y normas 

de organización y funcionamiento de los entes instrumentales.
c) Su estructura organizativa. A estos efectos, incluirán un organigrama actua-

lizado que identifique a las personas responsables de los diferentes órganos y su 
perfil y trayectoria profesional y la identificación de las personas responsables de las 
unidades administrativas.

d) Sede física, horarios de atención al público, teléfono y dirección de correo 
electrónico.

e) Delegaciones de competencias vigentes.
f) Relación de órganos colegiados adscritos y normas por las que se rigen.
g) Las relaciones de puestos de trabajo, catálogos de puestos o documento equiva-

lente referidos a todo tipo de personal, con indicación de sus retribuciones anuales.
h) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afec-

ten a los empleados públicos.
i) Acuerdos o pactos reguladores de las condiciones de trabajo y convenios co-

lectivos vigentes.
j) La oferta pública de empleo u otro instrumento similar de gestión de la provisión 

de necesidades de personal.
k) Los procesos de selección del personal.
l) La identificación de las personas que forman parte de los órganos de represen-

tación del personal y el número de personas que gozan de dispensa total de asisten-
cia al trabajo.

m) Las agendas institucionales de los gobiernos.
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2. La Administración de la Junta de Andalucía publicará, además, la siguiente 
información:

a) El inventario de entes de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
b) El Inventario General de Bienes y Derechos de la Comunidad Autónoma de 

Andalucía en los términos que se establezcan reglamentariamente.
c) Plan e informe anual de la Inspección General de Servicios de la Junta de An-

dalucía.

3. Las entidades locales de Andalucía publicarán, además, la información cuya 
publicidad viene establecida en la Ley 5/2010, de 11 de junio, así como las actas de 
las sesiones plenarias.

Artículo 11. Información sobre altos cargos y personas que ejerzan la máxima 
responsabilidad de las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley.

Las entidades previstas en el artículo 3 deberán hacer pública la siguiente infor-
mación:

a) La identificación de los altos cargos incluidos en el ámbito de aplicación de la 
normativa sobre incompatibilidades de altos cargos de la Administración de la Junta 
de Andalucía.

b) Las retribuciones de cualquier naturaleza percibidas anualmente por los altos 
cargos y por las personas que ejerzan la máxima responsabilidad en las entidades 
incluidas en el ámbito de la aplicación de esta ley.

c) Las indemnizaciones percibidas, en su caso, con ocasión del cese en el cargo.
d) Las declaraciones de actividades, bienes, intereses y retribuciones de altos 

cargos de la Administración de la Junta de Andalucía.
e) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de las personas representan-

tes locales, en los términos previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases del Régimen Local. Cuando el reglamento no fije los términos en que han 
de hacerse públicas estas declaraciones, se aplicará lo dispuesto en la normativa de 
conflictos de intereses en el ámbito de la Administración General del Estado. En todo 
caso, se omitirán los datos relativos a la localización concreta de los bienes inmuebles 
y se garantizará la privacidad y seguridad de sus titulares.

Artículo 12. Información sobre planificación y evaluación.

1. Las administraciones públicas, las sociedades mercantiles y las fundaciones 
públicas andaluzas publicarán los planes y programas anuales y plurianuales en los 
que se fijen objetivos concretos, así como las actividades, medios y tiempo previsto 
para su consecución. Su grado de cumplimiento y resultados deberán ser objeto de 
evaluación y publicación periódica junto con los indicadores de medida y valoración. A 
esos efectos, se considera evaluación de políticas públicas el proceso sistemático de 
generación de conocimiento encaminado a la comprensión integral de una intervención 
pública para alcanzar un juicio valorativo basado en evidencias respecto de su diseño, 
puesta en práctica, resultados e impactos. Su finalidad es contribuir a la mejora de las 
intervenciones públicas e impulsar la transparencia y la rendición de cuentas.
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2. Los planes y programas a los que se refiere el apartado anterior se publicarán 
tan pronto sean aprobados y, en todo caso, en el plazo máximo de 20 días, y perma-
necerán publicados mientras estén vigentes, sin perjuicio de plazos más breves que 
puedan establecer las entidades locales en ejercicio de su autonomía.

Artículo 13. Información de relevancia jurídica.

1. Las administraciones públicas andaluzas, en el ámbito de sus competencias y 
funciones, publicarán:

a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas 
planteadas por los particulares u otros órganos, en la medida en que supongan una 
interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos.

b) Los anteproyectos de ley cuando, tras la preceptiva elevación por la Consejería 
competente, sean conocidos por el Consejo de Gobierno. Asimismo, los anteproyec-
tos de ley y los proyectos de decretos legislativos se publicarán cuando se soliciten 
los dictámenes, en su caso, al Consejo Económico y Social de Andalucía y al Consejo 
Consultivo de Andalucía. Y, finalmente, los proyectos de ley tras su aprobación por 
el Consejo de Gobierno.

c) Los proyectos de reglamentos cuya iniciativa les corresponda se harán públicos 
en el momento en que, en su caso, se sometan al trámite de audiencia o información 
pública. Asimismo, se publicarán cuando se solicite, en su caso, el dictamen del Con-
sejo Económico y Social de Andalucía y el dictamen del Consejo Consultivo de Anda-
lucía. La publicación de los proyectos de reglamentos no supondrá, necesariamente, 
la apertura de un trámite de audiencia pública.

En el ámbito de las entidades locales, una vez efectuada la aprobación inicial de 
la ordenanza o reglamento local por el Pleno de la Corporación, deberá publicarse el 
texto de la versión inicial, sin perjuicio de otras exigencias que pudieran establecerse 
por las entidades locales en ejercicio de su autonomía.

d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de los 
textos normativos con ocasión de la publicidad de los mismos.

e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser 
sometidos a un período de información pública durante su tramitación.

f) Relación actualizada de las normas que estén en curso, indicando su objeto y 
estado de tramitación.

2. La Administración de la Junta de Andalucía mantendrá permanentemente 
actualizada y a disposición de la ciudadanía la normativa vigente de la Comunidad 
Autónoma.

3. La Administración de la Junta de Andalucía publicará una relación de las com-
petencias y traspasos de funciones y servicios asumidos por la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.
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Artículo 14. Información sobre procedimientos, cartas de servicio y participa-
ción ciudadana.

Las administraciones públicas andaluzas publicarán la información relativa a:

a) El catálogo actualizado de los procedimientos administrativos de su competen-
cia, con indicación de su objeto, trámites y plazos, así como en su caso los formula-
rios que tengan asociados. Se indicará específicamente aquellos procedimientos que 
admitan, total o parcialmente, tramitación electrónica.

b) Las cartas de servicios elaboradas con la información sobre los servicios públi-
cos que gestiona la Comunidad Autónoma de Andalucía, los informes sobre el grado 
de cumplimiento y calidad de los servicios públicos, así como la información disponi-
ble que permita su valoración.

c) Una relación de los procedimientos en los que sea posible la participación de la 
ciudadanía mientras se encuentren en trámite.

Artículo 15. Información sobre contratos, convenios y subvenciones.

Las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley deberán hacer pú-
blica la información relativa a la gestión administrativa que se indica a continuación:

a) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de licitación 
y de adjudicación, el procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a 
través de los que, en su caso, se ha publicitado, el número de licitadores participantes 
en el procedimiento y la identidad del adjudicatario, así como las modificaciones y 
prórrogas del contrato y la indicación de los procedimientos que han quedado de-
siertos, los supuestos de resolución de contrato o declaración de nulidad, así como 
los casos de posibles revisiones de precios y cesión de contratos. Igualmente, serán 
objeto de publicación las decisiones de desistimiento y renuncia de los contratos y las 
subcontrataciones que se realicen con mención de las personas adjudicatarias.

La publicación de la información relativa a los contratos menores podrá realizarse 
trimestralmente.

Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen pre-
supuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos 
previstos en la legislación de contratos del sector público.

b) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, 
su objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, personas obligadas a la rea-
lización de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas. 
Igualmente, se publicarán las encomiendas de gestión que se firmen, con indicación 
de su objeto, presupuesto, obligaciones económicas y las subcontrataciones que se 
realicen con mención de las personas adjudicatarias, procedimiento seguido para la 
adjudicación e importe de la misma.

c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de la convocatoria 
o la resolución de concesión en el caso de subvenciones excepcionales, el programa y 
crédito presupuestario al que se imputan, su importe, objetivo o finalidad y personas be-
neficiarias. No obstante, las subvenciones cofinanciadas con fondos agrícolas europeos 
se regirán, en lo que se refiere a la publicación de la información sobre los beneficiarios, 
por lo dispuesto en los artículos 111 y 112 del Reglamento (UE) número 1306/2013 del 
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Parlamento y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, sobre la financiación, gestión y 
seguimiento de la Política Agrícola Común, o norma que la sustituya.

Artículo 16. Información económica, financiera y presupuestaria.

Las personas y entidades incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley deberán, 
en su caso, hacer pública, como mínimo, la información con repercusión económica 
o presupuestaria que se indica a continuación:

a) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias 
e información actualizada y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el 
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera 
de las administraciones públicas y la información de las actuaciones de control en los 
términos que se establezcan reglamentariamente.

b) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuen-
tas y de fiscalización por parte de los órganos de control externo que sobre ellas se 
emitan.

c) La información básica sobre la financiación de la Comunidad Autónoma con 
indicación de los diferentes instrumentos de financiación.

d) La Deuda Pública de la Administración con indicación de su evolución, del en-
deudamiento por habitante y del endeudamiento relativo.

e) El gasto público realizado en campañas de publicidad institucional.

Artículo 17. Ampliación de las obligaciones de publicidad activa.

1. En aras de una mayor transparencia en la actividad del sector público andaluz, 
se fomentará la inclusión de cualquier otra información pública que se considere de 
interés para la ciudadanía. En este sentido, deberá incluirse aquella información cuyo 
acceso se solicite con mayor frecuencia.

2. Sin perjuicio de lo anterior, la Administración de la Junta de Andalucía publi-
cará, en la medida en que las posibilidades técnicas y jurídicas lo permitan, toda la 
información que se haya facilitado en el ejercicio del derecho de acceso a la informa-
ción pública.

3. El Consejo de Gobierno y las entidades locales, en su ámbito competencial y 
de autonomía, podrán ampliar reglamentariamente las obligaciones de publicación 
contempladas en el presente título.

Artículo 18. Acceso a la publicidad activa.

1. La información pública objeto de publicidad activa, en el ámbito de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales, estará disponible a 
través del Portal de la Junta de Andalucía.

2. La Administración de la Junta de Andalucía podrá adoptar otras medidas 
complementarias y de colaboración con el resto de administraciones públicas para 
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el cumplimiento de las obligaciones de transparencia recogidas en este título. Esta 
colaboración podrá instrumentarse mediante la suscripción de convenios interadmi-
nistrativos.

Artículo 19. Reutilización de la información.

1. Se podrá reutilizar la información a la que se refieren los artículos anteriores 
dentro de los límites establecidos por la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre 
reutilización de la información del sector público, y demás normativa vigente en la 
materia.

2. A estos efectos, la información que tenga la consideración de publicidad activa 
se ofrecerá, siempre que sea técnicamente posible, en formatos electrónicos que 
permitan su redistribución, reutilización y aprovechamiento. La información deberá 
utilizar estándares abiertos en los términos previstos en la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

Artículo 20. Auxilio institucional.

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 18.2, aquellos municipios de menor po-
blación o con insuficiente capacidad económica y de gestión podrán cumplir las obli-
gaciones de publicidad activa previstas en el presente título acudiendo a la asistencia 
técnica de la provincia al municipio, prevista en el artículo 12 de la Ley 5/2010, de 11 
de junio, o conforme a lo previsto en el artículo 54 de la citada ley, con respecto a la 
publicación en sede electrónica de la respectiva Diputación Provincial.

Artículo 21. Publicidad de los plenos de las entidades locales.

Cuando las entidades locales celebren sesiones plenarias, facilitarán, salvo que 
concurran causas justificadas de imposibilidad técnica o económica, su acceso a 
través de Internet, bien transmitiendo la sesión, bien dando acceso al archivo audio-
visual grabado una vez celebrada la misma. En todo caso, las personas asistentes 
podrán realizar la grabación de las sesiones por sus propios medios, respetando el 
funcionamiento ordinario de la institución.

Artículo 22. Transparencia del funcionamiento de los gobiernos.

1. El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía y los órganos colegiados de 
gobierno de los ayuntamientos, diputaciones y mancomunidades de municipios, sin 
perjuicio del secreto o reserva de sus deliberaciones, harán públicos con carácter pre-
vio a la celebración de sus reuniones el orden del día previsto y, una vez celebradas, 
los acuerdos que se hayan aprobado, así como la información contenida en el expe-
diente que se haya sometido a su consideración, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente.

2. A efectos del cumplimiento de lo previsto en el apartado anterior, y para pre-
servar el respeto a los límites aplicables a la publicidad activa establecidos en esta ley, 
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las consejerías proponentes determinarán con ocasión de la remisión del expediente 
al Consejo de Gobierno la información respecto de la que deba mantenerse alguna re-
serva, de acuerdo con la normativa aplicable. La Comisión General de Viceconsejeros 
y Viceconsejeras establecerá los criterios de coordinación que sean convenientes.

Artículo 23. Control.

Sin perjuicio del control interno que establezca cada entidad o Administración de 
acuerdo con sus propias normas organizativas, el Consejo de Transparencia y Protec-
ción de Datos de Andalucía podrá efectuar, por iniciativa propia o como consecuencia 
de denuncia, requerimientos para la subsanación de los incumplimientos que pudieran 
producirse de las obligaciones establecidas en este título.
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TÍTULO III

EL DEREChO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I

Normas generales

Artículo 24. Derecho de acceso a la información pública.

Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública veraz en los 
términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución española y su legislación 
de desarrollo, y el artículo 31 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, sin más 
limitaciones que las contempladas en la Ley.

Artículo 25. Límites al derecho de acceso a la información pública.

1. El derecho de acceso a la información pública sólo podrá ser restringido o de-
negado en los términos previstos en la legislación básica.

2. Las limitaciones al derecho de acceso sólo serán de aplicación durante el 
período de tiempo determinado por las leyes o en tanto se mantenga la razón que 
las justifique. Su aplicación será valorada con respecto a la posibilidad de facilitar el 
acceso parcial.

3. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finali-
dad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a 
la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso.

4. Las resoluciones que restrinjan o denieguen el derecho de acceso serán objeto 
de publicidad, previa disociación de los datos de carácter personal que contuvieran. 
Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la vul-
neración de alguno de los límites al acceso, se hará constar esta circunstancia al 
desestimarse la solicitud.

Artículo 26. Protección de datos personales.

De conformidad con lo previsto en la legislación básica de acceso a la información 
pública, para la resolución de las solicitudes de acceso a la información pública que 
contengan datos personales de la propia persona solicitante o de terceras personas, 
se estará a lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre.
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Artículo 27. Acceso parcial.

En el caso de que a la información solicitada le resulte de aplicación alguno de los 
límites a que se refiere el artículo 25 de esta ley, se otorgará, siempre que sea posible, 
el acceso parcial a la información pública, de conformidad con lo previsto en la Ley 
básica de acceso a la información pública.
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CAPÍTULO II

El ejercicio del derecho de acceso a la información pública

Artículo 28. Procedimiento de acceso.

1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se regirá por lo estable-
cido en la legislación básica en materia de transparencia y por lo previsto en esta ley.

2. Será competente para la resolución del procedimiento el órgano o la entidad 
que lo sea en la materia a la que se refiera la información solicitada.

3. Cuando la persona interesada conozca la ubicación concreta de un documento 
o información en un archivo determinado, podrá dirigirse al órgano responsable del 
mismo en los términos previstos en la legislación en materia de archivos.

Artículo 29. Fomento de la tramitación electrónica.

1. Las personas o entidades incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley 
promoverán la presentación de las solicitudes por vía telemática, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 6.d).

2. En todo caso tendrán disponibles en sus respectivas sedes electrónicas, porta-
les o páginas web, al menos, los modelos normalizados de solicitud.

3. En el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía, la presentación 
electrónica de las solicitudes de acceso a la información pública se hará en el Portal 
de la Junta de Andalucía.

Artículo 30. Reglas especiales relativas a las causas de inadmisión de las soli-
citudes de acceso.

En relación a las causas de inadmisión señaladas en la legislación básica, se apli-
carán las siguientes reglas:

a) En el supuesto de que se inadmita la solicitud porque la información esté en 
curso de elaboración o publicación general, la denegación de información deberá 
especificar el órgano que elabora dicha información y el tiempo previsto para su con-
clusión y puesta a disposición.

b) Los informes preceptivos no podrán ser considerados como información de 
carácter auxiliar o de apoyo para justificar la inadmisión de las solicitudes referidas a 
los mismos.
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c) Asimismo, no se estimará como reelaboración que justifique la inadmisión la infor-
mación que pueda obtenerse mediante un tratamiento informatizado de uso corriente.

Artículo 31. Deber de auxilio y colaboración.

1. Las entidades sujetas a esta ley establecerán en sus respectivas plataformas 
de información y guías de orientación, para facilitar a las personas que deseen ejercer 
el derecho de acceso, la orientación necesaria para localizar la información que solici-
tan y los órganos que la posean.

2. El personal al servicio de estas entidades está obligado a ayudar e informar a 
las personas que lo requieran sobre la forma y el lugar en que pueden presentar sus 
solicitudes de acceso a la información.

3. En el cumplimiento de los deberes establecidos en los apartados anteriores, se 
atenderá especialmente a las necesidades de las personas con discapacidad o con 
otras circunstancias personales que les dificulten el acceso a la información disponi-
ble en las administraciones públicas o a los medios electrónicos.

Artículo 32. Plazo de resolución y notificación.

Las solicitudes deberán resolverse y notificarse en el menor plazo posible. En todo 
caso, en el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades 
instrumentales, el plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de 20 días 
hábiles desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver, 
prorrogables por igual período en el caso de que el volumen o la complejidad de la 
información solicitada lo requiera. Dicha ampliación será notificada a la persona soli-
citante.

Artículo 33. Reclamaciones frente a las resoluciones.

1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso, podrá inter-
ponerse reclamación ante el Consejo de Transparencia y la Protección de Datos de 
Andalucía, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-
administrativa. Esta reclamación se regirá por lo establecido en la legislación básica 
en materia de transparencia y por lo previsto en esta ley.

2. Las resoluciones referentes al derecho de acceso a la información pública que 
sean dictadas por las instituciones y entidades a que se refiere el artículo 3.1.b) y 3.2 
sólo serán recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

3. Las resoluciones del Consejo se publicarán, previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuvieran, por medios electrónicos y en los términos que se 
establezcan reglamentariamente, una vez se hayan notificado a los interesados. La 
persona titular de la Dirección del Consejo comunicará al Defensor del Pueblo Anda-
luz las resoluciones que dicte en aplicación de este artículo.
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Artículo 34. Materialización del acceso a la información pública.

1. La información solicitada se entregará a la persona solicitante en la forma y 
formato por ella elegidos, salvo que pueda ocasionar la pérdida o deterioro del soporte 
original, no exista equipo técnico disponible para realizar la copia en ese formato, 
pueda afectar al derecho de propiedad intelectual o exista una forma o formato más 
sencilla o económica para el erario público. En todo caso, si la información que se 
proporcionase en respuesta a una solicitud de acceso a la información pública fuese 
en formato electrónico, deberá suministrarse en estándar abierto o, en su defecto, 
deberá ser legible con aplicaciones informáticas que no requieran licencia comercial 
de uso.

2. Será gratuito el examen de la información solicitada en el sitio en que se en-
cuentre, así como la entrega de información por medios electrónicos.

3. Las entidades y órganos obligados por la Ley elaborarán, publicarán y pondrán 
a disposición de las personas solicitantes de información pública el listado de las 
tasas y precios públicos que sean de aplicación a tales solicitudes, conforme a lo pre-
visto en el artículo 6.g), así como los supuestos en los que no proceda pago alguno. 
En ningún caso, la imposibilidad o incapacidad de hacer frente a las tasas o precios 
públicos establecidos podrán ser causa para negar el acceso pleno a una información 
pública solicitada al amparo de la presente ley, en los términos que reglamentaria-
mente se establezcan.
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TÍTULO IV

FOMENTO DE LA TRANSPARENCIA

Artículo 35. Integración de la transparencia en la gestión.

1. Las entidades a las que se refiere el artículo 3.1 de la presente ley establecerán 
sistemas para integrar la gestión de solicitudes de información de la ciudadanía en el 
funcionamiento de su organización interna.

2. Asimismo, establecerán medidas para facilitar la transversalidad de la transpa-
rencia en la actividad general de la organización.

Artículo 36. Conservación de la información.

1. Las entidades a las que se refiere el artículo 3.1 conservarán la información 
pública que obre en su poder o en el de otras personas o entidades en su nombre, en 
los términos establecidos en la normativa vigente.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, dicha información se con-
servará en estándares abiertos que garanticen su longevidad y manteniendo la capa-
cidad de transformarlos automáticamente a formatos de fácil reproducción y acceso 
siempre que sea técnicamente posible.

Artículo 37. Fomento de iniciativas de interoperabilidad.

La Administración de la Junta de Andalucía fomentará la interoperabilidad de 
la información entre administraciones públicas, propiciando iniciativas conjuntas de 
intercambio de información entre las entidades incluidas en el ámbito de aplicación 
de esta ley.

Artículo 38. Formación.

Las administraciones públicas y entidades incluidas en el ámbito de aplicación de 
la presente ley establecerán los oportunos instrumentos para facilitar la formación 
y cualificación profesional de las personas empleadas públicas, en especial las que 
deban atender las funciones de información en el ámbito de la transparencia, tanto 
en lo que afecte a la publicidad activa como en el caso de quienes deban atender las 
solicitudes formuladas en ejercicio del derecho de acceso.
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Artículo 39. Divulgación.

Las administraciones públicas incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley 
contemplarán dentro de sus actuaciones de divulgación y difusión institucional ac-
tuaciones específicamente dirigidas a facilitar el conocimiento por la ciudadanía de la 
información que resulta accesible y de los cauces disponibles para poder acceder a 
ella, especialmente en referencia a la accesibilidad que en cada caso esté disponible 
por medios electrónicos.
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TÍTULO V

ORGANIzACIÓN

CAPÍTULO I

Coordinación y planificación en el ámbito de la Junta de Andalucía

Artículo 40. Coordinación administrativa.

1. En el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades y 
organismos adscritos, la coordinación general en materia de transparencia será ejer-
cida por la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras.

2. Dicha Comisión contará con una secretaría que servirá de soporte para la pre-
paración de los trabajos y como oficina administrativa para la relación con las unida-
des de transparencia y comisiones de transparencia de cada consejería.

3. La Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras establecerá la planifi-
cación directiva en materia de transparencia, podrá dictar instrucciones y fijar criterios 
tanto respecto a la implementación de la publicidad activa como en relación al segui-
miento de la planificación operativa que se desarrolle en materia de transparencia por 
cada una de las consejerías para ellas y sus entidades y organismos adscritos.

Artículo 41. Unidades y comisiones de transparencia.

1. En cada consejería existirá una unidad de transparencia cuyas funciones se 
asignarán a una unidad con nivel orgánico mínimo de servicio, que, a estos efectos, 
actuará bajo la dependencia de la Viceconsejería con el fin de impulsar la transparen-
cia en el ámbito de la Consejería y sus entidades y organismos adscritos y facilitar la 
aplicación en ese ámbito de los criterios e instrucciones que se establezcan.

2. Asimismo, se constituirá en cada consejería una comisión de transparencia con 
la participación de los distintos centros directivos, archivos, entidades instrumentales 
y demás entidades dependientes para asegurar la implementación de la transparencia 
de forma homogénea en todos los ámbitos de la actuación administrativa de la Junta 
de Andalucía.

3. Por Decreto del Consejo de Gobierno se regulará el funcionamiento de las uni-
dades y las comisiones de transparencia.
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4. La Inspección General de Servicios de la Junta de Andalucía velará por el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en los títulos II y III de la presente ley 
en todo aquello que sea aplicable a la Administración de la Junta de Andalucía y sus 
entidades instrumentales.

Artículo 42. Planificación.

1. En materia de transparencia, cada consejería establecerá un plan operativo que 
deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones y los 
procedimientos para realizar la acción de transparencia en el ámbito de la Consejería 
y sus entidades y organismos adscritos.

2. Estos planes se aprobarán mediante Orden y serán elaborados con la partici-
pación de la correspondiente Comisión de Transparencia con arreglo a los criterios y 
requisitos que se hayan establecido reglamentariamente.

3. Las actuaciones realizadas y su valoración formarán parte de la información 
pública objeto de publicidad activa.
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CAPÍTULO II

Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía

Artículo 43. Creación y naturaleza.

1. Se crea el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, en 
adelante el Consejo, como autoridad independiente de control en materia de protec-
ción de datos y de transparencia en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. El Consejo se configura como una entidad pública con personalidad jurídica 
propia, con plena capacidad y autonomía orgánica y funcional para el ejercicio de sus 
cometidos.

3. El Consejo ejercerá sus funciones con objetividad, profesionalidad, someti-
miento al ordenamiento jurídico y plena independencia de las administraciones públi-
cas en el ejercicio de las mismas.

4. Su relación con la Administración de la Junta de Andalucía se llevará a cabo a 
través de la Consejería de la Presidencia.

Artículo 44. Régimen jurídico.

1. El Consejo tendrá la consideración de Administración institucional a los efectos 
previstos en la disposición adicional segunda de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

2. El Consejo se regirá por lo dispuesto en esta ley, por lo establecido en la dispo-
sición adicional segunda de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, y, supletoriamente, por 
lo dispuesto en la misma ley para las agencias administrativas, así como por lo que 
dispongan sus estatutos en materia organizativa y de funcionamiento.

3. El régimen presupuestario, patrimonial, económico-financiero, de contabilidad 
e intervención del Consejo será el establecido en el Texto Refundido de la Ley General 
de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y en las demás disposiciones que le 
sean de aplicación. El régimen de contratación será el establecido para las adminis-
traciones públicas en el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

Artículo 45. Finalidad.

El Consejo actuará en el territorio de Andalucía como autoridad pública indepen-
diente de control en materia de protección de datos en los términos previstos en el 
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artículo 41 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y como órgano indepen-
diente e imparcial garante del derecho a la transparencia, conforme a lo previsto en 
esta ley y en la legislación básica en la materia.

Artículo 46. Estructura del Consejo.

1. El Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía está com-
puesto por los siguientes órganos:

a) La Comisión Consultiva, con la composición y funciones previstas en el artícu- 
lo 49.

b) La Dirección, cuyo titular presidirá también la Comisión Consultiva.

2. La constitución efectiva del Consejo tendrá lugar conforme a lo que determi-
nen sus estatutos, que serán aprobados por el Consejo de Gobierno y que contendrán 
en todo caso su estructura, competencias, organización y funcionamiento.

Artículo 47. Dirección del Consejo.

1. La persona que ejerza la Dirección del Consejo será nombrada por el Consejo 
de Gobierno por un periodo de 5 años no renovable. No obstante, expirado el plazo 
del mandato correspondiente, continuará en ejercicio de sus funciones hasta la toma 
de posesión del nuevo titular.

2. La designación corresponde al Parlamento de Andalucía, por mayoría absoluta, 
y deberá recaer en una persona de reconocido prestigio y competencia profesional.

3. Ejercerá sus funciones con plena independencia y objetividad, y no estará su-
jeta a instrucción alguna en el desempeño de aquellas. No obstante, la persona que 
ejerza la Dirección deberá oír a la Comisión Consultiva en aquellas propuestas que 
esta le realice en el ejercicio de sus funciones.

4. La persona que ejerza la Dirección del Consejo sólo cesará antes de la expira-
ción de su período de mandato por alguna de las siguientes causas:

a) Muerte o incapacitación judicial.
b) Renuncia.
c) Por separación, acordada por el Consejo de Gobierno, previa instrucción de 

expediente, en el que necesariamente será oída la Comisión Consultiva, por incum-
plimiento grave de sus obligaciones, incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su 
función, incompatibilidad o condena por delito doloso.

Artículo 48. Funciones de la Dirección.

1. La Dirección del Consejo ejercerá las siguientes funciones:

a) Representar al Consejo.
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b) La resolución de las reclamaciones contra las resoluciones expresas o presun-
tas en materia de acceso que puedan presentarse por las personas solicitantes o por 
las terceras personas interesadas en los supuestos previstos en la legislación básica.

c) Adoptar criterios de interpretación uniforme de las obligaciones contenidas en 
esta ley.

d) Presentar ante el Parlamento de Andalucía un informe anual de actuación.
e) Resolver las consultas que en materia de transparencia o protección de datos 

le planteen las administraciones y entidades sujetas a esta ley.
f) Responder a las consultas que, con carácter facultativo, le planteen los órganos 

encargados de tramitar y resolver las solicitudes de acceso a la información, así como 
las consultas que para el cumplimiento de lo previsto en el artículo 22 le planteen los 
órganos competentes.

g) Ejercer el control de la publicidad activa en los términos previstos en el artícu- 
lo 23.

h) Instar la incoación de expedientes disciplinarios o sancionadores de acuerdo 
con las previsiones del título VI.

i) Desempeñar las funciones previstas en la legislación sobre protección de datos 
para su ejercicio por las agencias autonómicas en su caso.

2. La Dirección del Consejo estará asesorada por la Comisión Consultiva prevista 
en el artículo 49.

Artículo 49. Comisión Consultiva de la Transparencia y la Protección de Datos.

1. La Comisión Consultiva de la Transparencia y la Protección de Datos, en ade-
lante la Comisión, se constituye como órgano de participación y consulta en materia 
de transparencia y protección de datos.

2. Sus funciones, funcionamiento y composición se determinarán en los estatu-
tos del Consejo.

3. La Comisión Consultiva estará compuesta por la persona que ejerza la Direc-
ción del Consejo y catorce miembros en representación de:

a) La Administración de la Junta de Andalucía.
b) El Parlamento de Andalucía, reuniendo la condición de diputado o diputada.
c) Las administraciones locales andaluzas.
d) Las universidades públicas andaluzas.
e) Las entidades representativas de las personas consumidoras y usuarias.
f) Las entidades representativas de los intereses económicos y sociales.
g) Personas expertas en la materia.
h) Un representante de la Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz.
i) Un representante de la Cámara de Cuentas de Andalucía.

4. Los miembros de la Comisión serán nombrados por la persona titular de la 
Consejería a la que se refiere el artículo 43.4. Serán cesados por las mismas causas 
que la persona que ejerza la Dirección del Consejo o a petición de la entidad que los 
hubiera propuesto.
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TÍTULO VI

RéGIMEN SANCIONADOR

Artículo 50. Régimen jurídico.

1. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley se san-
cionará conforme a lo previsto en este título, sin perjuicio de otras responsabilidades 
que pudieran concurrir.

2. La potestad sancionadora respecto de las infracciones tipificadas en esta ley 
se ejercerá de conformidad con lo dispuesto en ella y en la normativa en materia de 
régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo 
sancionador. Las infracciones disciplinarias se regirán por el procedimiento previsto 
para el personal funcionario, estatutario o laboral que resulte de aplicación en cada 
caso.

Artículo 51. Responsables.

1. Son responsables de las infracciones, aun a título de simple inobservancia, las 
personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su naturaleza, que realicen acciones o que 
incurran en las omisiones tipificadas en la presente ley con dolo, culpa o negligencia.

2. En particular, son responsables:

a) Las autoridades, directivos y el personal al servicio de las entidades previstas 
en el artículo 3.

b) Las personas físicas y jurídicas a las que se refiere el artículo 4.
c) Las entidades a las que se refiere el artículo 5.

Artículo 52. Infracciones de carácter disciplinario.

Son infracciones imputables a las autoridades, directivos y el personal al servicio 
de las entidades previstas en el artículo 3:

1. Infracciones muy graves:

a) El incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa previstas en el título 
II cuando se haya desatendido el requerimiento expreso del Consejo de Transparencia 
y Protección de Datos de Andalucía.

b) La denegación arbitraria del derecho de acceso a la información pública.
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c) El incumplimiento de las resoluciones dictadas en materia de acceso por el 
Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía en las reclamaciones 
que se le hayan presentado.

2. Infracciones graves:

a) El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa previstas 
en el título II.

b) El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo la solicitud de 
acceso a la información pública.

c) La falta de colaboración en la tramitación de las reclamaciones que se presen-
ten ante el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía.

d) Suministrar la información incumpliendo las exigencias derivadas del principio 
de veracidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.e).

3. Infracciones leves:

a) El incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa previstas en el título II.
b) El incumplimiento injustificado de la obligación de resolver en plazo la solicitud 

de acceso a la información pública.

Artículo 53. Infracciones de las personas obligadas al suministro de información.

Son infracciones imputables a las personas físicas y jurídicas a las que se refiere 
el artículo 4:

1. Muy graves:

a) El incumplimiento de la obligación de suministro de información que haya sido 
reclamada como consecuencia de un requerimiento del Consejo de Transparencia 
y Protección de Datos de Andalucía o para dar cumplimiento a una resolución del 
mismo en materia de acceso.

b) La reincidencia en la comisión de faltas graves. Se entenderá por reincidencia 
la comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza 
cuando así haya sido declarado por resolución firme.

2. Graves:

a) La falta de contestación al requerimiento de información.
b) Suministrar la información incumpliendo las exigencias derivadas del principio 

de veracidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.e).
c) La reincidencia en la comisión de faltas leves. Se entenderá por reincidencia la 

comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza 
cuando así haya sido declarado por resolución firme.

3. Leves:

a) El retraso injustificado en el suministro de la información.
b) El suministro parcial o en condiciones distintas de las reclamadas.
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Artículo 54. Infracciones de otras entidades.

Son infracciones imputables a las entidades de naturaleza privada a las que se 
refiere el artículo 5:

1. Infracción muy grave: el incumplimiento de las obligaciones de publicidad ac-
tiva que les sean de aplicación cuando se haya desatendido el requerimiento expreso 
del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía.

2. Infracción grave: el incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad 
activa que les sean de aplicación o publicar la información incumpliendo las exigen-
cias derivadas del principio de veracidad.

3. Infracción leve: el incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa que 
sean de aplicación cuando no constituya infracción grave o muy grave.

Artículo 55. Sanciones disciplinarias.

1. A las infracciones del artículo 52, imputables a personal al servicio de las enti-
dades previstas en el artículo 3, se les aplicarán las sanciones que correspondan con 
arreglo al régimen disciplinario que en cada caso resulte aplicable.

2. Cuando las infracciones sean imputables a autoridades y directivos, podrán 
aplicarse las siguientes sanciones:

a) Amonestación en el caso de infracciones leves.
b) En el caso de infracciones graves:

1.º Declaración del incumplimiento y publicación en el boletín oficial correspon-
diente.

2.º Cese en el cargo.

c) En el caso de muy graves:

1.º Todas las previstas para infracciones graves.
2.º No poder ser nombrados para ocupar cargos similares por un período de hasta 

tres años.

Artículo 56. Sanciones a otras entidades.

1. Para las infracciones previstas en los artículos 53 y 54, podrán aplicarse las 
sanciones de amonestación y multa.

2. Las infracciones leves podrán sancionarse con amonestación o multa com-
prendida entre 200 y 5.000 euros.

3. Las infracciones graves se sancionarán con multa comprendida entre 5.001 y 
30.000 euros.

4. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa comprendida entre 
30.001 y 400.000 euros.
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5. Las infracciones graves y muy graves podrán conllevar como sanción accesoria 
el reintegro total o parcial de la subvención concedida o, en su caso, la resolución del 
contrato, concierto o vínculo establecido. Para la imposición y graduación de estas 
sanciones accesorias, se atenderá a la gravedad de los hechos y su repercusión, de 
acuerdo con el principio de proporcionalidad.

Artículo 57. Procedimiento.

1. Para la imposición de las sanciones establecidas en el presente título, se se-
guirán las disposiciones previstas en el procedimiento sancionador o, en el caso de 
infracciones imputables al personal al servicio de entidades, el régimen disciplinario 
funcionarial, estatutario o laboral que en cada caso resulte aplicable.

2. En todo caso, el procedimiento se iniciará de oficio, por acuerdo del órgano 
competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, pe-
tición razonada de otros órganos o denuncia de la ciudadanía. El Consejo de Trans-
parencia y Protección de Datos de Andalucía, cuando constate incumplimientos en 
esta materia susceptibles de ser calificados como alguna de las infracciones previstas 
en este título, instará la incoación del procedimiento. En este último caso, el órgano 
competente estará obligado a incoar el procedimiento y a comunicar al Consejo el 
resultado del mismo.

Artículo 58. Competencia sancionadora.

1. La competencia para la imposición de sanciones disciplinarias corresponderá al 
órgano que determine la normativa aplicable en la Administración o entidad a la que 
pertenezca el sujeto infractor.

2. Para las infracciones previstas en el artículo 53, la competencia corresponderá 
al órgano que determine la normativa aplicable en la Administración o entidad a la que 
se encuentre vinculada la persona infractora.

3. En el supuesto de infracciones de las tipificadas en el artículo 54, la potestad 
sancionadora será ejercida por la Consejería de la Junta de Andalucía competente en 
materia de la presidencia o por la entidad local titular del servicio público.
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Disposición adicional primera. Revisión y simplificación normativa.

1. Todas las administraciones públicas andaluzas habrán de acometer una revi-
sión, simplificación y, en su caso, una consolidación normativa de sus ordenamientos 
jurídicos. Para ello, habrán de efectuar los correspondientes estudios, derogar las 
normas que hayan quedado obsoletas y determinar, en su caso, la necesidad de in-
troducir modificaciones, novedades o proponer la elaboración de un texto refundido, 
de conformidad con las previsiones constitucionales y legales sobre competencia y 
procedimiento a seguir, según el rango de las normas que queden afectadas.

2. A tal fin, en el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía, la Conse-
jería competente en materia de administración pública elaborará un plan de calidad y 
simplificación normativa y se encargará de coordinar el proceso de revisión y simpli-
ficación normativa respecto del resto de las consejerías.

3. Las secretarías generales técnicas de las distintas consejerías llevarán a cabo el 
proceso de revisión y simplificación en sus ámbitos competenciales de actuación.

Disposición adicional segunda. Mejora de la calidad de regulación.

En el marco de lo dispuesto en el capítulo I del título I de la Ley 2/2011, de 4 de 
marzo, de Economía Sostenible, se realizarán las siguientes actuaciones:

a) Mediante Decreto del Consejo de Gobierno se regulará, como trámite pre-
ceptivo en los procedimientos de aprobación de los anteproyectos de ley, decretos 
legislativos y disposiciones de carácter general, una memoria de análisis de impacto 
normativo.

b) Por Acuerdo del Consejo de Gobierno, se aprobarán unas instrucciones de 
técnica normativa al objeto de homogeneizar los aspectos formales de los textos 
normativos de la Comunidad Autónoma.

Disposición adicional tercera. Designación de representante de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía en la Agencia Española de Protección de Datos.

A efectos de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, el director o directora del Consejo de Transparencia y Protección de Datos 
de Andalucía ostentará la condición de representante de la Comunidad Autónoma en 
el Consejo Consultivo de la Agencia Española de Protección de Datos.

Disposición adicional cuarta. Regulaciones especiales del derecho de acceso a 
la información pública.

1. La normativa reguladora del correspondiente procedimiento administrativo 
será la aplicable al acceso por parte de quienes tengan la condición de interesados 
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en un procedimiento administrativo en curso a los documentos que se integren en el 
mismo.

2. Se regirán por su normativa específica, y por esta ley con carácter supletorio, 
aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la 
información.

3. En este sentido, esta ley será de aplicación, en lo no previsto en sus respec-
tivas normas reguladoras, al acceso a la información ambiental y a la destinada a la 
reutilización.

Disposición adicional quinta. Conformidad con la normativa estatal.

El contenido de la letra a) del artículo 2; las letras e), g), h), i), j) y k) del aparta- 
do 1, así como los apartados 2 y 3 del artículo 3; los apartados 1 y 2 del artículo 4; 
el párrafo primero del apartado 1 del artículo 5; las letras i), j) y k) del artículo 6; el 
primer párrafo del apartado 1 y los apartados 2, 3 y 5 del artículo 9; las letras a), b), 
c) y h) del apartado 1 del artículo 10; las letras b), c) y e) del artículo 11; el apartado 
1 del artículo 12; las letras a), b), c), d) y e) del artículo 13.1; el artículo 15; las letras 
a) y b) del artículo 16; el apartado 2 del artículo 18; el artículo 24; los apartados 3 y 4 
del artículo 25; el artículo 33, y el apartado 2 del artículo 34 de la presente ley están 
redactados, total o parcialmente, de conformidad con los preceptos de aplicación 
general de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Informa-
ción Pública y Buen Gobierno.

Disposición adicional sexta. Comisión Consultiva de Subvenciones y Ayudas.

1. Se creará, por Decreto del Consejo de Gobierno, la Comisión Consultiva de 
Subvenciones y Ayudas como órgano colegiado consultivo en materia de subvencio-
nes y ayudas, de los órganos y entidades que integran el sector público autonómico, 
así como de las entidades locales andaluzas.

2. La norma de creación regulará su composición, funcionamiento y competen-
cias.

3. Los informes, recomendaciones o instrucciones que emita serán públicos.

Disposición adicional séptima. Transparencia en los procedimientos negociados 
sin publicidad.

Las personas y entidades incluidas en el artículo 3 de esta ley deberán publicar en 
su perfil del contratante, simultáneamente al envío de las solicitudes de ofertas a las 
que se refiere el artículo 178.1 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, un anun-
cio, al objeto de facilitar la participación de otros posibles licitadores.

Las ofertas que presenten los licitadores que no hayan sido invitados no podrán 
rechazarse exclusivamente por dicha circunstancia.
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Disposición transitoria primera. Solicitudes de acceso en trámite.

Las solicitudes de acceso a información pública presentadas con anterioridad a la 
entrada en vigor de la presente ley continuarán su tramitación con arreglo a la norma-
tiva aplicable en el momento de su presentación.

Disposición transitoria segunda. Aplicación de obligaciones de transparencia a 
relaciones jurídicas anteriores.

Las obligaciones establecidas en los artículos 4 y 5 nacen de la Ley y, en conse-
cuencia, no será obstáculo para su exigibilidad, a partir de la entrada en vigor de esta 
ley, el mero hecho de que el contrato, subvención o cualesquiera otras formas de 
relación, estando vigentes, tengan su origen en una fecha anterior.
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a 
lo establecido en la presente ley.
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DISPOSICIONES FINALES

Disposición final primera. Modificación de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del 
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El artículo 31 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, queda redactado como sigue:

«Artículo 31. Transparencia.

1. El Gobierno actuará en su funcionamiento con transparencia y hará público con 
carácter previo a la celebración de sus reuniones el orden del día previsto y, una vez 
celebradas, los acuerdos que se hayan aprobado.

2. En todo caso, las deliberaciones del Consejo de Gobierno, así como las opiniones o 
votos emitidos en él, tendrán carácter secreto, estando obligados sus integrantes a man-
tener dicho carácter, aun cuando hubieran dejado de pertenecer al Consejo de Gobierno.

3. La información contenida en los expedientes de los asuntos sometidos al 
Consejo de Gobierno estará sujeta a los criterios y reglas generales de acceso es-
tablecidos en la legislación en materia de transparencia, aplicándose estos por las 
consejerías que los hayan tramitado.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de 
la Administración de la Junta de Andalucía.

Se modifica la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la Junta de 
Andalucía, en los siguientes términos:

Uno. El artículo 79 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 79. Publicidad y transparencia de la actuación administrativa.
La actuación de la Administración de la Junta de Andalucía se desarrollará con 

el máximo respeto a los principios de publicidad y transparencia, sin perjuicio de las 
limitaciones derivadas del derecho a la intimidad o de otros derechos constitucionales 
que gozan de una protección específica.

Para hacer efectivo estos principios, se reconoce el derecho a la publicidad activa 
y el derecho de acceso a la información pública en los términos previstos en la Ley de 
Transparencia Pública de Andalucía.»

Dos. El párrafo primero del apartado 2 del artículo 80 queda redactado del si-
guiente modo:

«En orden a facilitar el derecho a la información de la ciudadanía, y sin perjuicio 
de lo dispuesto en la Ley de Transparencia Pública de Andalucía, la Administración de 
la Junta de Andalucía está obligada: […].»

Tres. El artículo 86 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 86. Derecho de acceso a la información pública.
La ciudadanía tiene derecho a acceder a la información pública, archivos y regis-

tros en los términos y con las condiciones establecidas en la Constitución, en la Ley 
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de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, en la Ley de 
Transparencia Pública de Andalucía y demás que resulten de aplicación.»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 7/2011, de 3 de noviembre, de 
Documentos, Archivos y Patrimonio Documental de Andalucía.

Se modifica la Ley 7/2011, de 3 de noviembre, de Documentos, Archivos y Patri-
monio Documental de Andalucía, en los siguientes términos:

Uno. El artículo 31 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 31. Comisión Andaluza de Valoración de Documentos.

1. En el marco de las normas recogidas en la Constitución, en la Ley de Transpa-
rencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, en la Ley de Transparencia 
Pública de Andalucía, en la presente ley y demás normas que resulten de aplicación, 
la Comisión Andaluza de Valoración de Documentos es un órgano colegiado de ca-
rácter técnico y de participación, al que corresponde la valoración de los documentos 
de titularidad pública y la aplicación del régimen de acceso material al patrimonio 
documental de Andalucía custodiado en los archivos del Sistema.

2. La adscripción, composición y funcionamiento de la Comisión Andaluza de 
Valoración de Documentos se establecerán reglamentariamente.

3. Son funciones de la Comisión Andaluza de Valoración de Documentos:

a) Dictaminar la conservación de aquellos documentos que tengan interés para la 
Comunidad Autónoma y autorizar la eliminación de aquellos otros que, extinguido su 
valor probatorio de derechos y obligaciones, carezcan de ese interés, de acuerdo con 
el procedimiento que reglamentariamente se establezca.

b) Establecer los criterios sobre el acceso material a los documentos de titularidad 
pública y a los documentos del Patrimonio Documental de Andalucía custodiados en 
los archivos del Sistema.

c) Establecer los plazos de permanencia, custodia y control de los documentos 
en los diferentes archivos.

d) Evacuar el informe que declare la conservación de los documentos judiciales en 
razón de su valor histórico-cultural a que se refiere el artículo 48.2.

e) Evacuar los informes que les sean solicitados por la persona titular de la con-
sejería y por quienes sean titulares de sus direcciones generales en materia de su 
competencia.

f) Elevar propuestas sobre cualquier otra medida que permita el cumplimiento de 
sus funciones.

g) Cualesquiera otras funciones que se determinen reglamentariamente.»

Dos. El artículo 61 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 61. Acceso a los documentos de titularidad pública y a su información.
El acceso a los documentos de titularidad pública y a su información se ajustará a 

lo dispuesto en la Constitución, en la Ley de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, en la Ley de Transparencia Pública de Andalucía, en la pre-
sente ley y demás normas que resulten de aplicación.»
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Tres. El artículo 62 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 62. Derecho de acceso a los documentos de titularidad pública.

1. El derecho de acceso sólo podrá ser restringido o denegado en aplicación de 
los límites y causas de inadmisión establecidos en la Ley de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Buen Gobierno, y en la Ley de Transparencia Pública de 
Andalucía.

2. El acceso material a los documentos podrá ser denegado cuando el estado de 
conservación de los mismos así lo requiera, pudiendo ser sustituido por una repro-
ducción veraz.

3. Se denegará la consulta directa de los documentos originales a las personas 
que hayan sido condenadas por sentencia firme por la comisión de delitos contra la 
seguridad y conservación del Patrimonio Documental. Queda exceptuada de esta 
limitación la consulta de los documentos pertenecientes a procedimientos en los que 
sean parte interesada.

4. La Comisión Andaluza de Valoración de Documentos podrá establecer criterios 
homogéneos sobre la aplicación de la normativa sobre la materialización del acceso a 
los archivos, en los términos previstos en la legislación sobre transparencia, conside-
rando el estado de conservación de los documentos.»

Cuatro. El apartado 1 del artículo 63 queda redactado del siguiente modo:
«1. El ejercicio del derecho de acceso a los documentos de titularidad pública y 

obtención de copias de los mismos está sujeto a lo dispuesto en los artículos 37 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y 86 de la Ley 9/2007, de 22 
de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, y al procedimiento que se 
regula en la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, 
y en la Ley de Transparencia Pública de Andalucía.»

Cinco. El párrafo c) del artículo 72 queda redactado del siguiente modo:
«c) Impedir el derecho de acceso de la ciudadanía a los archivos, contraviniendo 

los términos previstos en el artículo 65.»

Disposición final cuarta. Desarrollo reglamentario.

El desarrollo reglamentario de esta ley se llevará a efecto de acuerdo con lo dis-
puesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 
de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía.

Disposición final quinta. Entrada en vigor.

1. La presente ley entrará en vigor al año de su publicación en el Boletín Oficial 
de la Junta de Andalucía, salvo lo dispuesto en su título V, que entrará en vigor el 1 
de enero de 2015.
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2. Las entidades locales andaluzas dispondrán de un plazo máximo de dos años, 
desde la entrada en vigor de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, para adaptarse a las 
obligaciones contenidas en esta ley.

Sevilla, 24 de junio de 2014

SUSANA DÍAZ PACHECO
Presidenta de la Junta de Andalucía

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» número 124, de 30 de junio de 2014)
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Decreto 289/2015, de 21 de julio, por el que se regula la organización admi-
nistrativa en materia de transparencia pública en el ámbito de la Administra-

ción de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales

El Estatuto de Autonomía establece que la Comunidad Autónoma de Andalucía 
tiene competencia exclusiva sobre estructura y regulación de los órganos administra-
tivos públicos de Andalucía y de sus organismos autónomos según el artículo 47.1.1.ª 
Asimismo, las competencias en materia de transparencia encuentran fundamento en 
diversos preceptos del Estatuto de Autonomía, entre los que destaca el artículo 31, 
que reconoce el derecho a una buena administración.

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, vino a regular con carácter básico la transparencia de la 
actividad pública y el acceso a la información pública. En su artículo 21 dispone 
que las Administraciones Públicas incluidas en su ámbito de aplicación establecerán 
sistemas para integrar la gestión de solicitudes de información de la ciudadanía en el 
funcionamiento de su organización interna y las entidades incluidas en el ámbito de 
aplicación identificarán claramente el órgano competente para conocer de las solici-
tudes de acceso.

La Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía, desarrolló 
la normativa básica estatal, al amparo de las competencias que el Estatuto de Auto-
nomía atribuye a nuestra Comunidad Autónoma en materia de transparencia. En el 
Capítulo I de su Título V se recogen los elementos organizativos para la coordinación 
de la transparencia en el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía, que 
estarán formados por la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras, que 
contará con una secretaría que actuará como oficina administrativa, las unidades y 
comisiones de transparencia que se crearán en cada Consejería y la Inspección Gene-
ral de Servicios de la Junta de Andalucía.

El artículo 41.3 dispone que por Decreto del Consejo de Gobierno se regulará el 
funcionamiento de las unidades y las comisiones de transparencia. Con este Decreto 
se pretende dar cumplimiento al mandato anterior y regular de manera completa la 
estructura administrativa básica en materia de transparencia en la Administración de 
la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales adscritas. Una estructura admi-
nistrativa adecuada facilitará el trabajo de gestión documental, archivo, ordenación y 
tramitación de la ingente documentación que obra en poder de los centros gestores 
y de la puesta a disposición a la ciudadanía de la misma. 
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La organización establecida en este Decreto apuesta por una estructura que 
pretende involucrar en la transparencia de la actividad pública a todos los órganos 
que conforman la Administración de la Junta de Andalucía y a sus entidades instru-
mentales adscritas, de tal forma que las personas que trabajan en el sector público se 
sientan comprometidas de acuerdo con el carácter transversal de la materia.

El Decreto se compone de 16 artículos, estructurados en 8 Capítulos. El Capítulo 
I se destina a las disposiciones generales. Entre ellas se contiene el objeto y el ámbito 
de aplicación. Asimismo, se señalan los órganos a los que se les atribuye la respon-
sabilidad para suministrar o hacer pública la información. Para ello se utiliza el criterio 
de su relación con las competencias que tenga atribuidas.

El Capítulo II relaciona los órganos y unidades administrativas que integran la 
organización básica de la transparencia pública en el ámbito del Decreto, de acuerdo 
con los artículos 40 y 41 de la Ley 1/2014, de 24 de junio.

El Capítulo III se dedica a la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconseje-
ras, a la que le corresponde la coordinación general de las políticas de transparencia 
pública. Se establecen las funciones concretas que le corresponden: coordinar, dictar 
instrucciones, aprobar criterios, establecer directrices, etc. 

El Capítulo IV aborda la regulación de la Secretaría que servirá de soporte para la 
preparación de los trabajos de la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconse-
jeras y para la relación con las distintas unidades y comisiones de transparencia. La 
Secretaría actuará bajo la dependencia de la Viceconsejería de la Consejería compe-
tente en materia de transparencia y quedará integrada en su relación de puestos de 
trabajo. 

El Capítulo V regula las Unidades de Transparencia de las distintas Consejerías. 
Estas se configuran como pieza fundamental de la organización, llamadas a desem-
peñar un papel clave en el cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa y de 
acceso a la información pública por parte de la ciudadanía.

En el Capítulo VI se regulan las Comisiones de Transparencia que deberán cons-
tituirse en cada Consejería. Con una configuración amplia y multidisciplinar harán 
participe de las políticas de transparencia a toda la organización y facilitarán la coordi-
nación interna en la implementación de las mismas. Se regula igualmente el contenido 
mínimo de los Planes Operativos y de la Memoria anual.

El Capítulo VII hace referencia a la función que desempeñará la Inspección Gene-
ral de Servicios de la Junta de Andalucía en materia de transparencia. 

Por último, el Capítulo VIII regula las previsibles relaciones entre los distintos 
órganos competentes y el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de An-
dalucía. 

El Decreto contiene varias disposiciones complementarias. Entre ellas, se incluye 
una disposición adicional relativa a la creación de Unidades de Transparencia en 
determinadas agencias dependientes de la Administración de la Junta de Andalucía: 
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Servicio Andaluz de Salud, Servicio Andaluz de Empleo, Agencia de Innovación y 
Desarrollo de Andalucía, Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía 
y Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía. Por otra parte, se regula un 
régimen transitorio de designación de asignación de las funciones de las Unidades 
de Transparencia, así como el uso de medios electrónicos en la tramitación de las 
solicitudes de acceso. Por último se incluyen las habilitaciones necesarias para la 
adecuación de las relaciones de puestos de trabajo y plantilla presupuestaria a las 
obligaciones establecidas en el mismo, adecuación que vendrá condicionada por la 
necesaria austeridad y contención del gasto.

De otra parte, la transversalidad de la política de género exige que esta sea tenida 
en cuenta en cualquier diseño normativo o de política pública. Por ello, en la com-
posición de los órganos colegiados, se ha respetado la representación equilibrada de 
mujeres y hombres en los términos establecidos por la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
de Administración de la Junta de Andalucía, y por la Ley 12/2007, de 26 de noviem-
bre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, y se ha velado por el 
principio de igualdad entre hombres y mujeres en el acceso a la información.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en el artículo 27.9 de la Ley 
6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a 
propuesta del Vicepresidente de la Junta de Andalucía y Consejero de la Presidencia 
y Administración Local, y previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su reunión 
del día 21 de julio de 2015,
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D I S P O N G O

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

El presente Decreto tiene por objeto la regulación de la organización administrativa 
en materia de transparencia en el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía 
y sus entidades instrumentales adscritas en desarrollo de lo establecido en el Capítulo I 
del Título V de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.

Las disposiciones de este Decreto se aplicarán a la Administración de la Junta 
de Andalucía y a los siguientes entes instrumentales previstos en el artículo 3.1 de la 
Ley 1/2014, de 24 de junio: 

a) Las agencias de la Administración de la Junta de Andalucía.
b) Las sociedades mercantiles del sector público andaluz.
c) Las fundaciones del sector público andaluz.
d) Las asociaciones constituidas por la Administración de la Junta de Andalucía 

o sus entidades dependientes así como los órganos de cooperación a que se refiere 
el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en los supuestos 
en que la secretaría u órgano similar corresponda a la Administración de la Junta de 
Andalucía o a sus entidades dependientes.

e) Los consorcios y demás entidades con personalidad jurídica no incluidas en 
las letras anteriores a los que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 5 del Texto 
Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

f) Los fondos sin personalidad jurídica a los que se refiere el art. 5.3 del Texto 
Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

Artículo 3. Órganos responsables de la información.

1. En cada Consejería corresponderá a las personas titulares de los órganos direc-
tivos centrales o periféricos competentes, de acuerdo con la distribución de compe-
tencias establecida en los decretos que aprueben la estructura orgánica, elaborar y 
poner a disposición de las Unidades de Transparencia los contenidos necesarios para 
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dar cumplimiento a las obligaciones de publicidad activa, así como dictar y notificar 
las resoluciones en materia de derecho de acceso relacionadas con las competencias 
que tengan atribuidas, respondiendo de su veracidad, objetividad y actualización.

En el caso de que la información afecte a las competencias de más de un órgano 
directivo, será competente para la función establecida en el párrafo anterior la persona 
titular de la Viceconsejería, o, en su caso, de la Secretaría General de la que dependan.

2. En las entidades instrumentales adscritas a la Administración de la Junta de 
Andalucía, las responsabilidades a que se refiere el apartado 1 corresponderán a las 
personas titulares de los órganos directivos que determinen sus estatutos o normas 
de organización, en relación con sus competencias y, en su defecto, la persona que 
ejerza la máxima responsabilidad de la entidad. 

3. Las responsabilidades de elaboración y puesta a disposición de la información 
a la que se refiere el apartado primero incluye la grabación en las bases de datos o en 
los sistemas de información centralizados y otros existentes ya estructurados, valida-
dos y normalizados conforme a la normativa que le sea aplicable.

CAPÍTULO II

Órganos competentes y unidades administrativas de apoyo en la Administración 
de la Junta de Andalucía

Artículo 4. Órganos y unidades administrativas.

1. De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 40 y 41 de la Ley 1/2014, de 24 
de junio, la organización de la transparencia pública en la Administración de la Junta 
de Andalucía y sus entidades instrumentales se integra por los órganos y unidades 
administrativas que se indican en los siguientes apartados.

2. Órganos administrativos:
a) Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras.
b) Comisiones de Transparencia.
c) Inspección General de Servicios.

3. Unidades administrativas:
a) Secretaría de Transparencia.
b) Unidades de Transparencia.

CAPÍTULO III

La Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras

Artículo 5. Funciones de la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, 
le corresponde a la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras la coordi-
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nación general en materia de transparencia en la Administración de la Junta de An-
dalucía y sus entidades instrumentales adscritas a cuyo fin desarrollará las siguientes 
funciones:

a) Dictar instrucciones, fijar criterios y adoptar e impulsar cuantas medidas y 
actuaciones sean necesarias para la correcta aplicación de las políticas de transpa-
rencia.

b) Establecer y coordinar la planificación directiva en materia de transparencia 
mediante la determinación de las pautas generales.

c) Aprobar las directrices para la confección de los planes operativos que desarro-
llen las Consejerías en sus respectivos ámbitos.

d) Conocer la Memoria de Evaluación anual sobre el cumplimiento por las Con-
sejerías y sus entidades instrumentales adscritas de sus obligaciones en materia de 
transparencia.

e) Cuantas otras funciones le sean asignadas en esta y otras disposiciones.

CAPÍTULO IV

La Secretaría de Transparencia

Artículo 6. Secretaría de Transparencia.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 40.2 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, 
la Secretaría de Transparencia servirá de soporte para la preparación de los trabajos 
relacionados con las funciones que tiene atribuidas la Comisión General de Vicecon-
sejeros y Viceconsejeras y como oficina administrativa para la relación con las Unida-
des de Transparencia y Comisiones de Transparencia de cada Consejería y sus entes 
instrumentales, desarrollando las siguientes funciones:

a) Asesorar a la Comisión en cuantas cuestiones sean necesarias en materia de 
transparencia.

b) Elaborar las propuestas de las instrucciones y de medidas y actuaciones ne-
cesarias para la correcta aplicación de las políticas de transparencia a adoptar por la 
Comisión. 

c) Elevar a la Comisión un informe con la información agregada de las Memorias 
sectoriales.

d) Tramitar las solicitudes de dictámenes y asesoramiento al Consejo de Transpa-
rencia y Protección de Datos de Andalucía que tengan su origen en la Comisión.

e) Recabar de las distintas Consejerías y de sus entidades instrumentales adscri-
tas cuanta información sea necesaria para el ejercicio de sus funciones.

f) Coordinar la actividad de las distintas Unidades de Transparencia en lo que 
afecte a las competencias atribuidas a la Comisión.

g) Actuar como Unidad de Transparencia de la Consejería competente en materia 
de transparencia en los términos previstos en el Capítulo V.

h) Coordinar el ejercicio de estas funciones con el órgano responsable en materia 
de información administrativa y atención a la ciudadanía.
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i) Las demás funciones que le encomiende la Comisión en materia de transparencia. 
j) Cualquier otra función que pudiera encomendarse en ésta u otras disposiciones.

Artículo 7. Organización de la Secretaría de Transparencia.

1. La Secretaría de Transparencia actuará bajo la dependencia de la Viceconseje-
ría de la Consejería competente en materia de transparencia y quedará integrada en 
su relación de puestos de trabajo.

2. Para el desarrollo de sus funciones contará con los puestos de trabajo que 
determine la correspondiente relación de puestos de trabajo.

CAPÍTULO V

Las Unidades de Transparencia

Artículo 8. Unidades de Transparencia.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41.1 de la Ley 1/2014, de 24 de 
junio, en cada Consejería existirá una Unidad de Transparencia cuyas funciones 
se asignarán a una unidad administrativa con nivel orgánico de servicio que, a 
estos efectos, actuará bajo la dependencia de la Viceconsejería con el fin de 
impulsar la transparencia en el ámbito de la Consejería y sus entidades instru-
mentales adscritas y facilitar la aplicación de los criterios e instrucciones que se 
establezcan. 

2. Las entidades instrumentales actuarán bajo la coordinación de la Unidad de 
Transparencia perteneciente a la Consejería o Agencia de la que dependan o estén 
vinculadas. La unidad u órgano responsable de la transparencia de las entidades ins-
trumentales que no dispongan de Unidad de Transparencia ejercerán cuantas funcio-
nes resulten necesarias para el cumplimiento de sus fines y, en concreto, las previstas 
en las letras b), c), e), f), g), h) i), j), k) y n) del artículo 9.

3. Por decreto del Consejo de Gobierno, en aquellas agencias dependientes de la 
Administración de la Junta de Andalucía en que se justifique, en razón del volumen o 
especialidad de sus recursos de información, podrán constituirse Unidades de Trans-
parencia con las competencias que se regulan en el artículo 9. 

4. Cada Consejería o entidad instrumental adscrita identificará en la sección de 
Transparencia del Portal de la Junta de Andalucía la unidad u órgano responsable 
de la transparencia así como su ámbito de actuación, indicando la persona titular, el 
teléfono y el correo electrónico de contacto. La misma información estará disponible 
en los Registros Generales de Documentos de cada Consejería y de sus órganos pe-
riféricos. 
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Artículo 9. Funciones de las Unidades de Transparencia.

Las Unidades de Transparencia ejercerán cuantas funciones resulten necesarias 
para el cumplimiento de sus fines y, en concreto, las siguientes:

a) Coordinar las actuaciones en materia de transparencia.
b) Velar por el cumplimiento de las obligaciones de transparencia. 
c) Colaborar con la Secretaría de Transparencia en las actuaciones en materia de 

transparencia.
d) Realizar el seguimiento de la ejecución del Plan Operativo en materia de Trans-

parencia establecido por su Consejería. 
e) Recabar, difundir y supervisar la información necesaria para dar cumpli-

miento a las obligaciones de publicidad activa correspondientes, así como facilitar 
el acceso a la misma a través del Portal de la Junta de Andalucía, garantizando 
que toda la información referente a personas esté desagregada por sexo, cuando 
sea posible.

f) Procurar la disponibilidad de la información cuyo acceso se solicite con mayor 
frecuencia. 

g) Dar curso a las solicitudes de acceso a la información pública que sean 
recibidas en la Unidad y trasladarla al órgano o entidad competente para su reso-
lución. 

h) Realizar el seguimiento, apoyar y asesorar a los órganos competentes en la 
tramitación y resolución de las solicitudes de acceso a la información. 

i) Asistir a las personas que lo requieran en el correcto ejercicio del derecho de 
acceso.

j) Llevar el control de todas las solicitudes de acceso a la información recibidas, 
tramitadas y resueltas.

k) Comunicar a la Secretaría de Transparencia los datos del párrafo anterior a 
efectos de su agregación con los del resto de unidades de transparencia.

l) Impulsar la formación y sensibilización en materia de transparencia del personal 
de la Consejería y entidades instrumentales adscritas, sin perjuicio de las competen-
cias que correspondan a otros órganos.

m) Coordinar en su ámbito las acciones en materia de información administrativa 
y atención a la ciudadanía. 

n) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de 
las disposiciones en materia de transparencia. 

Artículo 10. Formación del personal adscrito a las Unidades de Transparencia.

Con el fin de desarrollar eficazmente sus funciones, el personal adscrito a las 
Unidades de Transparencia recibirá formación especializada en el ámbito de la trans-
parencia a través del Instituto Andaluz de Administración Pública. 
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CAPÍTULO VI

Las Comisiones de Transparencia

Artículo 11. Comisiones de Transparencia.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41.2 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, 
se constituirá en cada Consejería una Comisión de Transparencia con la participación 
de los distintos centros directivos, archivos, y entidades instrumentales dependien-
tes para asegurar la implementación de la transparencia de forma homogénea en su 
ámbito de actuación.

Artículo 12. Composición y funcionamiento de las Comisiones de Transparencia.

1. La Comisión de Transparencia de cada Consejería estará presidida por la per-
sona titular de la Viceconsejería. En casos de vacante, ausencia, enfermedad u otra 
causa legal será sustituida por la persona que aquella designe, o en su defecto, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 93.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

2. Formarán parte, además:

a) La persona responsable de la Unidad de Transparencia.
b) Una persona representante de cada centro directivo de la Consejería, que 

ocupe un puesto con al menos nivel orgánico de jefatura de servicio, designado por 
la persona titular del centro directivo.

c) Las personas responsables de los Archivos Centrales.
d) La persona titular de la Unidad de Transparencia u órgano responsable en ma-

teria de transparencia de cada entidad instrumental adscrita a la Consejería.

3. La Comisión estará asistida por el Letrado o Letrada Jefe de la Asesoría de-
signado por la persona titular de la Jefatura del Gabinete Jurídico de la Junta de 
Andalucía.

4. La composición de la Comisión de Transparencia respetará la representación 
equilibrada de mujeres y hombres facilitando cada centro directivo dicha representación, 
velándose asimismo porque alguna de las personas que compongan la Comisión tenga 
conocimientos y experiencia en la aplicación del principio de transversalidad de género.

5. La Secretaría de la Comisión será ejercida por la persona responsable de la Uni-
dad de Transparencia de la Consejería. Esta será sustituida por una persona funcio-
naria técnica de la Unidad de Transparencia, en los supuestos de vacante, ausencia, 
enfermedad u otra causa legal en los términos del artículo 95.1 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre.

6. La Comisión se reunirá semestralmente y, en todo caso, cuando sea convocada 
por la Presidencia. Su funcionamiento se ajustará a lo dispuesto en la Sección 1.ª del 
Capítulo II del Título IV de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la 
Junta de Andalucía, así como por lo previsto en las normas básicas del Estado. 
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7. La Comisión podrá crear los grupos de trabajo que estime necesarios para 
estudiar, asesorar e informar sobre aspectos técnicos o metodológicos relativos a 
materias concretas que afectan a su ámbito.

8. La Unidad de Transparencia de cada Consejería dará el soporte administrativo 
y técnico necesario para el desarrollo de las funciones de la Comisión.

9. Se facilitará el uso de medios telemáticos para la celebración de las reuniones, 
así como para la remisión de la información.

Artículo 13. Funciones de las Comisiones de Transparencia. 

Son funciones de las Comisiones de Transparencia, en relación con su ámbito:

a) Proponer actuaciones en materia de transparencia.
b) Facilitar la colaboración de los distintos centros directivos, archivos y entidades 

dependientes con la Unidad de Transparencia en la ejecución de las actuaciones en 
materia de transparencia.

c) Elaborar las propuestas del Plan Operativo y la Memoria de Evaluación anual de su 
ámbito de actuación y elevarlas para su aprobación a la persona titular de la Consejería.

d) Elaborar y actualizar una relación de contenidos que identifique los distintos 
tipos de información que se correspondan con su ámbito de actuación, incluyendo la 
variable sexo cuando dichos contenidos se refieran a personas.

e) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de 
las disposiciones en su ámbito de actuación administrativa. 

Artículo 14. Plan operativo y memoria anual.

1. En la elaboración del Plan Operativo, que comprenderá las actuaciones de la 
Consejería y de sus entidades instrumentales, se incorporarán, como mínimo, los 
siguientes contenidos:

a) Estructura organizativa.
b) Responsabilidades.
c) Funciones.
d) Procedimientos para realizar la acción de transparencia.
e) Objetivos generales y específicos de los centros directivos y entidades depen-

dientes de la Consejería en materia de transparencia.
f) Tareas y medidas a desarrollar por los distintos centros directivos y unidades 

administrativas en materia de transparencia e información al ciudadano y las corres-
pondientes acciones de coordinación.

g) Relación de contenidos informativos y fuentes de información afectadas por 
los mismos, así como sistemas y períodos de actualización.

h) Sistemas de seguimiento y control de las acciones en materia de transparencia 
e información al ciudadano.

2. En la Memoria Anual se tendrán en consideración los siguientes aspectos:
a) Actuaciones realizadas por la Consejería y sus entidades y organismos depen-

dientes en materia de transparencia.
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b) Datos estadísticos sobre publicidad activa y derecho de acceso.
c) Cumplimiento de objetivos contenidos en el Plan.
d) Propuestas de actuación.
e) Otros aspectos de interés.

CAPÍTULO VII

Inspección General de Servicios de la Junta de Andalucía

Artículo 15. Funciones de la Inspección General de Servicios de la Junta de 
Andalucía.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41.4 de la Ley 1/2014, de 24 de 
junio, a la Inspección General de Servicios de la Junta de Andalucía le corresponde 
velar por el cumplimiento de las obligaciones relacionadas con la publicidad activa y 
el derecho de acceso a la información pública en todo aquello que sea aplicable a la 
Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales.

2. La función descrita en el apartado anterior se ejercerá de acuerdo con lo dis-
puesto en el Reglamento de la Inspección General de Servicios de la Junta de Anda-
lucía, aprobado por Decreto 314/2002, de 30 de diciembre, mediante las actuaciones 
ordinarias que se realicen en cumplimiento del Plan General de Inspección y las actua-
ciones extraordinarias que se ordenen por los órganos competentes.

CAPÍTULO VIII

Relaciones con el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía

Artículo 16. Relaciones con el Consejo de Transparencia y Protección de Datos 
de Andalucía y consultas.

1. De acuerdo con el artículo 43.4 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, las relacio-
nes institucionales de la Administración de la Junta de Andalucía con el Consejo de 
Transparencia y Protección de Datos de Andalucía se llevarán a cabo a través de la 
persona titular de la Consejería competente en materia de transparencia. 

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, las relaciones derivadas 
del ejercicio de las competencias atribuidas al Consejo como autoridad independiente 
de control en materia de transparencia se llevarán a cabo por las personas titulares de 
las Consejerías o por aquellas que ejerzan la máxima responsabilidad en las entidades 
incluidas en el ámbito de aplicación de este Decreto.

3. No obstante, las consultas que, con carácter facultativo, se planteen al Con-
sejo por los órganos encargados de tramitar y resolver las solicitudes de acceso a la 
información de acuerdo con el artículo 48.1.f) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, se 
realizarán a través de las correspondientes Unidades de Transparencia.
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Disposición adicional primera. Creación de Unidades de Transparencia en deter-
minadas agencias dependientes de la Administración de la Junta de Andalucía.

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 8.3, se crean Unidades de Transparencia 
con la atribución de funciones contempladas en el artículo en el artículo 9 en las si-
guientes agencias: Servicio Andaluz de Salud, Servicio Andaluz de Empleo, Agencia 
de Innovación y Desarrollo de Andalucía, Agencia de Servicios Sociales y Dependen-
cia de Andalucía y Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía.

Disposición adicional segunda. Gestión electrónica en materia de transparencia.

En el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades 
instrumentales, el cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa así como 
la tramitación electrónica de las solicitudes que se presenten por vía telemática en 
materia de derecho de acceso a la información pública, se llevarán a cabo a través 
de los medios electrónicos y sistemas informáticos que se habiliten en el Portal de la 
Junta de Andalucía.

Disposición transitoria única. Asignación provisional de funciones.

Hasta el momento de entrada en vigor de la modificación de la relación de puestos 
de trabajo necesaria para adecuar la organización administrativa de la transparencia, 
las funciones de la Secretaría de Transparencia y las Unidades de Transparencia serán 
asignadas a unidades actualmente en funcionamiento con nivel orgánico mínimo de 
servicio.

Disposición final primera. habilitación para el desarrollo reglamentario. 

Se faculta a la persona titular de la Consejería competente en materia de trans-
parencia para dictar cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo de este 
Decreto.

Disposición final segunda. habilitación para la adecuación de la Relación de 
Puestos de Trabajo.

1. Se habilita a la Consejería competente en materia de Administración Pública 
para que se adecue la relación de puestos de trabajo y la plantilla presupuestaria a la 
nueva Secretaría de Transparencia y a las Unidades de Transparencia establecidas en 
el presente Decreto, así como a realizar las creaciones, supresiones y modificaciones 
necesarias en cualquiera de las características de los puestos de trabajo atendiendo a 
los principios de eficacia, austeridad, racionalización y reducción de gasto público.

La adecuación deberá realizarse en el plazo máximo de seis meses desde la en-
trada en vigor del presente Decreto.

2. De conformidad con los principios referidos en el apartado anterior, las accio-
nes de adecuación y modificación de la relación de puestos de trabajo se llevarán 
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a cabo mediante la reasignación de recursos preexistentes, sin que en ningún caso 
pueda suponer un incremento de la plantilla presupuestaria.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 21 de julo de 2015 

SUSANA DÍAZ PACHECO
Presidenta de la Junta de Andalucía

MANUEL JIMÉNEZ BARRIOS
Vicepresidente de la Junta de Andalucía 

y Consejero de la Presidencia
y Administración Local
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Decreto 434/2015, de 29 de septiembre, por el que se aprueban los Estatutos 
del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información y 
buen gobierno, prevé que las Comunidades Autónomas que así lo decidan puedan 
crear sus propios órganos independientes para la resolución de las reclamaciones en 
materia de acceso a la información pública. Con este objetivo, el artículo 43  de la 
Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía creó el Consejo 
de Transparencia y Protección de Datos como la autoridad independiente de control 
en materia de protección de datos y de transparencia en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía en ejercicio de la previsión antes indicada, junto con la contenida en el 
artículo 41 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de carácter personal. Igualmente, la regulación contenida en el Capítulo II del Título 
V de la citada Ley andaluza establece en su artículo 46.2 que la constitución efec-
tiva del Consejo tendrá lugar conforme a lo que determinen sus estatutos, que serán 
aprobados por el Consejo de Gobierno y que contendrán en todo caso su estructura, 
competencias, organización y funcionamiento. 

Los Estatutos se componen de 20 artículos, divididos en tres capítulos, que regu-
lan aspectos relacionados con la organización y las funciones del Consejo. 

El primero de ellos aborda los aspectos generales del organismo, como su natu-
raleza jurídica, independencia o régimen jurídico. El Capítulo II desarrolla la elección, 
composición y funcionamiento de los órganos del Consejo, dedicando una Sección 
a la Dirección del Consejo y otra a la Comisión Consultiva de la Transparencia y la 
Protección de Datos. El Capítulo III está dedicado al régimen de personal, de contra-
tación, patrimonial, económico y presupuestario. Los Estatutos han concretado el 
sistema de elección y cese tanto de la persona que ejerza la Dirección como de los 
miembros de la Comisión Consultiva de la Transparencia y la Protección de Datos. 
Respecto a la organización, la actividad ordinaria del Consejo girará sobre la Direc-
ción, de la que dependerán dos Áreas (de Transparencia y de Protección de Datos), 
una Asesoría Jurídica y una Secretaría General. 

El Decreto se completa con diversas disposiciones que se dedican a la actividad 
necesaria a desplegar para su puesta en funcionamiento de un modo efectivo. Con-
cretamente, una disposición adicional, tres disposiciones transitorias, una derogatoria 
y dos finales. El régimen transitorio incluye el procedimiento inicial de nombramiento 
de la persona titular de la Dirección y de los miembros de la Comisión Consultiva de la 
Transparencia y la Protección de Datos, así como la provisión inicial de los puestos de 
trabajo del Consejo, caracterizada por la contención del gasto. Igualmente, el período 
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transitorio se caracteriza por la colaboración y coordinación de las Consejería de la 
Presidencia y Administración Local y de Hacienda y Administración Pública para la 
efectiva entrada en funcionamiento del Consejo. En materia de protección de datos, 
se prevé un régimen que permite la asunción gradual de competencias dado que la 
Agencia Española de Protección de Datos viene ejerciendo estas funciones y queda 
asegurada su correcta ejecución sin merma en la seguridad jurídica. De esta manera, 
el Consejo ejercerá plenamente las competencias en materia de transparencia desde 
el inicio, siendo imprescindible para el ejercicio por la Comunidad Autónoma de com-
petencias en protección de datos, la tramitación y aprobación de los instrumentos que 
sean necesarios de acuerdo con el bloque de la constitucionalidad, produciéndose así 
una transición ordenada en la asunción y aplicación de las mismas

En la tramitación de la presente norma se ha cumplimentado el trámite de infor-
mación pública a que se refiere el artículo 45.1.c) de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en coherencia con la norma-
tiva de transparencia y el principio de participación de los ciudadanos, para garantizar 
la efectividad de los derechos en materia de transparencia y protección de datos.

Este Decreto encuentra fundamento competencial directo en el artículo 47.1.1.ª 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía, que reconoce a nuestra Comunidad Au-
tónoma la competencia exclusiva en materia de procedimiento administrativo deri-
vado de las especialidades de la organización propia de la Comunidad Autónoma, 
la estructura y regulación de los órganos administrativos públicos de Andalucía y 
de sus organismos autónomos. Asimismo, el Decreto constituye una herramienta 
para el logro de los objetivos y principios que el propio Estatuto fija en los artícu-
los 82, en cuanto reconoce competencias ejecutivas en materia de protección de 
datos, y los artículos 10.1, 10.3.19.º y 30.1, en lo referente a la materia de trans-
parencia pública, que otorgan a la Comunidad la facultad de promover las medidas 
de acción y mecanismos de información necesarios para hacer realidad el derecho 
de participación ciudadana, como elementos favorecedores de una mejor calidad 
democrática.

Por todo ello, en virtud de las citadas competencias estatutarias y de las previstas 
en el artículo 27.9 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, a propuesta de la Consejería de la Presidencia y Adminis-
tración Local, de conformidad con lo previsto en el artículo 46.2 de la Ley 1/2014, 
de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía, de acuerdo con el Consejo 
Consultivo de Andalucía, y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su sesión 
del día 29 de septiembre de 2015,
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DISPONGO

Artículo único. Aprobación de los Estatutos del Consejo de Transparencia y 
Protección de Datos de Andalucía. 

Se aprueban los Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos 
de Andalucía, en el ejercicio de la previsión contenida en el artículo 46.2 de la Ley 
1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

Disposición adicional única. Representación en el Consejo Consultivo de la 
Agencia Española de Protección de Datos. 

La Dirección del Consejo representará a la Comunidad Autónoma de Andalucía en 
el Consejo Consultivo de la Agencia Española de Protección de Datos, en aplicación 
de la disposición adicional tercera de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia 
Pública de Andalucía.

Disposición transitoria primera. Nombramientos iniciales.

1. Tras la entrada en vigor del Decreto, la persona titular de la Consejería compe-
tente en materia de transparencia solicitará al Parlamento de Andalucía la designación 
de la persona titular de la Dirección, que será nombrada por el Consejo de Gobierno 
una vez comunicada.

2. En el plazo máximo de cinco días desde el nombramiento de la persona titular 
de la Dirección, la Consejería de la Presidencia y Administración Local solicitará a las 
entidades a quienes corresponde proponer los miembros de la Comisión Consultiva 
de la Transparencia y la Protección de Datos la remisión en el plazo de veinte días 
desde su recepción de su propuesta de nombramiento, que incluirá una persona titu-
lar y otra suplente. 

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de puestos de trabajo.

1. Tras la elección de la persona titular de la Dirección, y hasta la aprobación y co-
bertura de la relación de puestos de trabajo del Consejo en el modo previsto en esta 
disposición, la Consejería competente en materia de transparencia y la competente en 
materia de Administración Pública proporcionarán el apoyo necesario a la Dirección 
del Consejo para el ejercicio de sus funciones. 
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2. La persona titular de la Dirección, con la colaboración de la Consejería com-
petente en materia de Administración Pública, elaborará la propuesta de relación de 
puestos de trabajo del Consejo y la remitirá al órgano competente para su aprobación, 
en el plazo máximo de seis meses desde su nombramiento.

Disposición transitoria tercera. Competencias en materia de protección de datos.

El Consejo asumirá las funciones en materia de protección de datos que tiene 
atribuidas de conformidad con lo que establezcan las disposiciones necesarias para 
su asunción y ejercicio por la Comunidad Autónoma. En tanto se lleve cabo la aproba-
ción y ejecución de dichas disposiciones continuarán siendo ejercidas por la Agencia 
Española de Protección de Datos.

Hasta que se produzca la asunción efectiva del ejercicio de las competencias en 
materia de protección de datos, el Consejo y la Agencia Española de Protección de 
Datos podrán adoptar en el ámbito de la cooperación institucional los criterios de 
aplicación, en su ámbito de actuación, de las reglas contenidas en el artículo 15 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en particular en lo que respecta a la ponderación del 
interés público en el acceso a la información y la garantía de los derechos de los in-
teresados cuyos datos se contuviesen en la misma, de conformidad con lo dispuesto 
en dicha Ley y en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a 
lo dispuesto en este Decreto.

Disposición final primera. habilitación a Consejerías. 

1. Se habilita a la Consejería competente en materia de transparencia para dictar 
las disposiciones y realizar las actuaciones que sean necesarias para la puesta en 
funcionamiento y favorecer el ejercicio de las competencias del Consejo de Transpa-
rencia y Protección de Datos de Andalucía.

2. La Consejería competente en materia de Hacienda, dentro de las disponibilida-
des presupuestarias, habilitará los créditos necesarios y realizará las oportunas mo-
dificaciones presupuestarias para la puesta en marcha, funcionamiento y ejercicio de 
las competencias del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía.

3. Se habilita a la Consejería de Hacienda y Administración Pública para realizar 
las oportunas adaptaciones de las Relaciones de Puestos de Trabajo y plantilla pre-
supuestaria, al objeto de facilitar la puesta en marcha, funcionamiento y ejercicio de 
las competencias del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, 
así como para realizar las creaciones, supresiones y modificaciones precisas en cual-
quiera de los puestos de trabajo, atendiendo a los principios de eficacia, austeridad, 
racionalización y reducción del gasto público.
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Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Este Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía. 

Sevilla, 29 de septiembre de 2015 

SUSANA DÍAZ PACHECO
Presidenta de la Junta de Andalucía

MANUEL JIMÉNEZ BARRIOS
Vicepresidente de la Junta de Andalucía 

y Consejero de la Presidencia
y Administración Local
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CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Naturaleza jurídica del Consejo de Transparencia y Protección de Da-
tos de Andalucía.

1. El Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía (en adelante, 
el Consejo), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43.1 de la Ley 1/2014, 
de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía, y en el artículo 41 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, 
es la autoridad independiente de control en materia de transparencia y protección de 
datos en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. El Consejo se configura como una entidad pública con personalidad jurídica 
propia, con plena capacidad y autonomía orgánica y funcional para el ejercicio de sus 
cometidos.

Artículo 2. Independencia.

El Consejo ejercerá sus funciones con objetividad, profesionalidad, sometimiento 
al ordenamiento jurídico y plena independencia de las Administraciones Públicas en 
el ejercicio de las mismas.

Artículo 3. Finalidad del Consejo.

1. El Consejo tendrá como finalidad, en materia de transparencia, velar por el 
cumplimiento de la normativa de transparencia pública, tanto en lo que se refiere a 
publicidad activa como a la defensa y salvaguarda del derecho de acceso a la infor-
mación pública.

2. El Consejo tiene como finalidad, en materia de protección de datos, velar por 
el cumplimiento de la normativa de protección de datos, garantizando el ejercicio de 
los derechos reconocidos por la misma.

3. El Consejo ejercerá las funciones en materia de transparencia y de protec-
ción de datos atribuidas por el Capítulo II del Título V de la Ley 1/2014, de 24 de 
junio.
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Artículo 4. Principios de funcionamiento. 

1. La actuación del Consejo debe inspirarse en los principios previstos en los artí-
culos 6 y 43.3 de la Ley 1/2014, de 24 de junio.

2. El Consejo prestará especial atención en el ejercicio de sus funciones al con-
tenido de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de 
género en Andalucía.

3. El Consejo, en el desarrollo de sus fines y en el ejercicio de sus funciones, pon-
derará el interés público en el derecho de acceso a la información pública derivado de 
los principios de publicidad y transparencia de la actuación de los poderes públicos, 
con el derecho de las personas afectadas cuyos datos aparezcan en la información 
publicada o solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos 
de carácter personal, así como el resto de límites previstos en la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

Artículo 5. Ámbito de actuación del Consejo.

1. En materia de transparencia pública, el Consejo ejercerá sus competencias 
sobre las personas y entidades a las que se refieren los artículos 3, 4 y 5 de la Ley 
1/2014, de 24 de junio, salvo las excepciones, en materia de reclamaciones, previstas 
en el artículo 33.2 de dicha Ley.

2. En materia de protección de datos, y en aplicación del artículo 82 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, el Consejo ejercerá sus competencias sobre las insti-
tuciones autonómicas de Andalucía, Administración autonómica, Administraciones 
Locales, las universidades del sistema universitario andaluz, así como las entidades 
de derecho público y privado dependientes de cualquiera de ellas.

Artículo 6. Sede del Consejo.

El Consejo tiene su sede en la ciudad de Sevilla. 

Artículo 7. Régimen jurídico del Consejo. 

1. El Consejo tendrá la consideración de Administración Institucional a los efectos 
previstos en la Disposición adicional segunda de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de 
la Administración de la Junta de Andalucía. En consecuencia, se configura como una 
entidad pública con personalidad jurídica propia, con plena capacidad y autonomía 
orgánica y funcional para el ejercicio de sus funciones. 

2. El Consejo se regirá por estos Estatutos, y por lo establecido en las siguientes 
normas:

a) La Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía, y su 
normativa de desarrollo.
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b) La Disposición adicional segunda de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la 
Administración de la Junta de Andalucía, y supletoriamente por lo dispuesto en la 
misma Ley para las agencias administrativas.

c) La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, y su normativa de desarrollo, en aquellos artículos que ten-
gan el carácter de básico.

d) La Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Ca-
rácter Personal y su normativa de desarrollo.

e) La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del procedimiento administrativo común, y en su normativa de 
desarrollo.

f) Las demás normas que resulten de aplicación.

CAPÍTULO II 

De la organización del Consejo de Transparencia y Protección 
de Datos de Andalucía 

Artículo 8. Estructura y funcionamiento del Consejo.

1. El Consejo se estructura en los siguientes órganos:

a) La Dirección del Consejo (en adelante la Dirección), órgano de carácter uniper-
sonal.

b) La Comisión Consultiva de la Transparencia y la Protección de Datos (en ade-
lante la Comisión Consultiva).

2. A la Dirección se adscribirán las diversas áreas y unidades administrativas que 
se incluyan en la relación de puestos de trabajo, y que tendrán asignadas la gestión 
de las competencias de la misma, de la que dependerán orgánica y funcionalmente. 
Su estructura básica, que se podrá ampliar, se compondrá al menos de las siguientes 
áreas y unidades:

a) Área de Transparencia, que desarrollará las tareas de ordenación, tramitación, 
gestión y propuesta, de las funciones relacionadas con la materia de transparencia 
pública, así como otras que le sean encomendadas por la Dirección.

b) Área de Protección de Datos, que desarrollará las tareas de ordenación, trami-
tación, gestión y propuesta de las funciones relacionadas con la materia de protec-
ción de datos, así como otras que le sean encomendadas por la Dirección.

c) Secretaría General, que será responsable de la gestión interna y asuntos de la 
administración general y de funcionamiento del Consejo, de los servicios informáticos 
y telecomunicaciones, así como de los asuntos atribuidos por estos Estatutos.

d) Asesoría Jurídica, que tendrá como cometido el asesoramiento jurídico del 
Consejo. 

3. Las personas responsables de las Áreas y de la Secretaría General serán nom-
bradas por la persona titular de la Dirección, de entre personas que ostenten la condi-
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ción de personal funcionario de carrera del Subgrupo A1, a través del procedimiento 
de libre designación.

La Asesoría Jurídica podrá ser provista por el procedimiento anterior o encomen-
dada al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía mediante convenio, de conformi-
dad con lo previsto en el artículo 44.2 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, en conexión 
con el artículo 41.3 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

4. La persona responsable de la Secretaría General sustituirá a la de las Áreas 
en caso de vacante, ausencia o enfermedad. Aquella será sustituida por la persona 
responsable del Área de Transparencia o de Protección de Datos, en ese orden, en los 
mismos supuestos, sin perjuicio de lo previsto para la suplencia de la Secretaría de la 
Comisión Consultiva. 

5. Las distintas unidades ejercerán sus funciones coordinadamente, especial-
mente en la ponderación de los derechos, principios e intereses relacionados con 
la transparencia pública y la protección de datos, en los términos de la Ley 1/2014, 
de 24 de junio, la Ley 19/2013, de 8 de diciembre, y el resto de normativa sectorial 
en esas materias. Para ello, la Dirección podrá crear grupos o comisiones de trabajo 
para mejorar la coordinación de sus actividades, así como asignar provisionalmente al 
personal del Consejo a dichos grupos o comisiones.

6. La representación y defensa jurisdiccional del Consejo podrán ser encomen-
dadas al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, mediante el correspondiente 
convenio, que, en su caso, deberá incluir una cláusula para los supuestos en los 
que exista contraposición de intereses, de conformidad con lo previsto en el artículo 
44.2  de la Ley 1/2014, de 24 de junio, en conexión con el artículo 41.3 de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre.

7. El Consejo ejercerá sus funciones a través de su Dirección, cuyos actos serán 
ejecutivos y pondrán fin a la vía administrativa.

Sección 1.ª De la Dirección del Consejo de Transparencia y Protección 
de Datos de Andalucía

Artículo 9. Rango e incompatibilidades de la persona titular de la Dirección del 
Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía.

1. La persona nombrada tendrá la consideración de Alto Cargo, con rango asi-
milado al de persona titular de Viceconsejería, y ejercerá sus funciones con plena 
independencia, neutralidad, dedicación exclusiva y objetividad, no estando sujeta a 
instrucción o indicación alguna en el desempeño de aquellas. No obstante, la Direc-
ción deberá oír a la Comisión Consultiva en los supuestos en los que esta deba ser o 
sea consultada.

2. La persona titular de la Dirección estará sujeta al régimen de incompatibilida-
des y obligaciones de los Altos Cargos de la Administración de la Junta de Andalu-
cía, cuyas normas serán de aplicación además de las previstas en estos Estatutos. 
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Igualmente, le resulta de aplicación el régimen de buen gobierno previsto en la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre.

3. El cargo es, asimismo, incompatible con:

a) El ejercicio de cualquier cargo electo o de designación política.
b) El desarrollo de cualquier cargo o puesto en las Administraciones Públicas o 

sus entidades públicas o privadas adscritas o dependientes.
c) La representación de cualquier Administración en los órganos de gobierno o 

consejos de dirección de empresas de capital público.
d) La afiliación o el ejercicio de funciones de dirección o ejecutivas en partidos 

políticos, organizaciones sindicales o empresariales.
e) El ejercicio de cualquier cargo o puesto de dirección o ejecutivas en fundacio-

nes o asociaciones relacionadas con las competencias del Consejo.
f) Tener directa o indirectamente intereses en empresas, entidades o sociedades 

cuyo objeto social o actividad estén relacionados con las competencias del Consejo.

Artículo 10. Funciones de la Dirección del Consejo de Transparencia y Protec-
ción de Datos de Andalucía.

1. La persona titular de la dirección ejerce las funciones de dirección, gestión y 
representación legal del Consejo, y la Presidencia de la Comisión Consultiva.

2. Corresponde a la Dirección las funciones atribuidas en el artículo 48.1 y la 
disposición adicional tercera de la Ley 1/2014, de 24 de junio, y en el artículo 41.1 de 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

3. Además, le corresponde a la Dirección: 

a) Planificar, coordinar, impulsar y dirigir las actividades del Consejo, así como la 
promoción y alcance de sus objetivos y funciones.

b) Dictar los actos, resoluciones e instrucciones necesarias para el ejercicio de las 
funciones del Consejo.

c) Las relaciones con la Consejería de la Presidencia y Administración Local en el 
desarrollo de las funciones del Consejo.

d) Dictar recomendaciones y directrices en materia de transparencia pública y 
protección de datos.

e) Aprobar y remitir el Informe anual al Parlamento de Andalucía, al Consejo de 
Gobierno, al Defensor del Pueblo Andaluz, al Consejo de Transparencia y Buen Go-
bierno y a la Agencia Española de Protección de Datos, así como comparecer ante el 
Parlamento para su presentación.

f) Representar al Consejo en las reuniones de la Comisión de Transparencia y 
Buen Gobierno.

g) Firmar convenios y otros instrumentos de colaboración en materias específicas 
dentro del ámbito de sus actuaciones y competencia.

h) Acordar el ejercicio de acciones ante los Juzgados y Tribunales de Justicia.
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i) El ejercicio de la potestad sancionadora en aplicación del artículo 41.1 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

4. Asimismo, le corresponde, respecto a la gestión y administración del Consejo:

a) Ejercer la superior dirección del personal del Consejo.
b) Elaborar la propuesta de relación de puestos de trabajo del Consejo y remitirla 

al órgano competente.
c) Garantizar que el Consejo integre la perspectiva de género en cuantas actua-

ciones internas o externas lleve a cabo. 
d) Aprobar y remitir a la Consejería de la Presidencia y Administración Local el 

Anteproyecto de Presupuestos del Consejo. 
e) Presentar la rendición de cuentas ante los órganos que prevea la legislación 

vigente.
f) Autorizar y disponer los gastos, ordenar los pagos, ejercer las facultades atri-

buidas a los órganos de contratación. 
g) Dictar instrucciones de funcionamiento interno del Consejo. 

Artículo 11. Nombramiento y cese de la persona titular de la Dirección del Con-
sejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía.

1. La designación de la persona titular de la Dirección corresponde al Parlamento 
de Andalucía por mayoría absoluta de sus miembros, por el procedimiento que deter-
mine la Cámara. La designación deberá recaer en una persona de reconocido prestigio 
y competencia profesional, con una experiencia mínima de quince años en materias 
relacionadas con la administración pública y que no esté incursa en las incompatibili-
dades indicadas en el artículo 9.

2. La persona que ejerza la Dirección será nombrada por decreto del Consejo de 
Gobierno, de conformidad con la designación efectuada por el Parlamento de Anda-
lucía y a propuesta de la Consejería competente en materia de transparencia, por un 
período de cinco años no renovable, y con los efectos previstos en el artículo 17.4 de 
la Ley 9/2007, de 22 de octubre. 

3. La persona que ejerza la Dirección sólo cesará antes de la expiración de su 
periodo de mandato por alguna de las siguientes causas:

a) Muerte o incapacitación judicial declarada en sentencia firme.
b) Renuncia, que será comunicada al Parlamento de Andalucía y será efectiva a 

partir de la fecha de entrada en el registro del mismo. 
c) Por separación, acordada por el Consejo de Gobierno, previa instrucción de 

expediente, en el que necesariamente será oída la Comisión Consultiva, por incumpli-
miento grave de sus obligaciones, incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su fun-
ción, incompatibilidad sobrevenida o condena por delito doloso por sentencia firme.

En los supuestos de cese anticipado, la Consejería competente en materia de 
transparencia, en el plazo máximo de quince días desde que fuera efectivo el cese, 
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solicitará al Parlamento una nueva designación, sin perjuicio de que el Parlamento 
lleve a cabo dicha designación por el procedimiento que determine su normativa. 

4. En el supuesto de muerte, incapacitación judicial, renuncia o cualquier otra 
causa legal, las funciones del cargo serán desarrolladas por la persona titular de la 
Secretaría General hasta la efectividad del nuevo nombramiento.

5. En el supuesto de separación, el expediente será incoado y tramitado por la 
Consejería competente en materia de transparencia. Durante la tramitación del expe-
diente y, en su caso, tras su resolución si se acordara el cese, las funciones del cargo 
serán desarrolladas por la persona titular de la Secretaría General hasta la efectividad 
del nuevo nombramiento.

6. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, o bien cuando concurra alguna 
causa de abstención o recusación, la persona titular de la Dirección será sustituida 
por la persona que ocupe la Secretaría General.

7. Una vez expirado su mandato, la persona titular de la Dirección continuará en 
el ejercicio de sus funciones hasta la efectividad del nuevo nombramiento. 

La Consejería de la Presidencia y Administración Local informará al Parlamento 
de Andalucía del fin del mandato ordinario con una antelación de tres meses a que 
este se produzca.

Sección 2.ª De la Comisión Consultiva de la Transparencia 
y la Protección de Datos

Artículo 12. Composición y estatuto personal de la Comisión Consultiva de la 
Transparencia y la Protección de Datos.

1. La Comisión Consultiva se constituye como órgano de participación y consulta 
en Andalucía en materia de transparencia pública y protección de datos.

2. La Comisión Consultiva estará compuesta por la persona que ejerza la Direc-
ción, que la presidirá, y por catorce miembros, que serán nombrados por la persona 
titular de la Consejería competente en materia de transparencia. Los nombramientos 
serán efectivos desde la fecha de publicación de los mismos en el BOJA.

3. La Consejería competente en materia de transparencia solicitará las propues-
tas con una antelación mínima de un mes a la fecha de expiración del mandato. Las 
propuestas incluirán tanto el nombre de la persona que ejercerá el cargo como titular, 
así como de la que lo ejerza como suplente, que deberá gozar de la misma condición 
exigida a aquella. Las entidades proponentes serán:

a) La Administración de la Junta de Andalucía, dos miembros designados por la 
Consejería competente en materia de transparencia.

b) El Parlamento de Andalucía, un miembro, que deberá tener la condición de 
Diputado o Diputada.

c) La Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz, un miembro.
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d) La Cámara de Cuentas de Andalucía, un miembro, que deberá tener la condi-
ción de Consejero o Consejera de la misma. 

e) Las Administraciones Locales andaluzas, un miembro, a través de la asociación 
de municipios y provincias de carácter autonómico de mayor implantación. 

f) Las Universidades Públicas andaluzas, un miembro, a través del Consejo Anda-
luz de Universidades.

g) Las entidades representativas de las personas consumidoras y usuarias, un 
miembro, a través del Consejo de Personas Consumidoras y Usuarias de Andalucía.

h) Las entidades representativas de los intereses sociales, dos miembros, en re-
presentación de las organizaciones sindicales más representativas de Andalucía.

i) Las entidades representativas de los intereses económicos, un miembro, en re-
presentación de las organizaciones empresariales más representativas de Andalucía.

j) Tres personas expertas en la materia de transparencia o de protección de datos, 
designadas por la Consejería competente en materia de transparencia, que podrán 
provenir de entidades que representen a colectivos de profesionales de archivos, de la 
documentación, de entidades dedicadas al fomento de la transparencia, de entidades 
relacionadas con la protección de datos, y del ámbito universitario, entre otras. 

4. Las propuestas deberán recaer en personas con conocimiento en las materias 
competencia del Consejo. Se garantizará el principio de representación equilibrada 
entre hombres y mujeres.

5. En los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad o causa de abstención 
o recusación del miembro titular, esta será sustituido por el miembro suplente. La 
Presidencia decidirá sobre la concurrencia de causa de recusación en cualquiera de 
los miembros o de la persona que ejerza la Secretaría, o bien la mayoría absoluta de 
miembros si fuera la persona que ejerza la Presidencia en la que concurra la posible 
causa. 

Artículo 13. Mandato, renovación y cese de los miembros de la Comisión Con-
sultiva de la Transparencia y la Protección de Datos. 

1. Las personas titulares y suplentes de la Comisión Consultiva desempeñarán su 
cargo durante cinco años desde la publicación de su nombramiento. Su mandato po-
drá ser prorrogado por una sola vez, salvo comunicación de propuesta de nueva per-
sona titular o suplente con una antelación de un mes a la expiración del mandato.

2. Estos cesarán anticipadamente:

a) En los mismos supuestos de cese anticipado de la persona titular de la Direc-
ción previstos en el artículo 11.3.

b) Por decisión de la entidad proponente.
c) Por la pérdida de la condición que habilite su designación, en su caso.

3. La entidad proponente comunicará el cese anticipado a la Consejería compe-
tente en materia de transparencia e incluirá una nueva propuesta de nombramiento. 
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Recibida la propuesta, la Consejería procederá a su nombramiento y publicación en 
el BOJA.

4. Si el cese anticipado afectara tanto a la persona titular como a la persona su-
plente, en los casos de renuncia, de decisión de la entidad proponente o de pérdida 
de la condición que habilite la designación, estos seguirán desempeñando sus funcio-
nes hasta el nombramiento de las nuevas personas. Las nuevas personas titulares o 
suplentes desarrollarán sus funciones durante el tiempo que reste para completar el 
mandato de quien causó la vacante a cubrir, sin perjuicio de la posible prórroga de su 
nombramiento para el siguiente mandato.

Artículo 14. Régimen de funcionamiento de la Comisión Consultiva de la Trans-
parencia y la Protección de Datos.

1. Los miembros de la Comisión Consultiva estarán sujetos al régimen de abs-
tención y recusación previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en la Ley 
9/2007, de 22 de octubre.

2. La Comisión Consultiva podrá invitar a través de su Presidencia a personas 
de reconocido prestigio y experiencia a asesorar a la misma en alguna de sus reunio-
nes.

3. El desempeño de la condición de miembro o asesor de la Comisión Consultiva 
no conllevará retribución alguna, sin perjuicio de las indemnizaciones previstas para la 
asistencia a sus sesiones, que se regirá por lo dispuesto en la normativa de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía. 

4. Las decisiones de la Comisión Consultiva se adoptarán por mayoría de los 
miembros asistentes. En caso de empate, decidirá el voto de calidad de la Presiden-
cia.

5. La Comisión Consultiva se reunirá con carácter ordinario cada tres meses, sin 
perjuicio de las convocatorias extraordinarias acordadas por la Presidencia a decisión 
propia o por solicitud motivada de un tercio de sus miembros. Se facilitará el uso de 
medios telemáticos para la celebración de las reuniones, así como para la remisión de 
la información.

6. La Secretaría de la Comisión Consultiva será ejercida por la persona titular de la 
Secretaría General, que participará con voz y sin voto, pudiendo contar con el auxilio 
del personal funcionario del Consejo que se determine. En caso de vacante, ausencia 
o enfermedad, o causa de abstención o recusación, ejercerá sus funciones quien 
indique la persona titular de la Dirección de entre el personal funcionario del Consejo 
pertenecientes al Subgrupo A1. 

7. Las actas de la Comisión Consultiva serán públicas y se publicarán en la página 
web o sede electrónica del Consejo, sin perjuicio de la aplicación de los límites previs-
tos en los artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 
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8. La Comisión Consultiva quedará válidamente constituida, en primera convo-
catoria, si están presentes la Presidencia, la Secretaría y al menos la mitad de sus 
miembros; y en segunda convocatoria, si están presentes la Presidencia, la Secretaría 
y al menos un tercio de sus miembros. 

9. La Comisión Consultiva aprobará un reglamento de funcionamiento interno en 
el marco de lo previsto en este Estatuto, a propuesta de la Dirección.

Artículo 15. Funciones de la Comisión Consultiva de la Transparencia y la Pro-
tección de Datos.

1. La Comisión Consultiva desarrollará las siguientes funciones:

a) Asesorar a la Dirección en el ejercicio de sus funciones.
b) Formular propuestas a la Dirección en el ámbito de las competencias del Con-

sejo, especialmente en la elaboración de recomendaciones y directrices en las mate-
rias propias del Consejo. 

c) Ser oída en el procedimiento sobre la separación de la persona titular de la 
Dirección en los supuestos del artículo 47.4 c) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, así 
como de sus miembros.

d) Informar, con carácter preceptivo, los anteproyectos de leyes y proyectos de 
disposiciones generales sobre las materias competencia del Consejo.

e) Analizar la propuesta de Informe anual con carácter previo a su remisión al 
Parlamento de Andalucía. 

f) Aquellas otras que se le puedan atribuir por la Dirección. 

2. La Comisión Consultiva podrá solicitar a la Dirección la información que estime 
oportuna para el desarrollo de sus funciones, ya sea del propio Consejo o de las per-
sonas y entidades incluidas en el ámbito de actuación del mismo.

3. Sin perjuicio del envío de la documentación necesaria para el desarrollo de 
las reuniones, la Dirección remitirá trimestralmente en formato electrónico a los 
miembros de la Comisión Consultiva información sobre la actividad del Consejo y las 
materias de su competencia.

4. La Comisión Consultiva podrá crear subcomisiones o grupos de trabajo para 
el mejor desempeño de sus competencias, que estarán compuestas por sus propios 
miembros.

CAPÍTULO III

Régimen de Personal, Contratación, Patrimonial, Económico y Presupuestario

Artículo 16. Personal.

1. El personal al servicio del Consejo vendrá determinado por la correspondiente 
relación de puestos de trabajo. La provisión de puestos y el régimen de personal del 
Consejo estarán sometidos a la legislación de función pública de la Administración de 
la Junta de Andalucía.
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2. La propuesta de relación de puestos de trabajo será elaborada por la Dirección 
y deberán constar los puestos que deban ser desempeñados en exclusiva por perso-
nal funcionario, así como la determinación de los puestos, los grupos de clasificación 
profesional, los cuerpos o escalas, en su caso a que estén adscritos, los sistemas de 
provisión de puestos y las retribuciones complementarias, según lo previsto en el De-
creto 390/1986, de 10 de diciembre, por el que se regula la elaboración y aplicación 
de las relaciones de puestos de trabajo. 

3. El ejercicio de funciones que impliquen la participación directa o indirecta de 
potestades públicas o salvaguardia de interés generales, será exclusivamente atri-
buido al personal que ostente la condición de funcionario de carrera.

4. Todo el personal del Consejo estará obligado a guardar reserva sobre las infor-
maciones que conozcan en el ejercicio de sus funciones, incluso después de haber 
cesado en las mismas.

5. El personal funcionario del Consejo cuando realice funciones de investigación 
en materias propias de la competencia del Consejo, tendrán el carácter de agente de 
la autoridad.

Artículo 17. Contratación. 

1. El Consejo tiene la consideración de administración pública a los efectos de 
la legislación de contratos del sector público, según lo previsto en el artículo 3.2 d) 
del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre.

2. El órgano de contratación es la Dirección, sin perjuicio de las competencias 
que pueda delegar.

Artículo 18. Patrimonio. 

1. El régimen de patrimonio del Consejo se ajustará a las previsiones de la legis-
lación de patrimonio de Administración de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de lo 
establecido en la normativa de carácter básico.

2. El patrimonio del Consejo estará integrado por los bienes y derechos que le 
sean adscritos o cedidos por la Comunidad Autónoma de Andalucía o cualquier otra 
Administración Pública, así como por todos aquellos bienes y derechos que adquiera 
o reciba por cualquier título.

Artículo 19. Recursos económicos. 

La financiación del Consejo se hará con cargo a los siguientes recursos:
a) Las asignaciones presupuestarias establecidas en el Presupuesto de la Comu-

nidad Autónoma de Andalucía.
b) Las subvenciones que le sean concedidas.
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c) Los rendimientos de las publicaciones, estudios y demás actuaciones del Con-
sejo.

d) Contraprestaciones derivadas de los convenios firmados por el Consejo.
e) Los rendimientos de los bienes o valores de su patrimonio.
f) Cualesquiera otros que pudiera recibir según lo previsto en el Texto Refundido 

de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobado por De-
creto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo.

Artículo 20. Régimen presupuestario y de control. 

1. Corresponde a la Dirección aprobar el Anteproyecto de Presupuesto, que será 
remitido a la Consejería competente en materia de Hacienda a través de la Consejería 
competente en materia de transparencia, para su incorporación como sección del 
Anteproyecto de Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma para el año que 
corresponda.

2. El Consejo está sometido al régimen de presupuestos, intervención y contabili-
dad establecidos por el Texto Refundido de la Ley de Hacienda Pública de la Comuni-
dad Autónoma, por la Ley de Presupuestos para cada ejercicio, así como a las demás 
determinaciones establecidas al respecto en las disposiciones que las desarrollan.

3. Las funciones de control interno y contabilidad del Consejo corresponderán a 
una Intervención Delegada, en los términos previstos por la normativa vigente.
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En la actualidad se encuentra en trámite la iniciativa legislativa que incorporará 
en Andalucía una nueva normativa en materia de transparencia pública. Asimismo 
recientemente se ha aprobado la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, si bien su regulación en materia de 
Transparencia Pública no entrará en vigor hasta pasado un año.

Ello supondrá la incorporación en nuestro ordenamiento jurídico de la base nor-
mativa para el cumplimiento en nuestro territorio del Convenio del Consejo de Europa 
sobre acceso a los documentos públicos. El propio Parlamento de Andalucía instó al 
Consejo de Gobierno a través de la Proposición no de Ley (9-13/PNLP-000012) para 
que así fuera.

Es nexo común de las distintas iniciativas en esta materia la detección de una 
crisis de confianza de los ciudadanos en la actuación de los poderes públicos, que 
requiere de una especial atención. Es necesario incorporar la transparencia como 
vía principal para facilitar a la ciudadanía el conocimiento cabal de los asuntos que 
afectan a sus intereses y también de los documentos y fundamentos que hayan sido 
considerados en cada momento para tomar las decisiones que les incumben.

Es evidente que será la entrada en vigor de estas leyes las que despejen el com-
plejo de normas y disposiciones que de una manera u otra dificultan hoy por hoy el 
acceso a esa información. Es obvio también que en tanto no se modifican las disposi-
ciones legales que, hoy por hoy, establecen limitaciones para el acceso a documentos 
e información no pueden sin más ignorarse.

Sin embargo, estos inconvenientes no deben ser obstáculo para maximizar en 
este momento el nivel de información que pueda facilitarse a los ciudadanos respe-
tando la normativa vigente. Esta implementación anticipada de medidas de transpa-
rencia se viene realizando en distintos aspectos de la actuación administrativa y, de 
hecho, la Administración de la Junta de Andalucía tiene ya una muy buena considera-
ción en el Índice de Transparencia de las Comunidades Autónomas. Concretamente, 
en el índice correspondiente a 2012 ocupa el cuarto lugar con una puntuación de 
92,5 frente a una media de 79,9.

En esta voluntad de transparencia, que debe ser un esfuerzo permanente, es 
una necesidad reclamada socialmente aumentar la accesibilidad de la ciudadanía a la 
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información relativa a los asuntos que aprueba el Consejo de Gobierno. Esto afecta 
tanto al conocimiento previo de los asuntos que van a ser tratados como al conoci-
miento de los que se han aprobado y cuál es su contenido y alcance y, también, a la 
documentación que el propio Consejo de Gobierno ha considerado cuando se le han 
elevado los distintos asuntos.

De esta forma se refuerza con este Acuerdo la información de la que va a dispo-
ner la ciudadanía en cuanto al orden del día de los asuntos y la relación de los acor-
dados. En este sentido, el Consejo de Gobierno asume mediante el presente Acuerdo 
una serie de obligaciones en garantía de la disponibilidad de esta información.

Respecto al acceso a la documentación han de considerarse algunas limitaciones 
específicas que no pueden ser obviadas por estar recogidas en disposiciones legales. 
Concretamente, el artículo 31 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía establece un deber de secreto que se traduce 
en que «los documentos que se presenten al Consejo de Gobierno tendrán carácter 
reservado hasta que el propio Consejo de Gobierno acuerde hacerlos públicos».

En consecuencia, este Acuerdo dicta las instrucciones necesarias para que tam-
bién sean accesibles estos documentos, levantando su carácter reservado, siempre 
que ello sea posible. En definitiva, ha de garantizarse que se respeten los límites 
que se establecen en la normativa vigente, en particular en el artículo 37 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común. De esta forma, límites como la intimidad 
de las personas, la protección de datos de carácter personal, la seguridad pública, el 
secreto comercial, entre otros, obligan a una especial confidencialidad.

Se ha estimado también conveniente incorporar en el Acuerdo una habilitación a 
la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras para dictar las instrucciones 
que sean necesarias a fin de facilitar, en lo que sea posible, una homogeneidad en el 
tratamiento de la información por parte de las distintas Consejerías, de forma que en 
asuntos de análoga naturaleza sea accesible el mismo tipo de información.

Con este Acuerdo se da cumplimiento a un compromiso concreto expresado por 
la Presidenta de la Junta de Andalucía en su discurso de investidura: que el orden 
del día de los Consejos de Gobierno de la Junta de Andalucía serían públicos y co-
nocidos con antelación por todos los ciudadanos y que, igualmente, serían públicos 
los expedientes de los asuntos tratados en dichos Consejos de Gobierno, con las 
salvaguardas correspondientes a la protección de datos. Ello no es sino concreción de 
una manifestación, también expresada en ese momento, de hacer de la transparencia 
verdadero principio rector del funcionamiento de la Administración.

De esta forma no sólo se cumplen los compromisos anunciados sino que se pro-
duce un verdadero anticipo de lo que será regulado en la futura Ley de Transparencia 
Pública de Andalucía, a pesar de las dificultades técnicas que supone regular una 
serie de medidas como estas en un entorno legislativo que aún no ha incorporado ese 
reto al derecho positivo.
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Para la implementación de las medidas que establece este Acuerdo hay que tener 
en cuenta las dificultades técnicas que entraña la disponibilidad efectiva via web de 
los documentos. Por ello el Acuerdo diferencia entre la publicidad de los órdenes del 
día y los acuerdos adoptados, cuya efectividad puede ser inmediata, y los propios 
documentos, que requieren de una adaptación técnica del portal de la Junta de An-
dalucía para permitir la carga y disponibilidad de los archivos informáticos dentro de la 
red de la Junta de Andalucía con las adecuadas garantías de autenticidad, seguridad 
y protección de datos, motivo por el que se establece un breve plazo para permitir 
estas tareas.

Es evidente que unas medidas como estas no pueden menoscabar el cumpli-
miento y efectividad de las disposiciones vigentes que regulan la notificación y publi-
cación de los actos y disposiciones, por lo que su alcance debe entenderse en todo 
caso como un complemento no sustitutivo de esas obligaciones.

En su virtud, de acuerdo con lo establecido en el artículo 27.13 de la Ley 6/2006, 
de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a pro-
puesta del Consejero de la Presidencia, previa deliberación del Consejo de Gobierno 
en su reunión del día 17 de diciembre de 2013,

ACUERDA

Primero. Transparencia del Consejo de Gobierno.

Los órdenes del día de las reuniones del Consejo de Gobierno, los documentos 
integrantes de los expedientes de los asuntos aprobados y los acuerdos adoptados 
serán públicos en los términos previstos en el presente Acuerdo.

Segundo. Publicidad de los órdenes del día del Consejo de Gobierno. 

El día anterior a la celebración de las reuniones del Consejo de Gobierno, estarán 
disponibles los órdenes de día de las mismas a través del portal web http://www.
juntadeandalucia.es.

Tercero. Carácter accesible de los documentos.

A efectos de lo establecido en el punto Primero, tendrán carácter público, y serán 
accesibles en los términos del presente Acuerdo, los documentos que integran el 
expediente que el órgano competente haya elevado al Consejo de Gobierno y hayan 
servido para fundamentar su decisión.

En todos los asuntos que se eleven a la decisión del Consejo de Gobierno la 
Consejería competente incorporará una propuesta motivada en la que indicará 
expresamente, y así lo hará constar en el respectivo expediente, los acuerdos y 
documentos sobre los que deba mantenerse el carácter de reservado total o par-
cialmente. A estos efectos, sólo podrán aplicarse los límites a los que se refiere el 
punto quinto.



- 15� -

Normativa sobre Transparecia Pública aplicable en la Comunidad Autónoma de Andalucía

El Consejo de Gobierno, cuando sea procedente, levantará el carácter reservado 
de los documentos que se le presenten, conforme a lo establecido por el artículo 31.1 
de la Ley 6/2006, de 24 de octubre.

Cuarto. Publicidad de acuerdos y documentos.

El texto de los acuerdos adoptados y los documentos que correspondan se publi-
carán en el portal web de la Junta de Andalucía indicado anteriormente en un plazo 
no superior a tres días desde la celebración de la reunión.

Corresponde a las personas titulares de las Viceconsejerías competentes la adop-
ción de las medidas necesarias para la efectividad de lo establecido en este punto.

Quinto. Límites de acceso.

A los efectos de los límites de acceso a los acuerdos adoptados y a la documen-
tación integrante de los expedientes, se tendrán en cuenta los criterios relativos a la 
intimidad de las personas, protección de datos de carácter personal, seguridad pú-
blica, funciones administrativas de vigilancia, inspección y control, secreto industrial 
y comercial, así como la protección del interés general y de los derechos e intereses 
legítimos de terceros.

Sexto. Plazo de acceso.

El sistema previsto en este Acuerdo de acceso a los acuerdos y a la documenta-
ción de las decisiones del Consejo de Gobierno se mantendrá, al menos, durante el 
plazo de tres meses desde la adopción de las mismas. En todo caso, transcurrido este 
plazo los documentos seguirán siendo accesibles previa solicitud.

Séptimo. habilitación a la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconse-
jeras.

Se habilita a la Comisión General de Viceconsejeros y Viceconsejeras para el 
establecimiento de las medidas de coordinación que sean necesarias para asegurar la 
homogeneidad en el tratamiento de la información por parte de las distintas Conseje-
rías y, con carácter general, las que sean precisas para la efectividad de lo dispuesto 
en el presente Acuerdo. 

Octavo. Naturaleza de la publicidad.

La publicidad prevista en este Acuerdo tiene por objeto facilitar el conocimiento 
por la ciudadanía de los asuntos que les atañen y de los fundamentos que se han 
tenido en cuenta para adoptarlos en cumplimiento del principio de transparencia en la 
actuación de los poderes públicos. En consecuencia no producirá efectos jurídicos ni 
sustituirá las obligaciones legales respecto a la notificación y publicación de los actos 
y disposiciones.
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Noveno. Efectos.

El presente Acuerdo producirá efectos desde el día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, siendo de aplicación a las reuniones 
del Consejo de Gobierno que se celebren a partir de esa fecha en lo que se refiere al 
orden del día y acuerdos adoptados.

El acceso a los documentos integrantes de los expedientes de los acuerdos del 
Consejo de Gobierno estará disponible en un plazo máximo de dos meses desde la 
fecha de publicación de este Acuerdo en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, 
aplicándose a las reuniones que se celebren a partir de esa fecha.

Décimo. Publicación.

El presente Acuerdo se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 17 de diciembre de 2013 

 SUSANA DÍAZ PACHECO
Presidenta de la Junta de Andalucía

MANUEL JIMÉNEZ BARRIOS
Consejero de la Presidencia
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